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5.1 Por último, quiero hacer una observación sobre las prescripciones de la parte introductoria del artículo XX del GATT de 1994.  No hay nada en los hechos de este caso que indique que las medidas nacionales objeto de esta diferencia se aplican de manera discriminatoria, ni que representan una restricción encubierta al comercio internacional.  Esas prohibiciones a algunos OMG se basan en preocupaciones legítimas y se aplican por igual a todos los Miembros de la OMC.

VI. reexamen intermedio

6.1 De conformidad con el párrafo 3 del artículo 15 del ESD, entre las constataciones del informe definitivo del grupo especial figurará un examen de los argumentos esgrimidos por las partes en la etapa intermedia de reexamen.  En esta sección de los informes del Grupo Especial figura dicho examen.  Como se desprende con claridad del párrafo 3 del artículo 15, esta sección forma parte de las constataciones del Grupo Especial.

B. Antecedentes

6.2 Los Estados Unidos, el Canadá, la Argentina y las Comunidades Europeas solicitaron por separado que el Grupo Especial realizara un reexamen intermedio de determinados aspectos de los informes provisionales de los que se dio traslado a las partes el 7 de febrero de 2006.
  Ninguna de las partes solicitó una reunión de reexamen intermedio.
  Sin embargo, de conformidad con el Procedimiento de trabajo del Grupo Especial, todas las partes tuvieron la oportunidad de presentar observaciones escritas adicionales sobre las solicitudes de las otras partes y utilizaron dicha oportunidad.

6.3 El 8 de mayo de 2006, el Grupo Especial envió una carta en la que señalaba el hecho de que grupos o miembros de la sociedad civil habían interpretado erróneamente determinados aspectos de sus informes provisionales tras la divulgación al público no autorizada de los informes provisionales confidenciales del Grupo Especial.
  Por esta razón, el Grupo Especial en su carta hizo varias declaraciones sobre sus constataciones en este asunto.

6.4 El 10 de mayo de 2006, el Grupo Especial dio traslado de sus informes definitivos a las partes de manera confidencial.

C. Estructura

6.5 El Grupo Especial abordará en primer lugar las solicitudes de modificaciones de los informes provisionales formuladas por las partes (sección VI.C).  A este respecto, el Grupo Especial observa que no recibió observaciones sobre cada una de las secciones de los informes provisionales de cada una de las cuatro partes.  El Grupo Especial ha estructurado su examen de las solicitudes de las partes, que figuran infra, del siguiente modo:

a)
La sección VI.C.1 se refiere a la sección VII.A de los informes provisionales (Cuestiones de procedimiento y otras cuestiones generales).

b)
La sección VI.C.2 se refiere a la sección VII.C de los informes provisionales (Procedimientos de aprobación pertinentes de las CE).

c)
La sección VI.C.3 se refiere a la sección VII.D de los informes provisionales (Moratoria general de las CE).

d)
La sección VI.C.4 se refiere a la sección VII.E de los informes provisionales (Medidas relativas a productos específicos).

e)
La sección VI.C.5 se refiere a la sección VII.F de los informes provisionales (Medidas de salvaguardia de los Estados miembros de las CE).

f)
La sección VI.C.6 se refiere a la sección VIII de los informes provisionales (Conclusiones y recomendaciones).

6.6 Además, en esta sección también se señalan algunas otras modificaciones (de carácter editorial, etc.) que las partes no solicitaron específicamente (sección VI.D).

6.7 A continuación, esta sección se ocupa de la solicitud de las Comunidades Europeas de que se supriman de la versión pública de los informes del Grupo Especial las partes en que se divulgue "información estrictamente confidencial" (sección VI.E).

6.8 Por último, esta sección aborda la divulgación al público de los informes provisionales confidenciales del Grupo Especial (sección VI.F).

D. Solicitudes de modificaciones de los informes provisionales formuladas por las partes

1. Cuestiones de procedimiento y otras cuestiones generales

6.9 Las Comunidades Europeas advirtieron una referencia incorrecta al año 2005 en el párrafo 7.47.

2. Procedimientos de aprobación pertinentes de las CE

a) Observaciones comunes al Canadá y la Argentina

6.10 El Canadá y la Argentina solicitan que se restrinja el ejemplo hipotético que el Grupo Especial utilizó en los párrafos 7.162 y 7.163 y en la nota 132 (el Canadá) a fin de evitar la posibilidad de que su uso pueda interpretarse erróneamente.  En esos párrafos, el Grupo Especial se basa en un ejemplo hipotético (relativo al etiquetado de los alimentos) para explicar su enfoque interpretativo respecto de la cuestión de las medidas mixtas.  Preocupa al Canadá que el uso del ejemplo hipotético pueda interpretarse erróneamente en el sentido de que el Grupo Especial formula una opinión sobre la finalidad de los Reglamentos 1829/2003 y 1830/2003, medidas que no estaban comprendidas en el mandato del Grupo Especial.  La Argentina considera que ese ejemplo no es una parte esencial del razonamiento del Grupo Especial y podría suprimirse sin afectar a las conclusiones del Grupo Especial.  Además, a juicio de la Argentina, el razonamiento del Grupo Especial encuentra aplicación práctica cuando éste aborda la cuestión de si los procedimientos de aprobación de las CE son medidas sanitarias o fitosanitarias (MSF) en términos de su finalidad.

6.11 Las Comunidades Europeas responden que no ven cómo puede interpretarse este ejemplo en el sentido de que en él se haga referencia a alguna medida de la "vida real", como el Reglamento 1829/2003, o se formule en términos generales cualquier opinión sobre la compatibilidad de dicha medida con las normas de la OMC.  En realidad, en otra parte del informe, el Grupo Especial afirma explícitamente que se abstiene de pronunciarse sobre la compatibilidad de las prescripciones en materia de etiquetado con las normas de la OMC.  Por consiguiente, no es necesario que el Grupo Especial introduzca modificación alguna en su informe.

6.12 El Grupo Especial ha eliminado del párrafo 7.162 el ejemplo pertinente y ha suprimido la antigua nota 132.
b) Observaciones formuladas por el Canadá

6.13 El Canadá solicita que el Grupo Especial reconsidere su exposición, en el párrafo 7.164, de la posición del Canadá en relación con la cuestión de si una prescripción puede constituir tanto una MSF como una medida que no es MSF.  Preocupa al Canadá que las observaciones formuladas por el Grupo Especial en la nota 127 parecen indicar que éste ha entendido erróneamente la posición del Canadá a este respecto.

6.14 Las Comunidades Europeas aducen que el Canadá no indica con claridad qué es lo que solicita que haga el Grupo Especial.  Cabe suponer que se podría responder a las preocupaciones del Canadá si se reformulara el texto de la nota 127 en los siguiente términos:

"El Canadá adoptó una posición más compleja y caracterizó como 'semántica' la cuestión de si una medida que aborde tanto los riesgos sanitarios o fitosanitarios como otros tipos de riesgos u objetivos de política general debe considerarse una medida única o una serie de medidas."

6.15 En respuesta a la observación del Canadá, el Grupo Especial ha ampliado su exposición de la posición del Canadá en la nota 339.

6.16 El Canadá advirtió una errata en el párrafo 7.337.

6.17 El Canadá observa también que en el párrafo 7.411 el Grupo Especial afirma que "es razonable deducir que la prescripción de que el consumidor esté informado de la presencia de un OMG con independencia de que haya un riesgo para la salud asociado se impone al menos en parte para impedir que se induzca a error a los consumidores.  En otras palabras, consideramos que el Reglamento 258/97 requiere, al menos en parte, la identificación de la presencia de un OMG en un producto alimenticio para garantizar que los consumidores que prefieran alimentos que no contengan o consistan en OMG no compren por error productos alimenticios que contienen o consisten en OMG".  El Canadá solicita respetuosamente que se revise este pasaje a fin de aclarar que el Grupo Especial no está formulando una constatación de que la falta de una etiqueta de OMG necesariamente "induce a error" a los consumidores.  Según el Canadá, es posible que la presencia de una etiqueta de OMG tenga el efecto contrario y en realidad induzca a error a los consumidores.  En cualquier caso, el Canadá sostiene que la cuestión de si en realidad se está induciendo a error a los consumidores es una cuestión de hecho que ninguna de las partes abordó en sus comunicaciones.

6.18 Las Comunidades Europeas consideran que debe desestimarse la observación del Canadá sobre el uso de la expresión "inducir a error".  Es evidente que el Grupo Especial se refiere simplemente al texto utilizado en el Reglamento 258/97, que en su artículo 3 se refiere de forma explícita al objetivo de no inducir a error al consumidor.

6.19 El Grupo Especial ha añadido una nota al párrafo 7.411 en respuesta a la observación del Canadá.

c) Observaciones formuladas por las Comunidades Europeas

6.20 Las Comunidades Europeas aducen que en el párrafo 7.117 debe suprimirse la tercera frase dado que no es correcto que el Consejo pueda adoptar una medida "distinta".  El Consejo puede adoptar una medida modificada, pero no por mayoría cualificada.  En realidad, en este caso son aplicables las mismas normas por las que se rigen las propuestas legislativas, es decir, el Consejo puede modificar una propuesta de la Comisión sólo por unanimidad (apartado 1 del artículo 250 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea, en su forma enmendada por posteriores tratados (en adelante el "Tratado CE").  Además, para dar una visión completa, parece adecuado describir qué sucede si el Consejo rechaza la propuesta.

6.21 Los Estados Unidos no están de acuerdo con las modificaciones sugeridas por las Comunidades Europeas con respecto a los párrafos 7.117, 7.123 y 7.136.  En primer lugar, en el expediente de esta diferencia no consta un caso en que el Consejo haya rechazado una propuesta de la Comisión.  (Por el contrario, el Consejo no logró constituir mayorías cualificadas ni para la aceptación ni para el rechazo.)  Por consiguiente, no es necesario que el Grupo Especial aborde esta posibilidad "para dar una visión completa".  En segundo lugar, las observaciones de las CE no citan ninguna comunicación anterior de las CE en que se describa el procedimiento aplicable cuando el Consejo rechaza una propuesta de la Comisión.
  Por consiguiente, el procedimiento que debe seguir la Comisión tras el rechazo por el Consejo mediante mayoría cualificada parecería ser una nueva cuestión de hecho que ni las partes ni el Grupo Especial examinaron anteriormente.  Por estos motivos, los Estados Unidos sostienen que no es necesario ni adecuado abordar dicho procedimiento por primera vez en la etapa intermedia de reexamen.

6.22 El Grupo Especial ha introducido los cambios adecuados en el párrafo 7.117 y sus correspondientes notas en respuesta a esta observación de las CE.  Sin embargo, el Grupo Especial está de acuerdo con los Estados Unidos en que no es necesario, en el contexto de estas actuaciones, abordar el procedimiento que se ha de seguir en caso de que el Consejo rechace una propuesta de medida formulada por la Comisión.  Por lo tanto, el Grupo Especial se ha abstenido de añadir un texto explicativo pertinente en los párrafos 7.117, 7.123 y 7.136.

6.23 Las Comunidades Europeas sostienen que para dar una visión completa, en la nota 95 del párrafo 7.123 debe explicarse qué sucede si el Consejo rechaza la propuesta.

6.24 Por el mismo motivo expuesto en relación con la observación de las CE sobre el párrafo 7.117, el Grupo Especial se ha abstenido de añadir lo solicitado a la nota 309.

6.25 Las Comunidades Europeas aducen que en el párrafo 7.129 el término "consentimiento" debe sustituirse por el término "autorización", habida cuenta de que "consentimiento" es un término que no se utiliza en el Reglamento 258/97, sino únicamente en las Directivas 90/220 y 2001/18.

6.26 El Grupo Especial ha introducido un cambio adecuado en el párrafo 7.129 en respuesta a esta observación.

6.27 Las Comunidades Europeas sostienen que en el párrafo 7.136 debe suprimirse la tercera frase dado que no es correcto que el Consejo pueda adoptar una medida "distinta".  El Consejo puede adoptar una medida modificada, pero no por mayoría cualificada.  En este caso son aplicables las mismas normas por las que se rigen las propuestas legislativas, es decir, el Consejo puede modificar una propuesta de la Comisión sólo por unanimidad (apartado 1 del artículo 250 del Tratado CE).  Además, para dar una visión completa, parece adecuado describir qué sucede si el Consejo rechaza la propuesta.

6.28 El Grupo Especial ha introducido los cambios adecuados en el párrafo 7.136 y sus correspondientes notas en respuesta a esta observación.  Sin embargo, por el mismo motivo expuesto en relación con la observación de las CE sobre el párrafo 7.117, el Grupo Especial se ha abstenido de abordar el procedimiento que se ha de seguir en caso de que el Consejo rechace una propuesta de medida formulada por la Comisión.

6.29 Las Comunidades Europeas advirtieron que faltaba un artículo indefinido en el párrafo 7.152.

6.30 Las Comunidades Europeas solicitan que el Grupo Especial indique, en una nota al párrafo 7.199, que en su respuesta a la pregunta 120 del Grupo Especial, las Comunidades Europeas se refirieron también a la nota de presentación que acompañó la distribución del denominado "Texto Dunkel" de 20 de diciembre de 1990.

6.31 Los Estados Unidos aducen que el párrafo 7.199 aborda los argumentos de las CE (debidamente rechazados por el Grupo Especial) de que el Acuerdo MSF no abarca medidas destinadas a proteger el medio ambiente.  Los Estados Unidos no están de acuerdo en que el Grupo Especial deba incluir la nueva nota sugerida por las CE, que resumiría un argumento adicional de las CE relativo a una nota de presentación del "Texto Dunkel".  Los argumentos de las CE con respecto a esta cuestión se exponen en la respuesta de las CE a las preguntas del Grupo Especial (en particular, la pregunta 120) y esas respuestas ya se adjuntan en su totalidad como anexos al informe provisional.  Además, la observación de las CE no reconoce que los Estados Unidos, en su réplica con respecto a la respuesta de las CE a la pregunta 120 del Grupo Especial, refutaron plenamente el argumento de las CE relativo a la presunta importancia de dicha nota de presentación del "Texto Dunkel".  Si se añadiera una nota en que citara nuevamente el argumento de las CE, se requeriría -para mantener el equilibrio- una nueva nota que hiciera referencia a la réplica de los Estados Unidos respecto del argumento de las CE.  Sin embargo, habida cuenta de que toda esta información ya se adjunta como anexo al informe, y dado que (según sostienen los Estados Unidos) el argumento de las CE carece de fundamento, la incorporación de la nota sugerida por las Comunidades Europeas no mejoraría el informe provisional.

6.32 El Grupo Especial ha introducido los cambios adecuados en el párrafo 7.199 en respuesta a esta observación de las CE, habiendo preferido incluir la referencia a la nota de presentación en el texto y no en una nota.  A fin de mantener el equilibrio, el Grupo Especial añadió también un resumen de las respuestas de los Estados Unidos y el Canadá al argumento de las CE basado en la historia de la negociación.  Además, teniendo en cuenta la solicitud de las Comunidades Europeas de que se incluya una referencia a la nota de presentación antes mencionada y en vista del argumento de las CE basado en dicha nota -en el sentido de que el Acuerdo MSF no abarca los daños ambientales- el Grupo Especial consideró adecuado hacer lo siguiente:  i) abordar explícitamente la nota de presentación, lo que ha dado lugar también a cierta reestructuración (párrafos 7.209 a 7.211), ii) aclarar el ejemplo utilizado en el párrafo 7.210, y iii) incorporar la nota 503 para aclarar aún más el párrafo 7.209.  Además, el Grupo Especial ha suprimido la antigua nota 158, que no contenía ningún texto.  Asimismo, el Grupo Especial corrigió un error tipográfico en el párrafo 7.209.

6.33 Las Comunidades Europeas aducen que debe suprimirse la primera frase del párrafo 7.236 dado que no parece reflejar con exactitud los argumentos formulados por las Comunidades Europeas y sugieren que se reformule la segunda frase sobre la base de la respuesta de las CE a la pregunta 119 del Grupo Especial.

6.34 Los Estados Unidos no están de acuerdo con la sugerencia de las CE.  Por el contrario, los Estados Unidos sostienen que esta declaración es en realidad una caracterización justa de los argumentos de las CE con respecto al término "plaga".
  Sin embargo, los Estados Unidos no formularían objeciones si el informe provisional incluyera una declaración, como sugieren las CE, en el sentido de que las CE creen que la CIPF puede ser un contexto pertinente para interpretar el término "plaga".

6.35 El Grupo Especial ha introducido los cambios adecuados en el párrafo 7.236 en respuesta a la observación de las CE.

6.36 Las Comunidades Europeas solicitan que se añada a la nota 227 del párrafo 7.281 una declaración del Dr. Squire (Anexo H, párrafo 468), a fin de que se haga referencia a las opiniones de todos los expertos sobre la cuestión pertinente.

6.37 Los Estados Unidos no están de acuerdo con la sugerencia de las CE de que debe incorporarse una declaración del Dr. Squire en esa nota.  La declaración del Dr. Squire que citan las Comunidades Europeas no contiene ningún dictamen científico con respecto a los riesgos de los genes marcadores de resistencia a antibióticos (ARMG).  Por el contrario, en el contexto del examen de las objeciones de los Estados miembros de las CE, el Dr. Squire señala simplemente que existe el "parecer" de que los ARMG no deben utilizarse en cultivos tolerantes a herbicidas.  Además, el Dr. Squire explica que dada la vaguedad de las objeciones de los Estados miembros, no puede evaluar su justificación científica.  Por consiguiente, resume su opinión explicando que "[s]in embargo, y al igual que en otros casos, a menos que se indiquen criterios, tanto del proponente como del que plantea las objeciones, en cuanto a cuál sería un elemento de comparación deseable o aceptable, es imposible progresar en este debate, como ha ocurrido en este caso".

6.38 El Canadá también discrepa de la sugerencia de que se añadan las observaciones del Dr. Squire en relación con los ARMG.  La sugerencia de las CE da a entender que en opinión del Dr. Squire los ARMG plantean riesgos para la salud humana o el medio ambiente, nada de lo cual es cierto.  Es elocuente que las Comunidades Europeas citen al Dr. Squire fuera de contexto.  La cita completa es la siguiente:

"La cuestión de la resistencia a los antibióticos se examinó en la opinión del Comité científico de las plantas (CE - Prueba documental 66/Ap.53) y se determinó que no planteaba riesgos, pero el parecer general es ahora que no debe introducirse resistencia a los antibióticos a través de productos modificados genéticamente y tolerantes a herbicidas."

6.39 El Canadá sostiene que no está claro si el Dr. Squire estuvo de acuerdo con la opinión del Comité científico de las plantas sobre los riesgos de la resistencia a los antibióticos.  Si el Dr. Squire hubiera estado en desacuerdo con el Comité científico de las plantas, probablemente lo habría dicho explícitamente.  Por lo tanto, en términos de la cuestión examinada por el Grupo Especial en el párrafo 7.274, es decir, el riesgo de transferencia de la resistencia a los antibióticos, la observación del Dr. Squire no es esclarecedora.  El Dr. Squire no examina "testimonios científicos", sino únicamente un "parecer".  Es posible que la causa del "parecer general" no tenga relación alguna con los riesgos reales asociados al uso de los ARMG y es posible que sea simplemente el reflejo de la desafortunada política de Europa en materia de biotecnología agrícola.  Por ejemplo, los científicos que trabajan en este campo pueden haber dejado de utilizar los ARMG por motivos de "óptica", manipulados por quienes abogan en contra de los OMG, y por la disponibilidad de medios alternativos para lograr el mismo objetivo.  El Canadá observa que aunque inicialmente indicó que lo haría, el Dr. Squire no respondió a ninguna de estas dos preguntas de carácter general sobre la existencia de testimonios científicos relativos a la transferencia de la resistencia a los antibióticos (preguntas 1 y 2).  En consecuencia, se desconoce su opinión sobre los riesgos reales asociados al uso de los ARMG.

6.40 La Argentina tampoco está de acuerdo con la propuesta de las CE y solicita al Grupo Especial que mantenga el texto de la nota 227 en su forma actual.  Es importante recordar que cuando el Grupo Especial planteó a los expertos la cuestión específica de los "genes marcadores de resistencia a antibióticos" (anexo H, preguntas de carácter general 1 y 2), el Dr. Squire no dio una respuesta que expresara su punto de vista en calidad de experto.  Además, la Argentina señala que lo que las Comunidades Europeas sugieren que se añada refleja un simple "parecer" (como afirma textualmente el Dr. Squire) y no una declaración u opinión basada en testimonios científicos como solicitó el Grupo Especial.

6.41 El Grupo Especial no considera adecuado añadir la declaración pertinente a la nota 437.  La declaración de que "el parecer general es ahora que no debe introducirse resistencia a los antibióticos a través de productos modificados genéticamente y tolerantes a herbicidas" no arroja luz sobre el riesgo de transferencia de los ARMG o la existencia o magnitud de los efectos perjudiciales para la salud humana o el medio ambiente como resultado de la presencia de ARMG o sus productos.

6.42 Las Comunidades Europeas solicitan que se suprima en su totalidad la nota 252 al párrafo 7.316, aduciendo que la descripción por el Canadá de la Directiva 91/414 no refleja adecuadamente las prescripciones establecidas por las disposiciones legislativas y la forma en que éstas se aplican.  Las Comunidades Europeas sostienen que, en cualquier caso, el propio Grupo Especial opina que la cuestión de si las Directivas 90/220 y 2001/18 se aplican, entre otras cosas, para evitar enfermedades en las personas o los animales resultantes de residuos de herbicidas en alimentos o piensos puede en última instancia quedar sin resolver.  Por lo tanto, la nota tampoco es necesaria.

6.43 El Canadá discrepa de la propuesta de las CE de suprimir la nota 252.  Esta nota constituye un contexto importante para explicar la declaración del Grupo Especial de que "[a] nuestro entender, de la lectura de las Directivas 90/220 y 2001/18 no se desprende claramente si esas disposiciones se aplican, entre otras cosas, para evitar enfermedades en las personas o los animales resultantes de residuos de herbicidas presentes en plantas modificadas genéticamente utilizadas como alimentos o piensos".  En esta nota, el Grupo Especial expone el argumento del Canadá de que las Comunidades Europeas no reconocieron que los riesgos asociados a la utilización de productos fitosanitarios, incluidos los riesgos para la salud de las personas y los animales resultantes de residuos de herbicidas presentes en alimentos y piensos, se abordaban en otros instrumentos legislativos pertinentes de las CE.  El Canadá señaló que las decisiones y comités científicos de la Comisión habían confirmado reiteradamente que "la autorización de herbicidas químicos aplicados a las plantas, así como la evaluación de la repercusión de su utilización en la salud humana y el medio ambiente, están comprendidas en el ámbito de la Directiva 91/414/CEE del Consejo, de 15 de julio de 1991, relativa a la comercialización de productos fitosanitarios ... y no en el ámbito de la Directiva 90/220/CEE".
  Además, el Canadá subrayó que los herbicidas utilizados conjuntamente con cultivos tolerantes a los herbicidas, concretamente el glifosato, habían sido objeto de una evaluación completa con arreglo a la Directiva 91/414/CEE, incluida una evaluación de la utilización del glifosato con cultivos tolerantes al mismo, ya en 2001.
  Además, los riesgos de los residuos de glifosato para la salud de las personas y los animales se habían evaluado completamente antes del establecimiento de LMR de conformidad con la Directiva 98/82/CE.
  Esta información es importante porque revela que muchos de los supuestos riesgos asociados, según las Comunidades Europeas, a los cultivos biotecnológicos son, de hecho, riesgos asociados a la utilización de productos fitosanitarios en general, y que esos riesgos, contrariamente a la descripción selectiva que las Comunidades Europeas hacen de su propio entorno normativo, han sido objeto de una evaluación completa con arreglo a otros instrumentos legislativos pertinentes.  Sobre esa base, el Canadá considera que la nota debería mantenerse.  Dicho esto, no obstante, el Canadá sugiere que el Grupo Especial aclare que los LMR no están establecidos con arreglo a la Directiva 91/414/CEE, sino con arreglo a otras normas pertinentes de las Comunidades Europeas.

6.44 El Grupo Especial considera que la antigua nota 252 no es esencial y, por tanto, la ha suprimido, tal como solicitaron las Comunidades Europeas.

6.45 Al igual que el Canadá, las Comunidades Europeas identificaron una errata en el párrafo 7.337.

6.46 Las Comunidades Europeas solicitan que el Grupo Especial suprima una frase del párrafo 7.368 que consideran que no refleja con precisión su posición.

6.47 El Grupo Especial ha suprimido la frase pertinente del párrafo 7.368 en respuesta a esa observación.

6.48 Las Comunidades Europeas sostienen que la expresión "incluso en los casos en que" del párrafo 7.384 debería suprimirse, puesto que da a entender que las autorizaciones pueden concederse en cualquier supuesto, es decir, tanto si se ha constatado que el producto es inocuo como si no se ha constatado ello.  Esto último no es posible, dado que las autorizaciones de comercialización sólo se conceden si no existe ningún riesgo para la salud humana y el medio ambiente.

6.49 El Canadá discrepa de la redacción alternativa propuesta para el párrafo 7.384.  La expresión "incluso en los casos en que" no da a entender que puedan concederse autorizaciones en los casos en que se ha constatado que el producto no es inocuo.  Por el contrario, ese texto pone de relieve que la prescripción en materia de etiquetado de la Directiva 2001/18 es aplicable independientemente de la conclusión del análisis del riesgo o los riesgos reales asociados a un determinado producto biotecnológico.  Ese énfasis es apropiado habida cuenta del examen del Grupo Especial, en los párrafos 7.377 y siguientes, sobre si la imposición de una prescripción en materia de etiquetado en esas circunstancias puede considerarse una MSF.  Subsidiariamente, el Grupo Especial tal vez desee considerar la posibilidad de sustituir "incluso en los casos en que" por "independientemente de que".

6.50 La Argentina no considera aceptables las modificaciones del párrafo 7.384 que han sido propuestas.  Con respecto a la primera de ellas, las Comunidades Europeas cambian el alcance y el sentido de las dos primeras frases.  Reducen la primera frase introduciendo un punto después del término "OMG", y enlazan, por tanto, el resto de la frase con la modificación propuesta que la Argentina no considera aceptable.  En cuanto a la segunda modificación propuesta, las Comunidades Europeas no aportan ninguna razón que la justifique (sólo hacen referencia a la primera).  La Argentina señala que las autoridades competentes no han concedido una autorización de comercialización ni siquiera cuando las pruebas científicas demostraban que la liberación era segura.  Dado que la descripción propuesta por las Comunidades Europeas no es exacta, sobre todo la expresión "por consiguiente", la Argentina solicita respetuosamente que se mantenga el texto inicial.

6.51 El Grupo Especial ha introducido los cambios adecuados en el párrafo 7.384 en respuesta a esa observación de las CE.

6.52 En referencia al antiguo párrafo 7.381, las Comunidades Europeas alegan que no están de acuerdo con el Grupo Especial en que la prescripción en materia de etiquetado de la Directiva 2001/18 sólo sirve a la finalidad de proteger la salud humana y el medio ambiente, como ha descrito el Grupo Especial.  Dicho esto, las Comunidades Europeas no cuestionan la declaración de que ésta es una posible finalidad del etiquetado y, por tanto, conlleva una relación racional.  No obstante, dado que, a juicio de las Comunidades Europeas, no se trata de la única finalidad -la otra es informar al consumidor-, las Comunidades Europeas sostienen que el texto debería ser más "abierto" y la última frase debería suprimirse porque sugiere una finalidad exclusiva.  Por último, las Comunidades Europeas proponen que se utilice el término "aunque" en lugar de "incluso en los casos en que".

6.53 Los Estados Unidos sostienen que las Comunidades Europeas no tienen ningún fundamento para proponer que el Grupo Especial suprima una de las frases más importantes de esa sección del informe provisional, a saber, la última frase del párrafo 7.381.  Ese párrafo (y frase) dice lo siguiente:

"El párrafo anterior deja claro que hay una relación racional entre la prescripción en materia de etiquetado de la Directiva 2001/18 y la finalidad de proteger la salud de las personas y el medio ambiente incluso en los casos en que se ha constatado que un producto que contiene o consiste en un OMG es inocuo para la salud de las personas y el medio ambiente.  Por consiguiente, no vemos motivos para suponer que la prescripción de etiquetado sirva a fines distintos de la finalidad que la Directiva 2001/18 dice que tiene por objeto alcanzar, es decir, la protección de la salud humana y el medio ambiente."

6.54 Los Estados Unidos sostienen que el único fundamento de las Comunidades Europeas para proponer que se suprima la última frase del párrafo 7.381 es la afirmación de que la prescripción en materia de etiquetado también sirve a la finalidad de "información al consumidor".  No obstante, las Comunidades Europeas no indican en qué basan esa afirmación y, por ejemplo, no citan ninguna disposición de la Directiva que la respalde.  De hecho, como señala acertadamente el Grupo Especial, la prescripción en materia de etiquetado es una prescripción que forma parte integrante de la Directiva 2001/18, y el primer artículo de esa Directiva establece que el objetivo de ésta es "proteger la salud humana y el medio ambiente".  Por tanto, las Comunidades Europeas no han aportado al expediente ningún fundamento para su propuesta de modificación del párrafo 7.381.

6.55 El Canadá también discrepa de la propuesta de las Comunidades Europeas de suprimir la última frase del párrafo 7.381.  La conclusión del Grupo Especial de que no existen "motivos para suponer que la prescripción de etiquetado sirva a fines distintos de la finalidad que la Directiva 2001/18 dice que tiene por objeto alcanzar, es decir, la protección de la salud humana y el medio ambiente", es una conclusión sensata habida cuenta del texto de la Directiva 2001/18 y de las propias comunicaciones de las Comunidades Europeas en este asunto.  El Grupo Especial señala con acierto que la única finalidad expresa de la Directiva, aparte de la aproximación de las leyes de los Estados miembros, es proteger la salud humana y el medio ambiente.  Además, las Comunidades Europeas no hicieron referencia a la "información al consumidor" como objetivo de la Directiva 90/220 ó 2001/18 en la descripción del marco legislativo comunitario que hicieron en su Primera comunicación escrita, párrafos 155 a 163, ni en su explicación de los defectos de la Directiva 90/220 que, según alegan, era necesario subsanar mediante la Directiva 2001/18.
  Las Comunidades Europeas han sostenido que las nuevas prescripciones en materia de etiquetado de la Directiva 2001/18 tenían por objeto reforzar la vigilancia posterior a la comercialización, y no fines de "información al consumidor".  Por consiguiente, la modificación propuesta no refleja la posición adoptada por las Comunidades Europeas en este procedimiento y debería desestimarse.

6.56 La Argentina considera que la primera frase del párrafo 7.381 debería mantenerse sin cambios.  En primer lugar, como indican las Comunidades Europeas, el Grupo Especial no declara en el párrafo 7.380 que la protección de la salud humana y el medio ambiente "es la única" finalidad.  El Grupo Especial declaró explícitamente que los fines establecidos en el artículo 20 de la Directiva 2001/18 se referían, entre otras cosas, a las situaciones descritas en el párrafo 7.380, y describe acertadamente en qué medida la identificación y el etiquetado de OMG contribuyen a algunos de los fines del artículo 20.  En segundo lugar, tanto los fines del artículo 20 descritos en el párrafo 7.380 como el texto del propio artículo 20 (sobre todo, los párrafos 2 y 3) se refieren expresamente a situaciones previstas de riesgos para la salud humana y el medio ambiente.  Por consiguiente, la Argentina considera que el texto propuesto por las Comunidades Europeas ("puede haber") reduce el alcance real de estas situaciones, previstas en la Directiva 2001/18/CE y para las que se contempla un procedimiento específico.  El texto propuesto por las Comunidades Europeas podría entenderse como previsto para situaciones que "meramente ocurren" en relación con la salud humana y el medio ambiente, y no expresaría la finalidad clara establecida en la Directiva 2001/18 cuando se refiere al sentido del etiquetado.

6.57 La Argentina sostiene, además, que, a partir del párrafo 7.379, el Grupo Especial trata de identificar el fundamento básico del etiquetado, tal como figura en la Directiva 2001/18, y utiliza, entre otras disposiciones, el artículo 20.  El Grupo Especial encontró un fundamento básico y constató que estaba relacionado con la finalidad de proteger la salud humana y el medio ambiente.  Las Comunidades Europeas declaran que existe otra finalidad, a saber, informar al consumidor.  La Argentina considera, como cree que ha considerado el Grupo Especial, que la finalidad de informar al consumidor y a las autoridades no es exhaustiva en sí misma, sino que también está destinada a un tratamiento adecuado de la información sobre el producto etiquetado.  La Argentina admite que podría haber una finalidad de informar relacionada con lo que el Grupo Especial ha reconocido acertadamente que es "conveniente conocer", o de evitar la confusión acerca del producto, pero la Argentina considera -y cree que las Comunidades Europeas estarían de acuerdo en esto- que la finalidad de informar sirve a otra finalidad que es más importante que responder a lo que es "conveniente conocer" o evitar la confusión, y está orientada a una mejor gestión de los riesgos, en caso de plantearse éstos, y por tanto, está relacionada con lo que es "necesario conocer", como ha señalado el Grupo Especial.  La Argentina considera que no debería subestimarse esta finalidad, mucho más importante que la de la mera información sin ninguna finalidad ulterior de actuación.

6.58 Por último, la Argentina alega que el Grupo Especial trató de encontrar el fundamento básico del etiquetado con el fin de determinar si se relaciona con la protección contra los riesgos previstos en el Acuerdo MSF.  El Grupo Especial encontró el fundamento básico precisamente "junto a" la finalidad de informar al consumidor (suponiendo, a efectos de argumentación, que la declaración de las Comunidades Europeas es correcta al situar en el mismo nivel de importancia la información al consumidor y la información facilitada a efectos de gestión del riesgo) y "en" la misma información (con el fin de hacer un uso más amplio de ella -la información no tiene gran valor si no se utiliza para una finalidad- a efectos de gestión del riesgo, como lo establece acertadamente el párrafo 7.380).  Por consiguiente, la Argentina considera procedente afirmar que "hay" claramente una relación racional entre la prescripción en materia de etiquetado y la finalidad de proteger la salud de las personas y el medio ambiente, y solicita que se mantenga el texto inicial del Grupo Especial.

6.59 El Grupo Especial ha introducido los cambios adecuados en el párrafo 7.389 en respuesta a esa observación de las CE.  El Grupo Especial también ha considerado apropiado introducir cambios o adiciones en los párrafos 7.385 a 7.389 y 7.391, en respuesta a la observación de las CE.

6.60 Con respecto a la aseveración de las CE de que la prescripción en materia de etiquetado de la Directiva 2001/18 sirve a dos fines -por una parte, la protección de la salud humana y el medio ambiente y, por otra, la información al consumidor-, señalamos que las Comunidades Europeas, en sus observaciones sobre los informes provisionales, no presentan ni un solo argumento para justificar su aseveración.  Tampoco identifican ninguna prueba obrante en el expediente que respalde la conclusión de que informar al consumidor es una finalidad para la que se aplica la prescripción en materia de etiquetado de la Directiva 2001/18.
  Señalamos a este respecto que, en su Primera comunicación escrita, las Comunidades Europeas describieron con cierto detalle la legislación comunitaria relativa a la aprobación de productos biotecnológicos, incluida la Directiva 2001/18.  Las Comunidades Europeas declararon que esa Directiva persigue los objetivos conexos pero distintos de "proteger la salud humana y el medio ambiente".  La información al consumidor no se mencionó como objetivo de la Directiva ni de la prescripción en materia de etiquetado en ella contenida.

6.61 Señalamos asimismo que, mientras que en el Reglamento 258/97 se hace referencia explícita al concepto de "información al consumidor" en el contexto del etiquetado
, ni en el preámbulo ni en el "texto principal" de la Directiva 2001/18 se hace esa referencia.  Esto está en consonancia con el hecho de que la Directiva 2001/18 se refiere a la liberación intencional de OMG en el medio ambiente y no a los alimentos que contienen OMG o los alimentos derivados de OMG.  De hecho, en la Directiva 2001/18 no se hace referencia a los consumidores finales de OMG
, sino a los "usuarios" de OMG (como los agricultores o los ganaderos que utilizan OMG para la alimentación animal).
  Señalamos también que, a diferencia del Reglamento 1829/2003 (sobre alimentos y piensos modificados genéticamente) y el Reglamento 1830/2003 (relativo a la trazabilidad y al etiquetado de OMG y a la trazabilidad de los alimentos y piensos producidos a partir de éstos), en la Directiva 2001/18 no se hace referencia a conceptos como la "elección informada" de los consumidores o usuarios, o la "libertad de elección" de los consumidores o usuarios, en relación con sus disposiciones en materia de etiquetado.
  En el preámbulo de la Directiva 2001/18 únicamente se señala que el etiquetado destinado a indicar la presencia de un OMG en un producto sirve para "garantizar que se ha identificado convenientemente la presencia de OMG en productos que contengan o consistan en organismos modificados genéticamente".
  Esto deja sin contestar la pregunta de por qué se procura hacer una identificación conveniente.  Por lo tanto, consideramos que el preámbulo de la Directiva 2001/18 no ayuda a determinar si la prescripción en materia de etiquetado sirve a la finalidad adicional de informar al consumidor.

6.62 Incluso si aceptáramos, a efectos de argumentación, que la prescripción pertinente en materia de etiquetado de la Directiva 2001/18 podría ayudar a los transformadores de materias primas (por ejemplo, semillas de colza) a proporcionar al consumidor final información y garantías con respecto a sus productos alimenticios (por ejemplo, aceites de semillas de colza altamente refinados producidos a partir de semillas de colza no modificadas genéticamente) y, en particular, con respecto a su método de producción
 -por ejemplo, reduciendo la probabilidad de utilización accidental y no intencionada de materias primas modificadas genéticamente (por ejemplo, semillas de colza modificadas genéticamente)-, lo cierto sigue siendo que ni en el preámbulo ni en el texto principal de la Directiva 2001/18 figura referencia alguna a la "información al consumidor" como objetivo de la Directiva en general o de su prescripción en materia de etiquetado en particular.

6.63 También consideramos pertinentes a este respecto las disposiciones del artículo 26 de la Directiva 2001/18, que se aplica a los OMG sujetos a medidas de confinamiento (utilización confinada) o a los OMG que deban facilitarse para actividades de investigación y desarrollo.  Al igual que los OMG destinados a su comercialización, los OMG comprendidos en el artículo 26 están sujetos a una prescripción según la cual la presencia de OMG debe indicarse en una etiqueta o en un documento de acompañamiento con las palabras "Este producto contiene organismos modificados genéticamente".  Dado que los OMG en cuestión comprendidos en el artículo 26 no se liberan en el medio ambiente con la finalidad de su comercialización, es decir, para su suministro a terceros como los consumidores, consideramos que la prescripción en materia de etiquetado contenida en el artículo 26 no se impone con la finalidad de "información al consumidor", es decir, con la finalidad de permitir a los consumidores realizar una elección informada y descartar la posibilidad de que se vean inducidos a error.

6.64 Recordamos que la prescripción de identificar la presencia de un OMG es exactamente la misma en el caso de la utilización confinada o la liberación en fase experimental (artículo 26) y en el caso de la liberación a efectos de comercialización.  Esta circunstancia, junto con el hecho de que la prescripción en materia de etiquetado aplicable en las situaciones previstas en el artículo 26 no se aplica, a nuestro juicio, a efectos de "información al consumidor", y de que la Directiva 2001/18 no contiene ninguna indicación de que la prescripción en materia de etiquetado aplicable a los OMG destinados a la comercialización se impone, al menos en parte, a efectos de "información al consumidor", nos plantea más dudas acerca de la validez de la aseveración injustificada de las CE de que esa última prescripción de etiquetado se impone parcialmente con la finalidad de "información al consumidor".

6.65 El Canadá y la Argentina presentaron como Prueba documental el Informe de la Comisión de 1996 sobre la revisión de la Directiva 90/220/CEE en el contexto de la Comunicación de la Comisión sobre biotecnología y el Libro Blanco.
  Este Informe no lo presentaron como Prueba documental los Estados Unidos ni las Comunidades Europeas, pero éstas hicieron referencia a su contenido en términos muy generales en respuesta a una pregunta del Grupo Especial.
  Observamos que el Informe contiene los dos párrafos siguientes:

"El tema del etiquetado de los productos incluidos en la Directiva 90/220/CEE ha sido objeto de controversia.  Algunas autoridades de los Estados miembros se oponen a la comercialización de productos cuyo etiquetado no indique que están modificados genéticamente.  Las disposiciones vigentes de la Directiva no permiten la imposición de tal etiquetado en ausencia de alguna relación con la evaluación del riesgo.  No obstante, la legislación por productos contiene disposiciones específicas sobre etiquetado.

Será fundamental estudiar este asunto, a fin de tener en cuenta la necesidad de informar a los consumidores y de cumplir las obligaciones internacionales de la Comunidad.  El tema del etiquetado se tratará al preparar la modificación de la Directiva 90/220/CEE y se tendrán en cuenta las disposiciones finales de la legislación pertinente sobre otros productos."

6.66 En el segundo de los dos párrafos citados supra, la Comisión hace referencia a la necesidad de informar a los consumidores, aunque sin explicar por qué éstos necesitan ser informados.
  Incluso si se supusiera que la Comisión percibió la necesidad de "informar a los consumidores" para garantizar que éstos pudieran realizar una elección informada y para descartar la posibilidad de que se vieran inducidos a error por lo que respecta al método de producción, es importante, a nuestro juicio, tener presentes los siguientes elementos.  En primer lugar, la Comisión no es el órgano legislativo comunitario.  La Directiva 2001/18 fue adoptada por el Parlamento Europeo y el Consejo.
  Las opiniones de la Comisión no reflejan necesariamente las opiniones del Parlamento Europeo y el Consejo.  De hecho, en el Informe de la Comisión se menciona específicamente que el etiquetado era objeto de controversia y que los Estados miembros tenían opiniones divergentes sobre la necesidad del etiquetado para indicar la presencia de un OMG en un producto.  En segundo lugar, aun si no se tiene en cuenta que la Comisión no es el órgano legislativo comunitario, señalamos que el Informe de la Comisión se emitió en diciembre de 1996 y la Directiva 2001/18 no se adoptó hasta marzo de 2001.  A nuestro juicio, no puede suponerse simplemente que una declaración hecha por la Comisión más de cuatro años antes de la fecha de adopción de la Directiva 2001/18 refleja con precisión la finalidad de la disposición efectivamente promulgada con respecto al etiquetado.  Por último, recordamos que la expresión "informar a los consumidores" no llegó a incluirse en el texto definitivo de la Directiva 2001/18.  Habida cuenta de esto, creemos que es perfectamente concebible que el legislador comunitario optara deliberadamente por no apoyar esa justificación concreta de la prescripción de etiquetado para indicar la presencia de un OMG en los productos.
  Sin duda, no puede suponerse con ligereza que la omisión deliberada de la expresión "informar a los consumidores" no tenga ningún significado sustantivo cuando el propio legislador comunitario (el Parlamento Europeo y el Consejo) utilizó la expresión "informar al consumidor final" en el Reglamento 258/97 e incluyó expresiones muy similares en los Reglamentos 1829/2003 y 1830/2003.  La omisión deliberada también parece significativa en vista de que el mismo legislador comunitario, en el artículo 26 de la Directiva 2001/18, impuso una prescripción idéntica de indicar la presencia de OMG en el caso de los OMG no destinados a la comercialización.  Como hemos señalado, la prescripción en materia de etiquetado del artículo 26 no se impone, a nuestro juicio, a efectos de "información al consumidor".  Por estas razones, consideramos que la vinculación entre el Informe de la Comisión de 1996 y la Directiva del Parlamento Europeo y el Consejo de 2001 no es lo suficientemente estrecha y directa para permitirnos concluir, sin más, que la prescripción en materia de etiquetado de la Directiva 2001/18 se aplica, en parte, con la finalidad de informar al consumidor.

6.67 Además, señalamos que, en respuesta a una pregunta del Grupo Especial, las Comunidades Europeas hicieron referencia a la propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo, presentada en 1998, por la que se modificaría la Directiva 90/220.
  En consonancia con lo que anunció en su Informe de 1996, la Comisión señala en su propuesta que las solicitudes de aprobación han de contener una propuesta de etiquetado que informe al consumidor de la presencia de OMG en el producto o productos pertinentes "cuando dicha presencia esté demostrada".
  Por tanto, en la propuesta de la Comisión de 1998 se propone el etiquetado para informar a los consumidores sobre si los productos contienen o se componen de OMG.  No se propone el etiquetado para ayudar a informar a los consumidores sobre si los productos que no contienen ni se componen de OMG se han producido, no obstante, a partir de OMG (por ejemplo, aceites de semillas de colza altamente refinados producidos a partir de semillas de colza modificadas genéticamente).  Con respecto a la vinculación entre la propuesta de la Comisión de 1998 para la modificación de la Directiva y la Directiva 2001/18, estimamos que las consideraciones que hemos presentado en relación con el Informe de 1996 también son válidas, mutatis mutandis, en el caso de la propuesta de 1998 para la modificación de la Directiva.  En particular, debe recordarse:  i) que la Comisión no es el órgano legislativo comunitario;  y ii) que la expresión propuesta, "informar al consumidor", no figura en el texto definitivo adoptado de la Directiva 2001/18.  Con respecto al último punto, subrayamos nuevamente que el legislador comunitario utilizó la expresión "informar al consumidor final" en el Reglamento 258/97 y expresiones muy similares en los Reglamentos 1829/2003 y 1830/2003.  Como hemos señalado, la omisión de la expresión "informar al consumidor" también parece significativa en vista de la existencia del artículo 26 de la Directiva 2001/18.  Por consiguiente, como en el caso del Informe de la Comisión de 1996, consideramos que la vinculación entre la propuesta de la Comisión de 1998 y la Directiva del Parlamento Europeo y el Consejo de 2001 no es lo suficientemente estrecha y directa para permitirnos concluir, sin más, que la prescripción en materia de etiquetado de la Directiva 2001/18 se aplica, en parte, con la finalidad de informar al consumidor.

6.68 Habida cuenta de los elementos y las consideraciones anteriores, no nos convence, y por tanto no podemos aceptar, la aseveración injustificada de las Comunidades Europeas, en sus observaciones sobre el antiguo párrafo 7.381 de los informes provisionales, de que la prescripción pertinente en materia de etiquetado de la Directiva 2001/18 se aplica, en parte, con la finalidad de informar al consumidor.

6.69 Las Comunidades Europeas proponen una modificación del texto del párrafo 7.383 para aclarar a qué se refiere "otra cosa".

6.70 El Canadá alega que el Grupo Especial debería rechazar la propuesta de las Comunidades Europeas de sustituir "otra cosa" por "que no existe esa relación racional" en la segunda frase.  La modificación propuesta cambia el sentido de la frase, que, según entiende el Canadá, denota que no hay nada en el expediente que sugiera que la prescripción en materia de etiquetado de la Directiva 2001/18 está relacionada con alguna finalidad distinta de la protección de la salud humana y el medio ambiente.

6.71 La Argentina tampoco considera apropiado ese cambio.  Con respecto a la sustitución de la palabra "guarda", la propuesta de las Comunidades Europeas menoscaba aún más las constataciones del Grupo Especial:  para el párrafo 7.381, las Comunidades Europeas propusieron "puede haber", y ahora proponen "puede guardar" para el párrafo 7.383, lo que conlleva un nivel de certidumbre aún más bajo.  Ese cambio alteraría el razonamiento del Grupo Especial hasta tal punto que crearía confusión acerca de si los objetivos dimanantes de la Directiva 2001/18 deberían o no considerarse "fines sanitarios o fitosanitarios".  El Grupo Especial ha constatado acertadamente un fundamento básico, claro y sencillo, que relaciona la prescripción en materia de etiquetado de la Directiva 2001/18 con la finalidad de proteger la salud humana y el medio ambiente.  Las Comunidades Europeas tratan de encontrar una "puerta abierta" para salir del Acuerdo MSF, incluso si se ha constatado y señalado la finalidad específica de proteger la salud humana y el medio ambiente.  Por estas razones, la Argentina considera que la palabra "guarda" debería mantenerse sin cambios.

6.72 Con respecto a la sustitución de la expresión "otra cosa", la Argentina tampoco la considera aceptable, porque también menoscaba el nivel de certidumbre.  Si se aceptara la propuesta de las CE, el texto resultante sugeriría que el Grupo Especial constató sencillamente "por exclusión" la relación racional de la prescripción de etiquetado con una finalidad sanitaria o fitosanitaria.  Por consiguiente, la Argentina considera que debería mantenerse la expresión inicial "otra cosa", porque establece claramente que no hay nada que podría llevar al Grupo Especial a apartarse de su constatación (y no que el Grupo Especial formulara esa constatación porque no tenía otra opción).

6.73 El Grupo Especial ha introducido algunos cambios en el párrafo 7.391 en respuesta a la observación de las CE sobre el antiguo párrafo 7.381.  Estos cambios evitan la necesidad de la modificación solicitada por las Comunidades Europeas en relación con el antiguo párrafo 7.383.

3. La moratoria general de las CE 

a) Observaciones comunes a los Estados Unidos, el Canadá y la Argentina

6.74 Las partes reclamantes solicitan individualmente que el Grupo Especial formule una recomendación para que las Comunidades Europeas pongan su moratoria general en conformidad con las obligaciones que les corresponden en virtud del Acuerdo MSF.  Las partes reclamantes afirman que el Grupo Especial, en su análisis de esta cuestión, no tuvo en cuenta todos los factores pertinentes y que la moratoria general que el Grupo Especial constató que había existido en agosto de 2003 no dejó de existir después de ese mes.  Las partes reclamantes alegan que los factores citados por el Grupo Especial para justificar la necesidad de formular constataciones en este caso también justifican la necesidad de una recomendación.  Además, las partes reclamantes sostienen que la no formulación de esa recomendación podría ir en perjuicio de sus intereses como partes reclamantes.  Alegan que, a falta de una recomendación con respecto a la moratoria general, las Comunidades Europeas (en el caso de que no lograran el cumplimiento) podrían intentar alegar que a las partes reclamantes se les debería negar el recurso al párrafo 5 del artículo 21 del ESD y se les debería exigir que presentaran una argumentación totalmente nueva para examinar una moratoria general modificada.  El Canadá señala que, en cambio, con respecto a las medidas relativas a productos específicos y las medidas de salvaguardia de los Estados miembros, el Canadá (en el caso de que las Comunidades Europeas no las pusieran en conformidad) recurriría al párrafo 5 del artículo 21 del ESD.  Según el Canadá, esa bifurcación procesal de la diferencia haría más difícil para las partes lograr una solución positiva de la diferencia en su totalidad.  Las partes reclamantes alegan, además, que si el Grupo Especial añadiera una recomendación a su constatación de que la moratoria general es incompatible con el Acuerdo MSF, de ningún modo ampliaría las obligaciones de las Comunidades Europeas ni reduciría los derechos de éstas.  El Canadá señala a este respecto que el Grupo Especial podría recomendar que las Comunidades Europeas pongan sus medidas en conformidad con las obligaciones que les corresponden en el marco de la OMC "en la medida en que no lo hayan hecho ya".

6.75 Las Comunidades Europeas se oponen a las propuestas de las partes reclamantes, que, a su juicio, son infundadas y deben rechazarse.  Más concretamente, las Comunidades Europeas señalan que el Canadá acusa al Grupo Especial de haber realizado una evaluación selectiva y limitada de los hechos posteriores a su establecimiento.  Las Comunidades Europeas sostienen que lo que el Canadá critica es, en realidad, que sobre la base de la caracterización que el Grupo Especial hizo de la medida, a un hecho -a saber, la concesión de aprobaciones- se le atribuyó más importancia que a cualquier otro para la cuestión de la continuación de la existencia de la medida.  Por tanto, en lo esencial, el Canadá impugna la caracterización que el Grupo Especial hizo de la medida como una "moratoria" general que afecta a todas las decisiones sobre productos biotecnológicos.  Si ésa no era la medida que el Canadá tenía la intención de impugnar, debería haberlo aclarado en su solicitud de establecimiento de un grupo especial y en sus comunicaciones al Grupo Especial.  Lo que el Canadá o las otras partes reclamantes no pueden alegar seriamente es que una situación en la que las decisiones sobre las solicitudes de aprobación de OMG se adoptan con arreglo a la legislación pertinente sería compatible con la continuación de la existencia de una "moratoria" general.

6.76 Las Comunidades Europeas señalan también que, en particular, la Argentina alega que el Grupo Especial carece de jurisdicción para constatar que la supuesta medida ha dejado de existir.  Las Comunidades Europeas señalan que la cuestión de si un grupo especial tiene jurisdicción para constatar si la medida que se le ha sometido ha dejado de existir, en la práctica, no ha sido, por lo general, objeto de diferencias anteriores, puesto que, en la mayoría de los casos, las partes acordaron efectivamente que la medida había dejado de existir.  Por otra parte, en el asunto Estados Unidos - Determinados productos procedentes de las CE, las partes discreparon sobre la continuación de la existencia de una medida adoptada el 3 de marzo y el Grupo Especial asumió naturalmente jurisdicción para resolver que esa medida había expirado (mientras que se negó a asumir jurisdicción sobre una medida jurídicamente distinta adoptada el 19 de abril).  No obstante, en términos más generales, las Comunidades Europeas sostienen que el Grupo Especial tiene jurisdicción porque su cometido es hallar una solución positiva a la diferencia de conformidad con el párrafo 7 del artículo 3 del ESD.  De ello se desprende necesariamente que el Grupo Especial no puede simplemente hacer caso omiso de hechos posteriores que afecten a la existencia de la medida identificada en su mandato.  De otra manera, dejaría abierta la cuestión fundamental que dio origen a estas diferencias y, en consecuencia, no emitiría un informe que ayudara efectivamente a todas las partes a acercarse a una solución definitiva y positiva.

6.77 En relación con la cuestión de si es necesaria una recomendación, las Comunidades Europeas observan, para empezar, que la resolución del Órgano de Apelación en Estados Unidos - Determinados productos procedentes de las CE con respecto a las medidas que han expirado no deja ninguna cuestión abierta.  Si se ha constatado que una medida ha expirado, no ha de formularse ninguna recomendación.
  Las Comunidades Europeas señalan que, en cambio, el sentido general de los argumentos de las partes reclamantes con respecto a esta cuestión es pasar a la etapa de la aplicación todas las cuestiones relativas a los hechos posteriores relacionados con una medida impugnada, y tratarlas en esa etapa como si la cuestión consistiese en determinar si un Miembro ha puesto o no sus medidas en plena conformidad con las obligaciones que le corresponden.  Este enfoque hace caso omiso del deber de un grupo especial de hallar una solución positiva a la diferencia, que le obliga a no negarse a pronunciarse acerca de las cuestiones sobre las que está facultado para pronunciarse.  Además, al basar sus argumentos en el debido proceso y en la necesidad de impedir situaciones de "contenido variable", las partes reclamantes pasan por alto que esas consideraciones también se aplican a la parte demandada.  De hecho, al intentar hallar una solución positiva de la diferencia, los grupos especiales han de tomar en cuenta los derechos de cada parte al debido proceso.  En el presente asunto, la falta de una recomendación sobre la supuesta moratoria no priva a las partes reclamantes de la posibilidad de reaccionar ante posibles problemas en la tramitación de solicitudes pendientes, puesto que cuentan con constataciones y recomendaciones sobre solicitudes relativas a productos individuales.  Por otra parte, una recomendación sobre una "moratoria general" que puede o no haber dejado de existir obligaría de forma inadmisible a las Comunidades Europeas a defenderse contra el contenido variable de una medida que las partes reclamantes se niegan a definir.

6.78 Sobre la base de estas consideraciones, las Comunidades Europeas estiman que el Grupo Especial debería rechazar las solicitudes de las partes reclamantes de que modifique su constatación de que la medida de "moratoria general" ha dejado de existir, y no debería formular ninguna recomendación a ese respecto.

6.79 El Grupo Especial consideró aceptable introducir varios cambios en las constataciones expuestas en los párrafos 7.1302 y siguientes, en respuesta a las solicitudes de las partes reclamantes.  En particular, en sus informes definitivos, el Grupo Especial se abstiene de expresar su opinión sobre si la moratoria general de las CE de las aprobaciones ha dejado de existir después de la fecha de establecimiento del Grupo Especial.  Además, en la sección VIII de los informes definitivos figura ahora una recomendación condicionada con respecto a la moratoria general de las CE de las aprobaciones, excepto en relación con la reclamación DS293 (Argentina).  Esta excepción es necesaria porque, en relación con la reclamación DS293, el Grupo Especial concluyó que la Argentina no había demostrado que las Comunidades Europeas hubieran incumplido las obligaciones que les corresponden en el marco de la OMC al aplicar una moratoria general entre junio de 1999 y agosto de 2003.  Dada esta conclusión, no sería apropiado que el Grupo Especial aceptara la solicitud de la Argentina de que recomendara a las Comunidades Europeas que pusieran la moratoria general en conformidad con las obligaciones que les corresponden en virtud del Acuerdo MSF.  En estas circunstancias, incluso una recomendación matizada sería inapropiada.

6.80 Con respecto al argumento de las Comunidades Europeas basado en el párrafo 7 del artículo 3 del ESD, el Grupo Especial está de acuerdo en que una solución positiva de una diferencia es una solución que tiene en cuenta los derechos e intereses de todas las partes en la diferencia.  En el presente asunto, el Grupo Especial considera que una recomendación condicionada con respecto a las reclamaciones DS291 y DS292 salvaguarda y preserva los derechos e intereses de todas las partes interesadas y, por tanto, es compatible con el objetivo de hallar una solución positiva a la diferencia sometida al Grupo Especial.  A éste no le convence el argumento de las Comunidades Europeas de que una recomendación condicionada "obligaría a las Comunidades Europeas a defenderse contra el contenido variable de una medida que las partes reclamantes se niegan a definir".  De hecho, las propias Comunidades Europeas reconocen que el Grupo Especial ha definido la medida en litigio.
  La formulación de una recomendación condicionada tampoco "deja[...] abierta la cuestión fundamental que dio origen a estas diferencias".
  En efecto, las constataciones y conclusiones del Grupo Especial resuelven el asunto sometido a éste por las partes reclamantes en sus solicitudes de establecimiento de un grupo especial, a saber, si las Comunidades Europeas aplicaban una moratoria general de facto de las aprobaciones en la fecha de establecimiento del Grupo Especial y, en ese caso, si las Comunidades Europeas actuaban, como consecuencia, de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en el marco de la OMC.

6.81 El Grupo Especial tampoco considera convincente el argumento de las CE de que las disposiciones del párrafo 7 del artículo 3 "le obliga[n] a no negarse a pronunciarse acerca de las cuestiones sobre las que está facultado para pronunciarse".
  Las Comunidades Europeas no aportan nada que respalde esa interpretación del párrafo 7 del artículo 3.  Si, como sostienen las Comunidades Europeas, los grupos especiales tuvieran la obligación de pronunciarse acerca de todas las cuestiones sobre las que están facultados para pronunciarse, no tendrían derecho a aplicar el principio de economía procesal.  Sin embargo, en la jurisprudencia de la OMC está firmemente arraigado que, con sujeción a determinadas limitaciones, los grupos especiales están facultados a ejercer la economía procesal.

6.82 Además, observamos que, incluso si aceptáramos que, en el presente asunto, la cuestión de si la moratoria general de las CE ha dejado de existir después del establecimiento del Grupo Especial es una cuestión sobre la que estamos facultados para pronunciarnos, consideramos que, en vista de las constataciones y conclusiones que ya hemos formulado, una resolución sobre esta cuestión no sería necesaria para permitir al OSD hacer recomendaciones lo suficientemente precisas a las Comunidades Europeas.

6.83 Los cambios introducidos por el Grupo Especial mencionados supra evitan la necesidad de otros cambios solicitados por las partes reclamantes en sus observaciones (por ejemplo, la solicitud de los Estados Unidos de que el Grupo Especial aclare más una constatación que ya no figura en los informes definitivos).

b) Observaciones del Canadá

6.84 El Canadá sostiene que, en el párrafo 7.460, el Grupo Especial parece haber omitido una manera en que la Comisión podía impedir o demorar las aprobaciones.  Según el Canadá, una tercera manera posible se deriva del hecho de que la Comisión podía abstenerse de aprobar una solicitud, o demorar la adopción de una propuesta de decisión de aprobarla, después de que, en el plazo de 90 días desde la remisión de la solicitud al Consejo, éste se hubiera abstenido de adoptar la decisión propuesta o de indicar su oposición a la misma por mayoría cualificada.  El Canadá alega que, si bien esta situación podría ser menos probable dado que la Comisión habría indicado su determinación de promover una solicitud de aprobación de un producto hacia su aprobación definitiva al remitirla al Consejo, una división extrema en el seno de éste podría influir en la decisión de la Comisión de dar el paso adicional de aprobar el producto ella misma ante la controversia política que comportaría lo anterior.

6.85 Las Comunidades Europeas discrepan de la observación del Canadá sobre la supuesta tercera manera en que la Comisión podía impedir o demorar las aprobaciones.  Aparte de que el enfoque descrito sería ilegal con arreglo a la legislación comunitaria correspondiente, no tiene ninguna pertinencia en el presente asunto.  Las partes reclamantes no han descrito ningún caso en el que se haya empleado ese enfoque para dar efecto a la supuesta moratoria, ni han presentado pruebas a ese respecto.

6.86 El Grupo Especial no considera apropiado modificar sus constataciones en respuesta a la observación del Canadá.  En sus constataciones, el Grupo Especial señala claramente, en el párrafo 7.465, que la cuestión que examina en la subsección pertinente es si era posible que los Estados miembros de las CE y la Comisión impidieran o demoraran la aprobación de productos biotecnológicos "de la manera que alegan las partes reclamantes".  El Canadá no remite a ninguna parte de sus comunicaciones en la que alegara que la Comisión impedía o demoraba las aprobaciones al no adoptar un proyecto de medida después de que el Consejo se hubiera abstenido de actuar.
  En cualquier caso, la información obrante en el expediente no indica que la situación descrita por el Canadá se produjera en alguno de los procedimientos de aprobación en cuestión en esta diferencia.

6.87 El Canadá sostiene que, en el antiguo párrafo 7.1303, la fecha de agosto de 2003 es incorrecta.  En ese mes, la Comisión todavía no había aprobado el maíz NK603 para alimentación animal y transformación industrial.  La Comisión adoptó finalmente una decisión por la que aprobaba esa solicitud el 19 de julio de 2004, después de que los Estados miembros se hubieran negado a apoyar su aprobación tanto en el Comité de reglamentación como en el Consejo.  Según lo que sabe el Canadá, no hay constancia de que la autoridad competente principal (España) expidiera la carta de consentimiento.

6.88 El Grupo Especial suprimió la declaración pertinente pero mantuvo una versión modificada del párrafo 7.1303.

c) Observaciones de la Argentina

6.89 La Argentina considera que la expresión "según describen las partes reclamantes", en el párrafo 7.448, no refleja íntegramente toda la caracterización expuesta por las partes reclamantes cuando describieron la medida en litigio, y que, por consiguiente, sería más acertado que el Grupo Especial considerara la posibilidad de suprimir la expresión mencionada.  Al mismo tiempo, la Argentina señala que no cuestiona los elementos indicados por el Grupo Especial.

6.90 El Grupo Especial ha introducido los cambios adecuados en el párrafo 7.456 en respuesta a esa observación.

d) Observaciones de las Comunidades Europeas

6.91 Las Comunidades Europeas alegan que la palabra "principales" debería suprimirse en el párrafo 7.448, puesto que podría crear confusión por dejar abierta la cuestión de qué otros elementos podría haber.  Subsidiariamente, el Grupo Especial podría señalar cuáles son los otros elementos.  Además, a juicio de las Comunidades Europeas, en el último punto debería utilizarse un texto diferente para reflejar que una decisión definitiva también puede ser de carácter negativo y no ha de conducir necesariamente a la aprobación.

6.92 La Argentina no está de acuerdo con la primera modificación propuesta por las Comunidades Europeas, a saber, la supresión del término "principales", y recuerda la observación que formuló sobre dicho párrafo.  La supresión del término "principales" supondría alejarse aún más de la descripción de la medida que hicieron las partes reclamantes.  Con arreglo a la propuesta de las Comunidades Europeas el texto sería el siguiente:  "Los elementos que caracterizan la moratoria, según describen las partes reclamantes, son los siguientes ... ."  En otras palabras, mediante el texto sugerido no sólo se afirmaría que hay un conjunto cerrado de elementos que caracteriza la moratoria, sino también que las partes reclamantes apoyan esta descripción.  En este sentido, la Argentina propone que el Grupo Especial considere las siguientes opciones:  a) la supresión de la expresión "según describen las partes reclamantes" como se sugirió anteriormente;  o b) la supresión del término "principales" y de la expresión "según describen las partes reclamantes", además de la incorporación de una nota al párrafo 7.448, en la que se aclare la descripción específica que apoyan las partes reclamantes, en este caso la Argentina.

6.93 El Grupo Especial ha introducido las modificaciones adecuadas en el párrafo 7.456 en respuesta a esta observación de las CE.  El Grupo Especial no consideró necesario utilizar un texto diferente en el último punto.

6.94 Las Comunidades Europeas sostienen que, en el párrafo 7.457, es necesario suprimir la primera frase, incluso de la nota correspondiente, dado que no refleja con exactitud la posición de las Comunidades Europeas.  Dicha frase da a entender que las Comunidades Europeas han adoptado una posición sobre la cuestión de la "facultad de impedir la aprobación", lo cual no es cierto.  Nunca se examinó la cuestión como tal.  Si las Comunidades Europeas adoptaron una posición sobre los distintos trámites identificados por el Grupo Especial, no lo hicieron desde una perspectiva de una denominada "facultad de impedir", sino para explicar las diferentes etapas procesales establecidas en las disposiciones legislativas (que no han sido objeto de impugnación).  Las Comunidades Europeas señalan que la nota se repite casi literalmente en el párrafo 7.462.  Sostienen también que debe añadirse una nueva nota al final de este párrafo a fin de hacer referencia a la Segunda comunicación de las CE, donde se formula el argumento sobre el proceso interno de adopción de decisiones.

6.95 Los Estados Unidos no están de acuerdo con la sugerencia de las CE de que el Grupo Especial debería suprimir la primera frase del párrafo 7.457, en donde se señala que "[l]as Comunidades Europeas no cuestionan que tenían la facultad de impedir la aprobación de productos biotecnológicos de las distintas maneras identificadas por las partes reclamantes".  Por el contrario, esta declaración es importante en el contexto de la diferencia, y es absolutamente exacta.  Aunque la cuestión de si las Comunidades Europeas adoptaron una moratoria general de las aprobaciones de productos biotecnológicos era de fundamental importancia en este caso, las Comunidades Europeas de hecho no cuestionaron que los Estados miembros de las CE y la Comisión tuvieran la capacidad de bloquear las decisiones de carácter definitivo sobre las solicitudes relativas a productos biotecnológicos.  En realidad, las Comunidades Europeas no citaron ninguno de los argumentos que habían formulado en los que efectivamente cuestionaban esta afirmación, y tampoco están al tanto los Estados Unidos de que en las comunicaciones orales o escritas de las Comunidades Europeas figure algún argumento de ese tipo.  Por el contrario, todo lo que las Comunidades Europeas pueden hacer es dar a entender que nunca admitieron este punto.  Sin embargo, el hecho de que las Comunidades Europeas reconocieran afirmativamente o no este punto no viene al caso:  la primera frase del párrafo 7.457 es absolutamente exacta al señalar que las Comunidades Europeas no cuestionaron que la Comisión y los Estados miembros tenían la facultad de bloquear las decisiones de carácter definitivo con respecto a los productos biotecnológicos.

6.96 El Canadá tampoco está de acuerdo con la sugerencia de las CE.  Según entiende el Canadá, lo que quiere decir el Grupo Especial no es que las Comunidades Europeas admitieron expresamente que tenían la facultad de impedir las aprobaciones de productos biotecnológicos de la manera identificada, sino que las Comunidades Europeas no negaron que fuera posible impedir, con arreglo al sistema regulador de las CE, las aprobaciones de productos biotecnológicos de la manera identificada por las partes reclamantes.

6.97 La Argentina tampoco está de acuerdo con la supresión de algo que constituye una constatación del Grupo Especial.  A juicio de la Argentina, no se hace referencia a ninguna supuesta posición de las Comunidades Europeas, sino al hecho de que éstas no cuestionaron este punto.

6.98 El Grupo Especial ha suprimido la primera frase del párrafo 7.465 y la correspondiente nota, pero no ve ningún motivo para añadir una nueva nota al final del párrafo.

6.99 Las Comunidades Europeas consideran que el último punto del párrafo 7.459 requiere cierta aclaración dado que la medida identificada en él no existe en el marco del Reglamento 258/97.  Además, debe suprimirse la segunda frase de la nota 351 dado que parece completamente innecesaria.  Al mismo tiempo, parecería necesario señalar que precisamente estas mismas medidas pueden adoptarse por motivos totalmente legítimos (justificados científicamente).

6.100 El Canadá no se opone a la revisión del texto del párrafo 7.459 propuesta por las Comunidades Europeas.  Sin embargo, en relación con la nota, habida cuenta de la constatación del Grupo Especial de que "a pesar de la clara obligación jurídica de dar su autorización por escrito ... Francia denegó su autorización y por lo tanto hizo cuanto estaba a su alcance para impedir que estos productos fueran aprobados"
, de ningún modo parece inadecuado que el Grupo Especial señale que los actos y omisiones de las Comunidades Europeas podrían ser incompatibles con el propio derecho interno de las Comunidades Europeas.  El Canadá sostiene además que el texto que se solicita que se añada a la nota 351 es innecesario y debería desestimarse.  La cuestión no es si cualquiera de los métodos identificados, empleados por los Estados miembros de las CE para poner en práctica la moratoria "necesariamente" reflejan un propósito de impedir o demorar una decisión de carácter definitivo, sino si en este caso los Estados miembros de las CE emplearon estos métodos para impedir las aprobaciones definitivas.

6.101 La Argentina cree que el texto cuya incorporación en la nota 351 proponen las Comunidades Europeas sería engañoso y no debería aceptarse.  El Grupo Especial se refiere a situaciones en que los Estados miembros tienen la facultad de impedir o demorar, pero no hace ninguna otra referencia al propósito de los Estados miembros.  Además, afirmar en la nota 351 que "podría no haber el propósito" de demorar o impedir, como sugieren las Comunidades Europeas, es desde luego contradictorio con la declaración que el Grupo Especial formula en el párrafo 7.459, especialmente debido a que el punto b) se refiere a las "oposiciones", el punto c) se refiere a la actuación de una "minoría de bloqueo" y el punto d) se refiere a una "negativa" a dar el consentimiento.  Todos estos puntos se refieren a situaciones en que los Estados miembros efectivamente actúan deliberadamente, y difícilmente lo hacen "por accidente" o "sin proponérselo".  La observación de las CE con respecto a la nota 351 menoscabaría el sentido del párrafo 7.459, correctamente formulado por el Grupo Especial.  En consecuencia, la Argentina solicita que no se acepte la adición del texto sugerido.

6.102 El Grupo Especial ha introducido las modificaciones adecuadas en el párrafo 7.467 en respuesta a esta observación de las CE.  También ha suprimido la segunda frase de la nota 574, pero no considera adecuado añadir la frase sugerida por las Comunidades Europeas.

6.103 Las Comunidades Europeas consideran que el párrafo 7.462 requiere cierta aclaración habida cuenta de que la hipótesis que en él se plantea no existe en el marco del Reglamento 258/97.

6.104 El Grupo Especial ha introducido las modificaciones adecuadas en el párrafo 7.470 en respuesta a esta observación.

6.105 Las Comunidades Europeas sostienen que la fecha a que se hace referencia en el párrafo 7.500 debería ser el 31 de agosto de 2005 y no el 1º de septiembre de 2005 dado que la solicitud relativa a la colza RR (CE-70) se aprobó el 31 de agosto de 2005.

6.106 El Grupo Especial ha introducido las modificaciones adecuadas en el párrafo 7.508 en respuesta a esta observación, pero señala que era la carta de las CE de 1º de septiembre de 2005 la que daba a entender que la fecha de la aprobación era el 1º de septiembre de 2005.

6.107 Las Comunidades Europeas sostienen que deben suprimirse las dos últimas frases del párrafo 7.501 dado que no es correcta la afirmación del Grupo Especial de que las Comunidades Europeas nunca presentaron información sobre el maíz MON863.  La Prueba documental 106 presentada por las CE es un informe de situación sobre la solicitud relativa al MON863, que es en realidad un híbrido (MON863 x MON810).  En el párrafo 335 de la Primera comunicación escrita de las CE, se identificó la solicitud como maíz Monsanto con el número de solicitud correcto (C/DE/02/9), pero lamentablemente la identificación contenía una referencia errónea al evento híbrido en cuestión (MON810 x NK603 en lugar de MON863 x MON810).  El propio Grupo Especial parece haber identificado correctamente la solicitud en el párrafo 7.542.  Además, a partir del párrafo 7.543 se puede inferir que el Grupo Especial tenía pleno conocimiento del hecho de que la solicitud se refería a MON863 x MON810.

6.108 El Canadá está de acuerdo con las Comunidades Europeas en que la confusión resultante de la identificación errónea por las Comunidades Europeas de la solicitud relativa al híbrido de maíz MON863 x MON810 (C/DE/02/9) es por cierto lamentable.  El Canadá está de acuerdo también en que se presentó al Grupo Especial cierta información con respecto al maíz MON863.  Concretamente, el Canadá presentó como pruebas los dictámenes científicos emitidos por la Autoridad Europea de Seguridad Alimentaria (EFSA) respecto del maíz MON863 (resistencia a determinados insectos coleópteros) y del producto híbrido MON863 x MON810 (resistencia a determinados insectos lepidópteros), de fecha 2 de abril de 2004.  Se emitieron dos dictámenes, uno con arreglo a la Directiva 2001/18 y otro con arreglo al Reglamento 258/97, que el Canadá presentó como Pruebas documentales 35-O (2 de abril de 2004) y 35-P (2 de abril de 2004), respectivamente.  El Canadá también está de acuerdo con las Comunidades Europeas en que el examen realizado por el Grupo Especial en el párrafo 7.542 de la solicitud relativa al maíz (CE - Prueba documental 106) y de la solicitud de aprobación de nuevos alimentos en el párrafo 7.543 parece guardar relación con las solicitudes presentadas de conformidad con la Directiva 2001/18 y el Reglamento 258/97 a las autoridades competentes alemanas respecto del maíz MON863 y su híbrido MON863 x MON810.  Además, en lugar de suprimir el texto del párrafo 7.501, como proponen las Comunidades Europeas, el Canadá sugiere modificar dicho texto a fin de que refleje las conclusiones formuladas por el Grupo Especial en los párrafos 7.542 y 7.543 en el sentido de que el Grupo Especial no considera que la información proporcionada por las Comunidades Europeas con respecto a estas solicitudes es suficiente para apoyar la inferencia de que no existía ninguna moratoria general de las aprobaciones de carácter definitivo en agosto de 2003 o antes de agosto de 2003.

6.109 No convence al Grupo Especial la afirmación de las Comunidades Europeas de que la solicitud relativa al maíz MON863 era en realidad una solicitud relativa a un producto híbrido, a saber, el maíz MON863 x MON810.  Las Comunidades Europeas no señalan ninguna prueba que obre en el expediente para apoyar su afirmación.
  Como hemos señalado, las propias Comunidades Europeas distinguen entre la solicitud relativa a la línea parental MON863 (véase la respuesta de las CE a la pregunta 91 del Grupo Especial) y el híbrido MON863 x MON810 (véase la Primera comunicación escrita de las CE, párrafo 335 y la Prueba documental 106 presentada por las CE).  Observamos que en sus comunicaciones las Comunidades Europeas mencionaron la misma referencia, C/DE/02/9, al referirse al maíz MON863 y al maíz MON863 x MON810.  Sin embargo, las Comunidades Europeas no sostienen que esto constituya una prueba concluyente de que estos productos son un mismo producto.  En cualquier caso, ninguna de las partes nos ha señalado nunca que, de conformidad con la Directiva 2001/18, no sería posible presentar una sola solicitud que abarque dos productos biotecnológicos distintos, pero relacionados.  A la luz de las consideraciones anteriores, el Grupo Especial no accede a la solicitud de las CE de suprimir las dos últimas frases del párrafo 7.501.  En respuesta a la observación del Canadá, el Grupo Especial ha añadido en la nota 398 una referencia a las Pruebas documentales 35-O y 35-P presentadas por el Canadá y ha introducido las modificaciones adecuadas consiguientes en el párrafo 7.509.  Sin embargo, el Grupo Especial no está de acuerdo con el Canadá en que los párrafos 7.550 y 7.551 guarden relación, entre otras cosas, con las solicitudes presentadas con arreglo a la Directiva 2001/18 y el Reglamento 258/97 con respecto al maíz MON863.  Dichos párrafos se relacionan con las solicitudes relativas al maíz híbrido MON863 x MON810, lo cual es compatible con el hecho de que tanto la Prueba documental 106 presentada por las CE como el párrafo 337 de la Primera comunicación escrita de las CE se refieren exclusivamente al maíz híbrido MON863 x MON810.

6.110 Las Comunidades Europeas advirtieron una numeración incorrecta de los apartados en los párrafos 7.516 a 7.523.

6.111 Las Comunidades Europeas consideran que debería precisarse la expresión "compatibles con" del párrafo 7.544 dado que en el análisis posterior el Grupo Especial identifica tipos muy diversos de situaciones.  En realidad, en algunos casos, por ejemplo en el caso de la patata transgénica, el Grupo Especial examina otras explicaciones que considera posibles respecto de actos u omisiones determinados, pero posteriormente concluye que de cualquier modo los hechos son compatibles con la afirmación de que existía una moratoria.  Esas conclusiones sólo tienen razón de ser si la expresión "compatibles con" puede interpretarse en el sentido de "no apoyan ni contradicen".  Por lo tanto, las Comunidades Europeas sugieren que el Grupo Especial añada una nueva frase al párrafo 7.544 a fin de explicar el sentido de la expresión "compatibles con".

6.112 Los Estados Unidos no están de acuerdo con la sugerencia de las CE de que el Grupo Especial debería añadir en la mitad del párrafo 7.544 la frase subrayada siguiente:

"En la parte restante de esta subsección, el Grupo Especial examinará todas las demás solicitudes pertinentes con miras a determinar si son compatibles con la aseveración de las partes reclamantes de que durante el período pertinente (octubre de 1998 a agosto de 2003) las Comunidades Europeas aplicaban una moratoria general sobre las aprobaciones de carácter definitivo.  Por 'compatibles con' no necesariamente queremos decir que los hechos apoyan la aseveración de las partes reclamantes, sino que no la contradicen.  La estructura de este examen refleja los argumentos de las partes reclamantes.  Más específicamente, el examen del Grupo Especial está estructurado de acuerdo con los actos y omisiones a través de los cuales, en opinión de las partes reclamantes, las Comunidades Europeas dieron efecto a la supuesta moratoria general de las aprobaciones.  El Grupo Especial se ocupará primero de las solicitudes presentadas con arreglo a las Directivas 90/220 y 2001/18 y, a continuación, de las presentadas con arreglo al Reglamento 258/97."

6.113 A juicio de los Estados Unidos, la glosa sugerida por las Comunidades Europeas con respecto al término "compatibles" refleja una interpretación errónea del modo de análisis del Grupo Especial.  En la parte restante de la subsección, el Grupo Especial muestra en qué forma las demoras en la tramitación de las distintas solicitudes eran compatibles con la existencia de una moratoria, aunque, con respecto a determinadas solicitudes, hubiera sido posible encontrar otras explicaciones para las demoras.  Todas esas pruebas en realidad apoyan las aseveraciones de las partes reclamantes:  en particular, se añaden a todas las demás pruebas presentadas por las partes reclamantes que muestran la existencia de una moratoria general, y muestran además que las Comunidades Europeas se equivocaban al afirmar que los historiales de las solicitudes demostraban que nunca existió dicha moratoria.  Por consiguiente, el texto cuya incorporación se sugiere es incorrecto, y no debería incluirse en el informe definitivo.

6.114 El Canadá tampoco está de acuerdo con la sugerencia de que se puntualice el sentido de la expresión "compatibles con" del párrafo 7.544.  Dicha puntualización modifica las constataciones del Grupo Especial en relación con los hechos y el historial de las solicitudes pertinentes.  El Canadá recuerda que en esta sección del informe provisional el Grupo Especial examina si los procedimientos de aprobación para las solicitudes pertinentes "confirman" que algunos Estados miembros y/o la Comisión impidieron de hecho la aprobación de carácter definitivo de las solicitudes de la manera identificada por las partes reclamantes.
  El Grupo Especial examina si el historial de las solicitudes pertinentes apoya (o "confirma") la alegación de las partes reclamantes de que las Comunidades Europeas impusieron una moratoria general de las aprobaciones de carácter definitivo o apoya (o "confirma") la afirmación opuesta de las Comunidades Europeas de que "[l]a tramitación de las solicitudes continuó sin interrupción, y no se demoraron sistemáticamente las solicitudes".
  Habida cuenta de que el objetivo mismo del examen es determinar cuál de las teorías contrarias está apoyada por los hechos, carecería de sentido especificar que por la expresión "compatibles con" se entiende "no apoyan ni contradicen".

6.115 El Canadá sostiene, además, que las Comunidades Europeas señalan un ejemplo (las patatas transgénicas, párrafos 7.664 a 7.668) en que el Grupo Especial no rechaza categóricamente la otra posible explicación que dan las Comunidades Europeas con respecto a la omisión por la Comisión del envío de un proyecto de medida al Comité de reglamentación y, sin embargo, constata que los hechos son "compatibles con" la alegación de las partes reclamantes de que se había aplicado una moratoria.  Este parece ser el único historial de una solicitud que podría ser "compatible con" las dos teorías contrarias.  A fin de evitar cualquier posible confusión, el Canadá invita al Grupo Especial a que aclare que por la expresión "compatibles con", utilizada en el párrafo 7.544, se entiende "apoyan" o "confirman" y a que aclare si la solicitud relativa a las patatas transgénicas respalda la alegación de las partes reclamantes, la teoría contraria de las Comunidades Europeas o no es concluyente.

6.116 Aunque la Argentina podría estar de acuerdo en que se podría aclarar la expresión "si son compatibles con", no cree que el texto cuya incorporación proponen las Comunidades Europeas reflejará lo que el Grupo Especial efectivamente analizó y concluyó, como se señala en los párrafos 7.548, 7.758 y 7.997, a saber, la conducta de la Comisión y los Estados miembros.  Al analizar estas conductas, el Grupo Especial constató, entre otras cuestiones, que había una interacción entre la Comisión y algunos Estados miembros
, a partir de la cual el Grupo Especial infirió la "compatibilidad" de las conductas con la afirmación de las partes reclamantes acerca de una moratoria "de facto".

6.117 Además, la Argentina no cree que el texto cuya incorporación proponen las Comunidades Europeas sería esclarecedor.  Por el contrario, la expresión "sino que no la contradicen" parece ser blanda y demasiado incompleta.  La compatibilidad de las constataciones con respecto a la conducta de la Comisión y de algunos Estados miembros no sólo simplemente "no contradice" las afirmaciones de las partes reclamantes, dado que se refieren a actos calculados y deliberados, sino que, por el contrario, apoya efectivamente la afirmación de la Argentina y es en este sentido que el Grupo Especial ha formulado estas constataciones.  En consecuencia, la Argentina considera que el texto cuya incorporación proponen las Comunidades Europeas reducirá el alcance del término "compatibles" utilizado por el Grupo Especial en sus constataciones.

6.118 El Grupo Especial considera que la expresión "compatibles con" del párrafo 7.552 es suficientemente clara y, por lo tanto, no considera necesario ni adecuado añadir la frase sugerida por las Comunidades Europeas.  Sin embargo, para mayor claridad, el Grupo Especial ha añadido un texto al párrafo 7.552.  En relación con el procedimiento de aprobación concerniente a la patata transgénica, el Grupo Especial ha suprimido el antiguo párrafo 7.1921.

6.119 Las Comunidades Europeas solicitan que se añada una nota al final del párrafo 7.547 a fin de aclarar que las partes reclamantes no han impugnado el hecho de que con arreglo al artículo 35 de la Directiva 2001/18 tenía que presentarse un expediente actualizado, con lo cual se reiniciaría el procedimiento de aprobación.

6.120 La Argentina se opone a la nota adicional propuesta por las Comunidades Europeas.  Ya se ha establecido claramente en varias ocasiones durante el procedimiento, y se ha señalado en el informe provisional, que las partes reclamantes no impugnan la legislación comunitaria en sí misma (incluido el artículo 35 de la Directiva 2001/18/CE).  La Argentina considera innecesaria esta aclaración.  Además, la expresión propuesta, "ningún aspecto de la legislación comunitaria en materia de aprobación", es demasiado amplia y equívoca, puesto que podría entenderse que incluye, por ejemplo, la "no aplicación" de la legislación comunitaria en materia de aprobación, que es lo que, de hecho, impugna la Argentina.

6.121 El Grupo Especial ha añadido una nota adecuada al final de la primera frase del párrafo 7.555 en respuesta a esa observación de las CE.

6.122 Las Comunidades Europeas señalan que, si bien es cierto que sólo declararon, como se menciona en el párrafo 7.841, que la solicitud se retiró (véase la Segunda comunicación escrita de las CE, párrafo 149, nota 60) sin facilitar ningún documento, también es verdad que las partes reclamantes nunca cuestionaron ese hecho.  Eso debería ser un motivo suficiente para que el Grupo Especial aceptara la declaración de las CE como un hecho dado.  Además, el Grupo Especial nunca pidió aclaraciones ni documentos adicionales.  Las Comunidades Europeas consideran que esta cuestión aún puede aclararse en la etapa intermedia y que no tiene ningún sentido esperar a una eventual etapa de aplicación para proceder a presentar el documento que demuestra que el retiro tuvo lugar y cuándo.  Por consiguiente, la carta de retiro se adjunta como Prueba documental 167 de las CE.  Sobre la base de esa carta, las Comunidades Europeas solicitan que el Grupo Especial incluya la fecha del retiro en el párrafo 7.841.

6.123 Los Estados Unidos alegan que, en el marco del procedimiento, la etapa intermedia de reexamen se limita a un "reexamen de aspectos concretos" de un informe provisional.  No es el momento para que una parte presente nuevas pruebas fácticas o documentales relativas a las medidas en litigio, ni está permitido formular nuevas constataciones sobre la base de esas pruebas.  El Órgano de Apelación, en su informe relativo al asunto Comunidades Europeas - Denominación comercial de sardinas, examinó la cuestión del valor de las nuevas pruebas presentadas durante la etapa intermedia de reexamen en una diferencia.  En ese procedimiento, las Comunidades Europeas habían intentado presentar nuevas pruebas (en forma de cartas de asociaciones europeas de consumidores) en la etapa intermedia de reexamen.  El Grupo Especial se abstuvo de examinar las nuevas pruebas y el Órgano de Apelación lo respaldó explicando lo siguiente:

"Esa etapa no es el momento oportuno para presentar nuevas pruebas.  Recordamos que el reexamen intermedio se rige por el artículo 15 del ESD.  El artículo 15 permite que las partes, durante esa etapa del procedimiento, presenten observaciones sobre el proyecto de informe del que les ha dado traslado el Grupo Especial, y pidan 'que el Grupo Especial reexamine aspectos concretos del informe provisional'.  A esa altura, el procedimiento del Grupo Especial está prácticamente completo;  lo que debe verificarse durante el reexamen intermedio no son más que -para decirlo con los términos del artículo 15- 'aspectos concretos' del informe.  Y tal cosa, a nuestro juicio, no puede incluir propiamente una evaluación de nuevas pruebas a las que la otra parte no ha respondido.  Por lo tanto, consideramos que el Grupo Especial obró correctamente al negarse a tomar en consideración las nuevas pruebas durante el reexamen intermedio, y con ello no actuó en forma contraria al artículo 11 del ESD."

6.124 Además, los Estados Unidos señalan que la presentación por las Comunidades Europeas de nuevas pruebas sobre el algodón BXN es incompatible con el Procedimiento de trabajo del Grupo Especial, cuyo párrafo 12 establece lo siguiente:
"Las partes presentarán al Grupo Especial todas las pruebas fácticas a más tardar durante la primera reunión sustantiva, excepto en lo que respecta a las pruebas necesarias a los efectos de las réplicas, las respuestas a las preguntas o las observaciones formuladas con objeto de replicar a las respuestas dadas por otros.  Se admitirán excepciones a este procedimiento previa justificación suficiente.  En tales casos, se dará a las otras partes un plazo para formular observaciones, según proceda."

6.125 Los Estados Unidos señalan que la nueva Prueba documental de las Comunidades Europeas sobre el algodón BXN no se presentó como réplica ni en respuesta a una pregunta del Grupo Especial.  Además, las Comunidades Europeas no han alegado ni demostrado una justificación suficiente en la que pueda ampararse una excepción a la norma del párrafo 12.  En particular, no es posible ninguna "justificación suficiente" porque el presunto retiro de la solicitud relativa al algodón BXN en el período posterior al establecimiento del Grupo Especial no es determinante con respecto a ninguna cuestión planteada en esta diferencia.  Como han explicado los Estados Unidos, de conformidad con el artículo 7 del ESD (establecimiento del mandato del Grupo Especial), las medidas en litigio en esta diferencia son las medidas que estaban vigentes cuando se estableció el Grupo Especial.  Por consiguiente, la información sobre el retiro de la solicitud relativa al algodón BXN después del establecimiento del Grupo Especial no es pertinente a la existencia de las medidas en litigio ni a la compatibilidad de éstas con las normas de la OMC.

6.126 Los Estados Unidos sostienen también que, sorprendentemente, las CE afirman en sus observaciones que "no tiene ningún sentido esperar a una eventual etapa de aplicación para proceder a presentar el documento que demuestra que el retiro tuvo lugar y cuándo".  A los Estados Unidos les complace que, al parecer, las Comunidades Europeas prevén que las recomendaciones y resoluciones del Grupo Especial con respecto a la solicitud relativa al algodón BXN, tras un posible examen del Órgano de Apelación, serán adoptadas por el Órgano de Solución de Diferencias, y que las Comunidades Europeas tienen la intención de cumplir esas recomendaciones y resoluciones cuando se adopten.  No obstante, los Estados Unidos discrepan firmemente de la idea de que no tiene "ningún sentido" no permitir la presentación, durante la etapa intermedia de reexamen, de nuevas pruebas sobre la aplicación de una posible recomendación o resolución del OSD.  Por el contrario, el examen de la aplicación de posibles recomendaciones y resoluciones del OSD durante la etapa intermedia de reexamen sería incompatible con el ESD.  Como explicó el Órgano de Apelación en CE - Sardinas, la finalidad de la etapa intermedia de reexamen es examinar "aspectos concretos" del informe, no examinar nuevas pruebas.  En cambio, el ESD prevé otros mecanismos distintos para abordar esta situación.  Por ejemplo, esas cuestiones podrían plantearse como parte de la vigilancia por el OSD de la aplicación de las recomendaciones y resoluciones (véase, por ejemplo, el párrafo 6 del artículo 21 del ESD:  "El OSD someterá a vigilancia la aplicación de las recomendaciones o resoluciones adoptadas").  Si el OSD adoptara finalmente las recomendaciones y resoluciones del Grupo Especial en relación con el algodón BXN, las Comunidades Europeas tendrían libertad para alegar que ya han cumplido las recomendaciones y resoluciones, y el OSD, a su vez, tendría libertad para ejercer sus facultades de vigilancia.  Además, si hubiera desacuerdo en torno a la alegación de las Comunidades Europeas, el OSD podría establecer un grupo especial de conformidad con el párrafo 5 del artículo 21 del ESD.

6.127 Además, los Estados Unidos sostienen que, si el Grupo Especial aceptara nuevas pruebas en este momento, y en relación con una cuestión que no está en conformidad con el Procedimiento de trabajo del Grupo Especial, las partes reclamantes se enfrentarían precisamente al tipo de "contenido variable" injusto que el Órgano de Apelación censuró en Chile - Sistema de bandas de precios.
  Si se permitiera a las Comunidades Europeas presentar nuevas pruebas sobre sus medidas en cada una de las etapas del procedimiento -y, en particular, en esta etapa-, la presente diferencia, que ya es prolongada, podría durar indefinidamente, puesto que las Comunidades Europeas podrían seguir prorrogando el procedimiento presentando constantemente nuevas pruebas, invitando a las partes reclamantes a responder a ellas y pidiendo continuamente al Grupo Especial que revise sus constataciones.

6.128 Por todas estas razones, los Estados Unidos sostienen que el Grupo Especial no debería tomar en consideración las nuevas pruebas que las Comunidades Europeas han intentado presentar en la etapa intermedia de reexamen en esta diferencia.

6.129 El Canadá se opone por dos razones a la modificación propuesta por las Comunidades Europeas para el párrafo 7.841 del informe provisional.  En primer lugar, las Comunidades Europeas parecen sugerir que la mera afirmación de un hecho, al parecer no cuestionado por ninguna parte reclamante, debería ser "un motivo suficiente para que el Grupo Especial aceptara la declaración de las CE como un hecho dado".  El Canadá no está de acuerdo.  Es un principio perfectamente establecido que a la parte que hace una afirmación le corresponde la carga de probarla.  La mera afirmación de un hecho que no ha sido cuestionado específicamente por una parte contraria no es necesariamente suficiente para cumplir esta carga.
  En este asunto, al no haber aportado pruebas que respalden sus afirmaciones las Comunidades Europeas se exponen al riesgo de que el Grupo Especial, al hacer una evaluación objetiva de los hechos, no acepte esas afirmaciones como un hecho dado.  En efecto, en esta diferencia, muchas afirmaciones de las Comunidades Europeas han sido vagas y no fueron respaldadas por pruebas específicas.  En el presente asunto, el Grupo Especial, sobre la base de las pruebas que se le han sometido, tiene perfecto derecho de llegar a la conclusión a la que llegó en el párrafo 7.841.

6.130 En segundo lugar, por las razones mencionadas infra, el Canadá se opone al intento de las Comunidades Europeas de complementar el expediente fáctico.  Al no haber respaldado su afirmación con pruebas en el transcurso de este procedimiento, no debería permitirse a las Comunidades Europeas que aportaran nuevas pruebas en la etapa intermedia de reexamen, por inocuas que parezcan esas pruebas.

6.131 El Canadá se opone al intento de las Comunidades Europeas, en esta etapa -muy avanzada- del proceso, de complementar el expediente fáctico sometido al Grupo Especial, presentando tres nuevas pruebas documentales, las Pruebas documentales 167, 168 y 169 de las CE.
  La presentación de pruebas adicionales con posterioridad al traslado del informe provisional altera considerablemente la naturaleza de la etapa intermedia de reexamen y rebasa las exigencias de las debidas garantías procesales.  La etapa intermedia de reexamen es una oportunidad que tienen las partes para "presentar por escrito una petición de que el grupo especial reexamine aspectos concretos del informe provisional antes de la distribución del informe definitivo" (párrafo 2 del artículo 15 del ESD);  de ningún modo es una oportunidad para que una parte subsane deficiencias existentes en las pruebas o reabra el expediente fáctico.

6.132 El Canadá señala que las Comunidades Europeas sugieren que la presentación de nuevas pruebas no supone "ningún problema ni perjuicio para las debidas garantías procesales" de las partes reclamantes, porque éstas tienen la oportunidad de formular observaciones sobre las nuevas pruebas.  No obstante, esto no aporta ninguna respuesta al problema más amplio que para las debidas garantías procesales supone que se conceda sólo a una parte la oportunidad de complementar el expediente.  Permitir la presentación de pruebas selectivas, sin conceder una oportunidad para la toma en consideración equitativa de todos los hechos adicionales pertinentes, infringe las debidas garantías procesales.  Sobre esta sola base, el Grupo Especial debería desestimar esas Pruebas documentales.  Las Comunidades Europeas tendrán una amplia oportunidad para presentar esa información durante la etapa de aplicación en el marco del procedimiento.

6.133 El Canadá alega que, si el Grupo Especial se inclina por aceptar las pruebas adicionales presentadas por las Comunidades Europeas, lo que dicta la equidad es que debería concederse a las partes reclamantes la misma oportunidad de presentar pruebas adicionales para complementar el expediente fáctico.  A este respecto, las partes reclamantes no deberían limitarse a responder a las pruebas presentadas recientemente por las Comunidades Europeas, sino que deberían tener libertad para presentar pruebas adicionales sobre cualquier cuestión abordada en el informe provisional del Grupo Especial.

6.134 El Grupo Especial observa que la Prueba documental 167 presentada por las CE contiene una carta de fecha 18 de mayo de 2004.  La Segunda comunicación escrita de las CE, en la que las Comunidades Europeas se refirieron al retiro de la solicitud en cuestión, lleva la fecha 19 de julio de 2004.  Por consiguiente, las Comunidades Europeas ya podían haber proporcionado la carta pertinente en el momento en que presentaron su Segunda comunicación escrita o, por lo menos, poco tiempo después.  Observamos que el párrafo 12 del Procedimiento de trabajo del Grupo Especial establece, en la parte pertinente, que las "partes presentarán al Grupo Especial todas las pruebas fácticas a más tardar durante la primera reunión sustantiva, excepto en lo que respecta a las pruebas necesarias a los efectos de las réplicas, las respuestas a las preguntas o las observaciones formuladas con objeto de replicar a las respuestas dadas por otros.  Se admitirán excepciones a este procedimiento previa justificación suficiente".  En este caso, las Comunidades Europeas no han proporcionado una justificación suficiente para presentar en marzo de 2006 lo que podían haber presentado ya en mayo de 2004.  El hecho de que, a juicio de las Comunidades Europeas, "no tiene ningún sentido esperar a una eventual etapa de aplicación para proceder a presentar el documento" desde luego no equivale al requisito de "justificación suficiente", dado que este argumento no proporciona ninguna justificación para presentar pruebas que han estado disponibles por más de dos años en un momento tan tardío como la etapa intermedia de reexamen.  Observamos también que en CE - Sardinas el Órgano de Apelación declaró sin reservas que la etapa intermedia de reexamen "no es el momento oportuno para presentar nuevas pruebas".
  Por estos motivos, el Grupo Especial no accede a realizar la modificación solicitada por las Comunidades Europeas.

6.135 Las Comunidades Europeas advirtieron remisiones erróneas al Anexo H en las constataciones del Grupo Especial, incluso en las antiguas notas 683, 684, 688 y 689.

6.136 Las Comunidades Europeas solicitan que en el párrafo 7.886 el Grupo Especial modifique su descripción de lo que dijo el Dr. Andow a fin de que dicha descripción se aproxime más a lo que afirmó literalmente y, por lo tanto, refleje con más exactitud sus opiniones.

6.137 El Grupo Especial ha introducido las modificaciones adecuadas en el párrafo 7.894 en respuesta a esta observación.

6.138 Las Comunidades Europeas solicitan que se añada una frase a la nota 774 al párrafo 7.1028 en la que se indique que la única solicitud que no parece haberse presentado con arreglo al Reglamento 258/97 y a la Directiva 90/220 es la solicitud relativa a la achicoria verde transgénica (sólo para alimentación humana).

6.139 El Grupo Especial observa que las Comunidades Europeas no señalan ninguna prueba obrante en el expediente que apoye su afirmación de que no existe ninguna solicitud relativa a la achicoria verde transgénica que haya sido presentada y evaluada con arreglo a la Directiva 90/220.  La afirmación de las CE no convence al Grupo Especial.  En realidad, los documentos que obran en el expediente no apoyan la afirmación de las CE.  La Prueba documental 98/Ap.11 presentada por las CE se refiere a la solicitud relativa a la achicoria verde transgénica (alimentación humana).  Dicha Prueba documental contiene una carta en la que se indica lo siguiente:  "encontrará adjunto el resumen de la evaluación de los posibles riesgos para la salud de las personas y el medio ambiente, realizada por la autoridad neerlandesa competente con respecto a la Directiva 90/220/CEE".  Ese resumen señala a su vez que la solicitud presentada con arreglo a la Directiva 90/220 se refiere a la "achicoria verde transgénica (Cichorium intybus L.) de la línea GM-2-28".  La Prueba documental 110/Ap.7 presentada por las CE ofrece otra confirmación más, en su introducción general, de que se presentó una solicitud relativa a la achicoria verde transgénica con arreglo a la Directiva 90/220 y al Reglamento 258/97, y que los Países Bajos fueron la autoridad competente principal en ambos casos.  Por lo tanto, el Grupo Especial no accede a la solicitud de las CE de que añada una frase a la nota 999.

6.140 Las Comunidades Europeas sostienen que es preciso añadir un texto a la última frase del párrafo 7.1031 a fin de aclarar que en el Reglamento 258/97 había también requisitos en materia de etiquetado respecto de los productos derivados de los OMG, aunque sólo respecto de los productos que todavía contenían trazas de ADN (véanse el artículo 8 del Reglamento 258/97 y el artículo 1 del Reglamento 49/2000, por el que se modifica el apartado 2 del artículo 2 del Reglamento 1139/98).  Subsidiariamente, podría suprimirse íntegramente la última frase que comienza con la expresión "En particular ..." porque no parece ser pertinente a las cuestiones examinadas en esta diferencia.

6.141 La Argentina considera que el texto cuya incorporación sugieren las Comunidades Europeas no es claro y, en consecuencia, se opone a él, sin embargo, apoya la sugerencia de que se suprima la última frase.

6.142 El Grupo Especial ha introducido las modificaciones adecuadas en el párrafo 7.1039 en respuesta a esta observación de las CE.

6.143 Las Comunidades Europeas solicitan que se suprima la última frase del párrafo 7.1300 dado que no refleja correctamente la posición de las Comunidades Europeas.  En realidad, las Comunidades Europeas han impugnado explícitamente la facultad del Grupo Especial de formular esas constataciones en su respuesta a la pregunta 7 del Grupo Especial así como en el párrafo 151 de su Segunda comunicación escrita.

6.144 La Argentina sostiene, con respecto a la respuesta de las CE a la pregunta 7 del Grupo Especial, que las Comunidades Europeas afirmaron en dicha respuesta que no ha habido en absoluto ninguna moratoria, cuando señalaron que "[e]l procedimiento de aprobación nunca fue suspendido ni paralizado como alegan los reclamantes.  De cualquier modo, aunque algunos retrasos que se produjeron en la aplicación de la Directiva 90/220 se considerasen una 'moratoria', tienen que haber concluido con la aplicación de la Directiva 2001/18" (párrafo 24 de la respuesta de las CE) y que "[p]or lo tanto, las Comunidades Europeas solicitan respetuosamente que el Grupo Especial constate que, con respecto a las solicitudes retiradas antes de su establecimiento y la supuesta 'moratoria', la reclamación carece de objeto y, por consiguiente, es inadmisible ab initio" (párrafo 25 de la respuesta de las CE).  A juicio de la Argentina, las Comunidades Europeas no impugnaron la facultad del Grupo Especial de pronunciarse sobre una medida que había dejado de existir, dado que afirmaron que la medida no existió en absoluto.  La Argentina sostiene además que el párrafo 151 de la Segunda comunicación escrita de las CE se refiere a la respuesta de las Comunidades Europeas a la pregunta 7, por consiguiente, en este caso es aplicable la misma observación.  Por lo tanto, la Argentina cree que el texto inicial del párrafo 7.1296 refleja con exactitud la posición de las CE sobre una "medida que dejó de existir", y que no debería tenerse en cuenta la solicitud de aclaración de las Comunidades Europeas.

6.145 El Grupo Especial no está de acuerdo con el modo en que las Comunidades Europeas describen su posición, reflejada en su Segunda comunicación escrita y en la pregunta 7 del Grupo Especial.  Sin embargo, el Grupo Especial ha añadido una nota al párrafo 7.1308 a fin de señalar lo que las Comunidades Europeas afirmaron ante el Grupo Especial.

6.146 Las Comunidades Europeas sugieren la supresión de una cuestión planteada en el párrafo 7.1303 con respecto a si el maíz NK603 (alimentación humana) podía comercializarse con independencia de que el mismo producto (para la alimentación animal) hubiera obtenido o no el consentimiento escrito de la autoridad competente principal.  Las Comunidades Europeas sostienen que una autorización de comercialización con arreglo al Reglamento 258/97 es directamente aplicable y no requiere ningún consentimiento adicional de la autoridad competente principal.  Dado que no hay ninguna disposición a estos efectos en los textos legislativos ni ninguna condición de ese tipo en la propia autorización de comercialización, el uso de esta autorización de comercialización no depende (y jurídicamente no puede depender) de la adopción de una autorización de comercialización para la alimentación animal de conformidad con la Directiva 2001/18.  Esto es diferente de la cuestión de si, con arreglo al artículo 9 del Reglamento 258/97, puede supeditarse la evaluación del riesgo medioambiental a una evaluación paralela con arreglo a la Directiva 90/220 (o la Directiva 2001/18).  Además, con respecto al maíz NK603 (destinado, por ejemplo, a la alimentación animal), las Comunidades Europeas dicen que quisieran informar al Grupo Especial de que la autoridad competente principal otorgó el consentimiento definitivo el 18 de octubre de 2004 (nueva Prueba documental 168 presentada por las CE).  Además, con respecto al maíz MON863, la autoridad competente principal otorgó el consentimiento definitivo el 13 de febrero de 2006 (nueva Prueba documental 169 presentada por las CE).  Las Comunidades Europeas instarían al Grupo Especial a que tuviera en cuenta estos hechos y reformulara en consecuencia el párrafo 7.1303.  Al invitar al Grupo Especial a tener en cuenta estas cuestiones, las Comunidades Europeas señalan que las partes reclamantes tienen la oportunidad de formular observaciones sobre estas observaciones y, por consiguiente, tienen la posibilidad de indicar si impugnan los hechos evidentes, debidamente probados, y en caso de hacerlo, los fundamentos en que se basan.  Por consiguiente, no hay ninguna cuestión de debido proceso ni ningún perjuicio con respecto a las partes reclamantes.

6.147 Los Estados Unidos recuerdan que explicaron en el examen de la observación de las CE sobre el algodón BXN, que figura supra, que ni el ESD ni el propio Procedimiento de trabajo del Grupo Especial permiten a un grupo especial examinar nuevas pruebas sobre las medidas en litigio que sean presentadas durante la etapa intermedia de reexamen.  Por consiguiente, los Estados Unidos sostienen que el Grupo Especial no debería introducir en el párrafo 7.1303 del informe provisional las modificaciones que sugieren las Comunidades Europeas.

6.148 El Canadá afirma análogamente que, por los motivos mencionados supra, se opone al intento de las CE de reabrir el expediente fáctico en la etapa intermedia de reexamen.  Las Comunidades Europeas tendrán la oportunidad de presentar estas nuevas pruebas durante la etapa de aplicación de este procedimiento.  Además, el Canadá sostiene que la Prueba documental 169 presentada por las CE es problemática por otro motivo;  es un documento que las Comunidades Europeas han presentado sólo en alemán.  El Canadá reitera su oposición, planteada por primera vez en la carta de fecha 29 de junio de 2004 que dirigió al Grupo Especial, a la práctica de las Comunidades Europeas de presentar pruebas en idiomas distintos de los idiomas oficiales de la OMC.  De conformidad con la práctica arraigada del GATT y de la OMC, cualquier documento presentado como prueba en procedimientos de solución de diferencias que esté en un idioma distinto de los idiomas oficiales de la OMC debe ir acompañado de una versión traducida a uno de los idiomas oficiales.
  Al no haber presentado las CE una traducción de la Prueba documental 169, el Grupo Especial debería desestimar este documento.

6.149 La Argentina reconoce que desde ahora en adelante las Comunidades Europeas pueden otorgar varias aprobaciones más y, por consiguiente, esperar que el Grupo Especial adapte continuamente el texto del informe provisional.  A pesar de ello, recuerda su argumento en el sentido de que no se debe evaluar la cuestión de si la moratoria "de facto" dejó de existir, y de que las aprobaciones que tengan lugar en esta etapa posterior no deberían tener ninguna influencia en dicha cuestión.

6.150 El Grupo Especial ha introducido las modificaciones adecuadas en el párrafo 7.1303 en respuesta a esta observación de las CE.  El Grupo Especial señala a este respecto que ha aceptado la solicitud de las Comunidades Europeas de que el Grupo Especial suprima la última parte de la tercera frase del antiguo párrafo 7.1303.  Tras examinar la parte restante de la tercera frase, el Grupo Especial ha determinado que no es necesario mantenerla.  Por lo tanto, el Grupo Especial ha suprimido la tercera frase en su totalidad.  A la luz de esto, no es necesario examinar si sería adecuado tener en cuenta las Pruebas documentales 168 y 169 de las CE, que no fueron presentadas sino en la etapa intermedia de reexamen.  En relación con la Prueba documental 169 presentada por las CE, observamos que, en cualquier caso, ese documento está en alemán y no se proporcionó al Grupo Especial ni a las demás  artes ninguna traducción a ninguno de los tres idiomas oficiales de la OMC.

6.151 Las Comunidades Europeas sostienen que el texto del antiguo párrafo 7.1311 debería sustituirse por la frase "persiste la oposición a las aprobaciones entre los Estados miembros" porque la frase "persiste la oposición de Estados miembros" es una afirmación demasiado amplia dado que no hay una oposición generalizada de los Estados miembros a las aprobaciones.  Además, esta expresión hace caso omiso de los motivos que explican la oposición de cada uno de los distintos Estados miembros en cada procedimiento concreto.

6.152 Los Estados Unidos consideran que el énfasis de las dos frases es ligeramente diferente:  la frase formulada por el Grupo Especial es más clara y refleja con más exactitud el nivel de oposición de los Estados miembros.  Las Comunidades Europeas desean moderar la constatación del Grupo Especial, pero no presentan ningún fundamento válido para hacerlo.  Las constataciones del Grupo Especial sobre las medidas adoptadas por los Estados miembros en apoyo de la moratoria (véase, por ejemplo, el párrafo 7.1273) son más que suficientes para respaldar el texto actualmente utilizado en el párrafo 7.1311 del informe provisional.

6.153 El Grupo Especial ha introducido las modificaciones adecuadas en el párrafo 7.1311 en respuesta a esta observación de las CE.

6.154 Las Comunidades Europeas advirtieron la falta de una referencia al año 1999 en el párrafo 7.1543.

4. Medidas relativas a productos específicos

a) Observaciones de la Argentina

6.155 La Argentina identificó palabras incluidas por descuido en el párrafo 7.1873.

b) Observaciones de las Comunidades Europeas

6.156 Las Comunidades Europeas sostienen que la fecha mencionada en el párrafo 7.1634 y en la nota correspondiente debería ser agosto de 2005 y no septiembre de 2005, puesto que la solicitud relativa a la colza RR (CE-70) se aprobó el 31 de agosto (véase el Diario Oficial de la Unión Europea Nº L 228, de 3 de septiembre de 2005, página 11).  Las Comunidades Europeas también solicitan que se haga referencia a la solicitud relativa al maíz MON863 en la nota pertinente.

6.157 El Grupo Especial ha introducido los cambios adecuados en el párrafo 7.1641 en respuesta a esa observación, señalando de nuevo que fue la carta de las CE de 1º de septiembre de 2005 lo que sugirió esta fecha de aprobación.  El Grupo Especial no ve ninguna necesidad de hacer referencia a la solicitud relativa al maíz MON863 en una nota referente exclusivamente a la colza RR (CE-70).

6.158 Las Comunidades Europeas solicitan modificaciones del párrafo 7.1662 y la nota 1143.  En concreto, las Comunidades Europeas proponen que en esa nota se suprima una frase referente a si el maíz NK603 (alimentación humana) podía comercializarse independientemente de que el mismo producto (para la alimentación animal) hubiera o no obtenido el consentimiento escrito de la autoridad competente principal.  Las Comunidades Europeas han abordado este punto en sus observaciones sobre el párrafo 7.1303.  Además, como se ha explicado también en la observación anterior sobre dicho párrafo, con respecto al maíz NK603 (destinado, por ejemplo, a la alimentación animal), las Comunidades Europeas sostienen que la autoridad competente principal dio su consentimiento final el 18 de octubre de 2004 (nueva Prueba documental 168 de las CE).  Además, con respecto al maíz MON863, las Comunidades Europeas sostienen que la autoridad competente principal dio su consentimiento final el 13 de febrero de 2006 (nueva Prueba documental 169 de las CE).  Las Comunidades Europeas invitan al Grupo Especial a que tome en cuenta estos hechos y vuelva a redactar la nota en consecuencia.  Al invitar al Grupo Especial a que tome estas cuestiones en consideración, las Comunidades Europeas señalan que las partes reclamantes tienen la oportunidad de formular observaciones sobre estas observaciones y, por tanto, la posibilidad de indicar si cuestionan los hechos evidentes, debidamente probados, y, en ese caso, sobre qué base.  Por consiguiente, no se plantea ningún problema ni perjuicio para las debidas garantías procesales por lo que respecta a las partes reclamantes.

6.159 Los Estados Unidos alegan que, en relación con el párrafo 7.1303 supra, las Comunidades Europeas invitan al Grupo Especial a que formule nuevas constataciones, sobre la base de pruebas documentales presentadas recientemente, con respecto a dos aprobaciones presuntamente adoptadas después del establecimiento del mandato.  Como los Estados Unidos explicaron supra, de conformidad con el ESD y el Procedimiento de trabajo del Grupo Especial, no sería procedente que éste aceptara nuevas pruebas documentales sobre las medidas en litigio durante la etapa intermedia de reexamen, ni que formulara nuevas constataciones para reflejar la información que contienen esas pruebas documentales.

6.160 De modo análogo, el Canadá declara que, por las razones mencionadas supra, se opone al intento de las CE de reabrir el expediente fáctico en la etapa intermedia de reexamen.  Las Comunidades Europeas tendrán la oportunidad de presentar esas nuevas pruebas durante la etapa de aplicación en el marco del procedimiento.  Además, el Canadá recuerda que la Prueba documental 169 de las CE es problemática por otra razón;  se trata de un documento que las Comunidades Europeas sólo han presentado en alemán.  Al no haber presentado una traducción de la Prueba documental 169 de las CE, el Grupo Especial no debería tomar ese documento en consideración.

6.161 La Argentina también discrepa de las modificaciones propuestas.  Como señaló la Argentina anteriormente, las aprobaciones no suponen, a su juicio, ninguna diferencia, dado que la Argentina considera que el Grupo Especial no debería formular ninguna constatación sobre las consecuencias de esas aprobaciones tardías con respecto a un posible final de la moratoria "de facto".

6.162 El Grupo Especial ha introducido los cambios adecuados en el párrafo 7.1669 y ha suprimido la frase pertinente de la nota.  Sin embargo, el Grupo Especial rechaza la invitación de las Comunidades Europeas de que tome en cuenta la información facilitada por éstas en las nuevas Pruebas documentales 168 y 169 de las CE.

6.163 Abordamos, en primer lugar, la Prueba documental 168 de las CE, que contiene una decisión del Ministerio español de Medio Ambiente de fecha 18 de octubre de 2004.  Al abordar esta Prueba documental, recordamos las disposiciones del párrafo 12 del Procedimiento de trabajo del Grupo Especial mencionadas supra y observamos que, en este caso, las Comunidades Europeas no han demostrado justificación suficiente para presentar en marzo de 2006 lo que podrían haber presentado ya en octubre de 2004.  De hecho, las Comunidades Europeas no dan ninguna razón que justifique la presentación tardía.  Las Comunidades Europeas se limitan a alegar que las partes reclamantes todavía tienen la oportunidad de formular observaciones sobre la nueva Prueba documental.  Este argumento es erróneo.  El párrafo 12 del Procedimiento de trabajo del Grupo Especial establece que "[l]as partes presentarán al Grupo Especial todas las pruebas fácticas a más tardar durante la primera reunión sustantiva, excepto en lo que respecta a las pruebas necesarias a los efectos de las réplicas, las respuestas a las preguntas o las observaciones formuladas con objeto de replicar a las respuestas dadas por otros", salvo que se admita una excepción previa justificación suficiente.  El hecho de que el párrafo 18 del Procedimiento de trabajo del Grupo Especial dé a las partes la oportunidad de presentar, dentro de un plazo especificado por el Grupo Especial, observaciones escritas sobre las solicitudes de reexamen presentadas por escrito por las demás partes no exime a las Comunidades Europeas de cumplir las disposiciones del párrafo 12 del Procedimiento de trabajo.  Recordamos también que, en CE - Sardinas, el Órgano de Apelación declaró sin reservas que "[l]a etapa [intermedia de reexamen] no es el momento oportuno para presentar nuevas pruebas".

6.164 Con respecto a la Prueba documental 169 de las CE, señalamos que, al parecer, contiene una decisión de la autoridad competente principal alemana de fecha 13 de febrero de 2006.  Como cuestión inicial, recordamos que el documento está en alemán y que no se facilitó ninguna traducción a alguno de los tres idiomas oficiales de la OMC.  Incluso si no toma esto en consideración, el Grupo Especial estima que sería inapropiado hacer referencia a la solicitud relativa al maíz MON863 en la nota 1365, dado que ésta se refiere a las medidas relativas a productos específicos impugnadas por las partes reclamantes.  Ninguna de esas medidas se refiere a la solicitud relativa al maíz MON863.

6.165 Las Comunidades Europeas identificaron la omisión de una referencia al año 1999 en el párrafo 7.1809.

6.166 Al igual que la Argentina, las Comunidades Europeas identificaron palabras incluidas por descuido en el párrafo 7.1873.

6.167 Las Comunidades Europeas sostienen que debería modificarse el texto de la tercera frase del párrafo 7.2222 con el fin de aclarar mejor en qué consistía exactamente la cuestión.

6.168 El Grupo Especial ha introducido los cambios adecuados en el párrafo 7.2229 en respuesta a esa observación.

6.169 Las Comunidades Europeas solicitan que en el párrafo 7.2324 se incluya una nota para indicar en qué partes de las comunicaciones de los Estados Unidos se han formulado los argumentos resumidos en ese párrafo.  Las Comunidades Europeas no han podido identificar la fuente de los argumentos expuestos en ese párrafo.  Si los argumentos no han sido formulados en las comunicaciones de los Estados Unidos, obviamente deberían suprimirse en el resumen.

6.170 Los Estados Unidos señalan que, en el párrafo 138 de su Primera comunicación escrita, se indica que, antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.  Los Estados Unidos señalan también que, en el Anexo II a su respuesta a la pregunta 75 c) del Grupo Especial, se da un respaldo adicional a esa aseveración.

6.171 El Grupo Especial tampoco ve ninguna necesidad de añadir una nota y señala que su resumen de la argumentación se basa en los argumentos expuestos en el párrafo 138 de la Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, que se remite a la Prueba documental 31 de los Estados Unidos y debe leerse conjuntamente con ésta.  Como han señalado los Estados Unidos, la respuesta de éstos a la pregunta 75 c) del Grupo Especial contiene información pertinente adicional.  No obstante, en respuesta a la observación de las CE, el Grupo Especial ha suprimido la última frase del párrafo 7.2331 y ha modificado el párrafo 7.2332.  Además, para garantizar la coherencia de toda la sección VII.E, el Grupo Especial ha introducido los cambios correspondientes en todos los resúmenes de argumentos de los Estados Unidos relacionados con las demás medidas relativas a productos específicos impugnadas por los Estados Unidos.  Al reexaminar sus constataciones en relación con el argumento de los Estados Unidos sobre el período de tiempo durante el cual estuvieron pendientes las solicitudes pertinentes, el Grupo Especial también observó que en los informes provisionales se había omitido involuntariamente una pequeña parte de las constataciones y, por tanto, el Grupo Especial ha añadido en el párrafo 7.1929 la parte omitida.  En vista de esta adición, una declaración similar incluida en el párrafo 7.2295 pasó a ser redundante y, por consiguiente, se suprimió.

5. Medidas de salvaguardia de los Estados miembros de las CE

a) Observaciones comunes al Canadá y la Argentina

6.172 El Canadá y la Argentina identificaron referencias erróneas a la Argentina en los párrafos 7.3170 y 7.3171.

b) Observaciones del Canadá

6.173 El Canadá identificó un error tipográfico en el párrafo 7.2963.

6.174 El Canadá recuerda también que, en el párrafo 7.3390, el Grupo Especial indica que, con respecto a las alegaciones del Canadá al amparo del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo MSF, las medidas de salvaguardia de los Estados miembros de las CE son incompatibles con los párrafos 1 y 7 del artículo 5 y, por tanto, son incompatibles en consecuencia con el párrafo 2 del artículo 2.  El Canadá sostiene que la constatación de una doble incompatibilidad con los párrafos 1 y 7 del artículo 5 parece contradecir el razonamiento anterior del Grupo Especial sobre la cuestión de si esos párrafos pueden aplicarse al mismo tiempo.  El Canadá entiende que, según las constataciones y conclusiones del Grupo Especial con respecto a los párrafos 1 y 7 del artículo 5, el párrafo 7 no es aplicable porque, en el momento en que se adoptaron las medidas de salvaguardia, existían testimonios científicos suficientes para completar una evaluación del riesgo.  Sobre esa base, en lugar del párrafo 7, sería aplicable el párrafo 1 del artículo 5, y las medidas son incompatibles con este último párrafo porque no se basan en una evaluación del riesgo.  Por consiguiente, de modo análogo, en lugar del párrafo 7 del artículo 5, sería aplicable el párrafo 2 del artículo 2, y las medidas serían incompatibles con este último párrafo porque no están basadas en principios científicos y se mantienen sin testimonios científicos suficientes.  El Canadá solicita al Grupo Especial que aclare esta cuestión e introduzca los cambios adecuados en el informe definitivo.

6.175 Las Comunidades Europeas alegan que el Canadá solicita vagamente al Grupo Especial que "aclare esta cuestión e introduzca los cambios adecuados en el informe definitivo".  A juicio de las Comunidades Europeas, esto es difícilmente compatible con la prescripción, establecida en el párrafo 2 del artículo 15 del ESD, de presentar peticiones de que se reexaminen aspectos concretos del informe provisional.  De hecho, tampoco está claro qué ha de hacer el Grupo Especial para acceder a la solicitud del Canadá, ni las Comunidades Europeas podrían formular ninguna observación significativa sin una propuesta concreta.  Por consiguiente, la solicitud del Canadá debería rechazarse.

6.176 El Grupo Especial ha introducido los cambios adecuados en las secciones VII y VIII de los informes definitivos con el fin de aclarar la cuestión identificada por el Canadá El Grupo Especial señala también que ha utilizado el concepto de "compatibilidad" en relación con el párrafo 7 del artículo 5 habida cuenta de la utilización por el Órgano de Apelación de ese concepto en los informes relativos a los asuntos Japón - Manzanas y Japón - Productos agrícolas II.
 

6. Conclusiones y recomendaciones

6.177 La Argentina identificó una referencia errónea al Canadá en el párrafo 8.57 c).

E. Otras modificaciones de los informes provisionales

6.178 El Grupo Especial también ha introducido en los informes otros cambios que no fueron solicitados específicamente por las partes.  Lo ha hecho con objeto de eliminar errores tipográficos y editar sus informes.

F. Solicitud de supresión de las partes en que se divulgue información estrictamente confidencial

6.179 Como se señala infra, en la nota 233, el Grupo Especial, a petición de las Comunidades Europeas, estableció un conjunto especial de procedimientos para la protección de la información estrictamente confidencial ("IEC"), en particular para proteger información sensible relativa a empresas facilitada por las Comunidades Europeas.  Los informes provisionales de que se dio traslado a las partes contenían referencias a información designada por las Comunidades Europeas como IEC, y el Grupo Especial las identificó como tales.

6.180 En respuesta a la invitación del Grupo Especial, las Comunidades Europeas presentaron, el 7 de abril de 2006, solicitudes específicas de que se incluyeran entre corchetes o se suprimieran palabras, frases y/o párrafos de los informes provisionales que, a su juicio, divulgan IEC.  Las Comunidades Europeas declararon que en las constataciones de los informes provisionales no figuraba ninguna información que constituyera directamente IEC.  En cambio, las Comunidades Europeas identificaron determinadas referencias en los párrafos 271, 621, 622 y 623 del anexo H que consideraban que divulgaban IEC y solicitaron que se suprimieran de la versión pública de los informes definitivos.

6.181 El 18 de abril de 2006, las partes reclamantes aprovecharon la oportunidad concedida por el Grupo Especial para formular observaciones sobre las solicitudes de las CE.  Indicaron que no tenían ninguna objeción con respecto a la supresión de la designación como IEC de información contenida en el cuerpo de los informes provisionales, ni con respecto a las solicitudes de supresión formuladas en la carta de las CE de 7 de abril de 2006.

6.182 Teniendo en cuenta las opiniones expresadas por las partes, el Grupo Especial efectuó las supresiones adecuadas en los párrafos 271, 621, 622 y 623 del anexo H, donde están identificadas como "[xxx]".

G. Divulgación al público de los informes provisionales confidenciales del Grupo Especial

6.183 El 7 de febrero de 2006, el Grupo Especial entregó a las partes copias impresas y electrónicas de sus informes provisionales confidenciales.  El 9 de febrero de 2006, el Grupo Especial envió a las partes una carta a fin de señalar a su atención el hecho de que una publicación comercial con fines de lucro había publicado en su sitio Web las conclusiones y recomendaciones (sección VIII) de los informes provisionales confidenciales del Grupo Especial.  El Grupo Especial señaló que esta cuestión le causaba profunda preocupación, recordando que para la marcha del proceso de reexamen intermedio era fundamental que todas las partes mantuvieran la confidencialidad de los informes provisionales.  El Grupo Especial recordó además que la confidencialidad en todas las etapas del proceso es parte inherente del sistema de solución de diferencias de la OMC, cuyo objetivo es hallar una solución positiva a las diferencias.  El Grupo Especial afirmó también que era especialmente importante mantener la confidencialidad de los informes provisionales a fin de evitar que la información en ellos contenida y designada como información estrictamente confidencial (IEC) fuera divulgada a personas no autorizadas.  El Grupo Especial solicitó a las partes que facilitaran cualquier información de que dispusieran sobre el modo en que había ocurrido la violación de la confidencialidad e instó a todas las partes a que adoptaran todas las medidas necesarias para proteger la confidencialidad de los informes provisionales.

6.184 Posteriormente, el 2 de marzo de 2006, el Grupo Especial envió otra carta a las partes a fin de indicar que Amigos de la Tierra (AdT) Europa había colocado en su sitio Web los informes provisionales confidenciales del Grupo Especial en su totalidad, es decir, tanto la parte expositiva como las constataciones y conclusiones.  El Grupo Especial observó que en una declaración difundida en su sitio Web, AdT alegaba haberse abstenido de divulgar IEC en la versión que había publicado, siguiendo el consejo de sus abogados.  El Grupo Especial afirmó que la filtración en cuestión era especialmente grave, no sólo porque era mucho más amplia, sino también porque a diferencia de la sección relativa a las conclusiones de los informes provisionales, que había sido objeto de una filtración anterior, la sección de estos informes relativa a las constataciones contenía IEC.

6.185 El Grupo Especial recordó a este respecto que AdT alegó que no divulgó IEC en las versiones de las constataciones que publicó.  Sin embargo, a juicio del Grupo Especial, aunque se diera por supuesto que en realidad no se divulgó ninguna IEC como resultado de la acción de AdT, dicha acción representó otro incidente grave que podría perjudicar la integridad del sistema de solución de diferencias de la OMC en su conjunto.  El Grupo Especial observó a este respecto que resulta muy difícil entender por qué cualquier particular desearía proporcionar a los grupos especiales, las partes reclamantes y las partes demandadas información estrictamente confidencial de la que sólo dispusiera dicho particular, si no puede confiar en que esta información no se divulgará sin su autorización durante el proceso de reexamen intermedio.

6.186 El Grupo Especial solicitó nuevamente a las partes que facilitaran cualquier información de que pudieran disponer con respecto al modo en que ocurrió la segunda violación de la confidencialidad.  Las partes respondieron a las cartas del Grupo Especial en los términos que se indican a continuación.

6.187 Los Estados Unidos señalaron que compartían las graves preocupaciones del Grupo Especial.  Con respecto a la primera violación de la confidencialidad, los Estados Unidos observaron que la misma publicación que había colocado la sección VIII en Internet había incluido información pertinente.  En particular, en el sitio Web se indicaba que la fuente de la sección VIII era el "Instituto de Política Agrícola y Comercial" (IATP).  Los Estados Unidos señalaron que el IATP es una ONG que, entre otras cosas, se opone a la adopción de la biotecnología agrícola.  Los Estados Unidos afirmaron que era indudable que ninguna de las personas a quienes los Estados Unidos dieron  acceso a los informes provisionales tenía contacto alguno con el IATP en relación con dichos informes.  Además, los Estados Unidos observaron que cada una de las personas a quienes los Estados Unidos dieron acceso a los informes provisionales estaba al tanto del carácter confidencial de los informes provisionales y lo respetó.  Por consiguiente, los Estados Unidos sostuvieron que no habían sido, ni podrían ser, la fuente de las violaciones de la confidencialidad de los informes provisionales.

6.188 Con respecto a la publicación en Internet por "Amigos de la Tierra Europa" de una copia completa de las constataciones (sección VII), los Estados Unidos observaron que la fuente de la filtración parecía ser la misma fuente de la filtración de la sección VIII de los informes provisionales que tuvo lugar el 8 de febrero.  Los Estados Unidos sostuvieron que en el sitio Web de Amigos de la Tierra Europa figuraba un comunicado de prensa, cuya data era Ginebra/Bruselas, 8 de febrero de 2006, en que se indicaba que tres ONG -el Instituto de Política Agrícola y Comercial, Amigos de la Tierra Europa y Greenpeace- publicaban conjuntamente en Internet la sección VIII de los informes provisionales.  Además, los Estados Unidos afirmaron que en un documento informativo presentado por separado, Amigos de la Tierra Europa declara:  "Amigos de la Tierra, siguiendo el consejo de sus asesores jurídicos, suprimió del informe provisional que publicamos limitada información sobre empresas específicas a fin de evitar que se entablen acciones judiciales contra nosotros".  Según los Estados Unidos, esta afirmación indica que Amigos de la Tierra Europa ha recibido una copia completa de la sección VII, incluida la IEC.  Además, destacaron los Estados Unidos, la versión del informe que Amigos de la Tierra Europa publicó en Internet contenía en realidad varias páginas, sin ninguna supresión, que, según indicaba la portada de los informes, contenían IEC.  Los Estados Unidos observaron a este respecto que estaban de acuerdo con el Grupo Especial en que la filtración de documentos que contuvieran IEC era motivo de extraordinaria preocupación.

6.189 Con respecto a esta segunda violación de la confidencialidad, los Estados Unidos sostuvieron que ellos no eran la fuente de la filtración de los informes provisionales confidenciales.  Según los Estados Unidos, ninguna de las personas a quienes dieron acceso a los informes provisionales tuvo contacto alguno con Amigos de la Tierra Europa con respecto a los informes provisionales.  Además, con arreglo a las estrictas normas del Grupo Especial por las que se rige la IEC facilitada por otras partes, los Estados Unidos afirmaron que habían controlado rigurosamente la distribución y el uso de cualquier parte de los informes provisionales que contuviera IEC.  Asimismo, los Estados Unidos aseveraron que se desprendía del contenido del "Documento informativo" (titulado "Looking behind the US spin:  WTO ruling does not prevent countries from restricting or banning GMOs" (Qué hay detrás de la interpretación de los Estados Unidos:  La resolución de la OMC no impide a los países limitar ni prohibir los OMG) (no existe en español)) de Amigos de la Tierra Europa que ninguna parte reclamante habría tenido motivos para facilitar una copia de las constataciones a dicha entidad.

6.190 Además, los Estados Unidos observaron que el procedimiento adicional del Grupo Especial con respecto a la IEC admitía por lo menos un escenario posible con arreglo al cual el suministro de IEC a Amigos de la Tierra Europa no habría sido una violación de dicho procedimiento.  Según los Estados Unidos, las normas del Grupo Especial relativas a la IEC "no son aplicables al trato que una parte da a su propia IEC", y las Comunidades Europeas eran la única parte que había presentado IEC en esta diferencia.

6.191 El Canadá declaró que compartía las preocupaciones del Grupo Especial con respecto a la "filtración" de las constataciones y conclusiones formuladas en el informe provisional.  Además, declaró que no estaba en modo alguno involucrado en esos hechos y lamentó tales violaciones de la confidencialidad.  Señaló que, a pesar de que los medios de comunicación, a raíz de la filtración, le habían pedido que hiciera comentarios, el Gobierno del Canadá se había negado a hacer cualquier declaración pública más allá de reconocer que había recibido el informe provisional y lo estaba estudiando.  Por último, el Canadá observó que, si llegara a tener conocimiento de alguna información sobre cómo ocurrió la violación de la confidencialidad, transmitiría sin demora esa información al Grupo Especial y a la Secretaría.

6.192 La Argentina declaró que no estaba en modo alguno involucrada en las filtraciones mencionadas en las cartas del Grupo Especial.  Además, declaró que no disponía de ninguna información sobre cómo había ocurrido la violación de la confidencialidad.  Por último, señaló que, si llegara a tener conocimiento de alguna información relativa a esos hechos lamentables, la transmitiría sin demora al Grupo Especial y a la Secretaría.

6.193 Las Comunidades Europeas declararon que les preocupaba la grave violación de la confidencialidad de las actuaciones del Grupo Especial.  Con respecto a la primera violación de la confidencialidad, por la divulgación de las conclusiones de los informes provisionales, las Comunidades Europeas señalaron que, según habían podido constatar, la filtración tuvo lugar primero a través de una ONG con sede en los Estados Unidos, el Instituto de Política Agrícola y Comercial, en cuyo sitio Web se publicó el documento pertinente.

6.194 Con respecto a la segunda violación de la confidencialidad, que tuvo lugar a través de Amigos de la Tierra Europa, las Comunidades Europeas señalaron que se abstendrían de hacer acusaciones o insinuaciones infundadas y de especular acerca de qué parte podría o no haberse beneficiado de la difusión pública del documento.  En cambio, las Comunidades Europeas dijeron que podían confirmar que no tenían ninguna información sobre la fuente de la filtración ni ninguna indicación de que hubiera tenido lugar alguna violación de la confidencialidad atribuible a las Comunidades Europeas.  Por el contrario, éstas sostenían que se habían asegurado sistemáticamente de que todas las personas que tuvieran acceso a los informes provisionales fueran informadas sobre la confidencialidad de éstos y la necesidad de preservarla.

6.195 El Grupo Especial toma nota con satisfacción de que todas las partes lamentaron y condenaron las graves violaciones de la confidencialidad de los informes provisionales ocurridas en este asunto.  Señala también que cada una de las partes declaró formalmente que no estaba involucrada en las filtraciones de las constataciones y conclusiones provisionales confidenciales.  Se observa claramente que esas declaraciones no pueden conciliarse fácilmente con el hecho de que tales filtraciones ocurrieron.  Sin embargo, como se desprende del anterior resumen de las respuestas de las partes a las cartas del Grupo Especial, a éste no se le facilitó información fiable suficiente para determinar el origen u orígenes de las filtraciones.  Posteriormente, el Grupo Especial envió una carta a las partes para informarles de que tenía la intención de adoptar las medidas adecuadas para intentar evitar nuevas filtraciones de los informes cuando diera traslado de los informes definitivos (véase la carta del Grupo Especial a las partes que figura en el anexo K).

6.196 Cabe señalar, además, que tanto el Instituto de Política Agrícola y Comercial como Amigos de la Tierra presentaron escritos amicus curiae (de amigos del tribunal). en los que solicitaban al Grupo Especial que aceptara y tomara en consideración tales escritos.
  El Grupo Especial acusó recibo de éstos, los compartió con las partes y los terceros, y los aceptó como tales.
  En vista de ello, es sorprendente e inquietante que las mismas ONG que afirmaron actuar como amici, o amigos, del Grupo Especial al tratar de convencer a éste de que aceptara sus escritos no solicitados estimaran apropiado posteriormente divulgar, en sus propios sitios Web, las constataciones y conclusiones provisionales del Grupo Especial, designadas claramente como confidenciales.

VII. constataciones

7.1 El Grupo Especial observa que los Estados Unidos, el Canadá, la Argentina y las Comunidades Europeas (denominados en adelante "las partes") han utilizado diferentes términos para referirse a los productos de que se trata en la presente diferencia.  Las solicitudes de establecimiento de un grupo especial separadas que presentaron los Estados Unidos, el Canadá y la Argentina (denominados colectivamente en adelante "las partes reclamantes") se refieren, todas ellas, a medidas que afectan a "productos biotecnológicos".
  La legislación de las Comunidades Europeas identificada por todas las partes como pertinente al asunto que nos ocupa hace referencia a organismos modificados genéticamente (denominados en adelante "OMG").
  Todas las partes en la diferencia están de acuerdo en que, técnicamente, los productos específicos en cuestión en el presente asunto son plantas (y sus productos) que se obtienen utilizando técnicas de ADN recombinante.

7.2 En el examen del asunto que se le ha sometido, el Grupo Especial utiliza indistintamente los términos productos biotecnológicos, OMG, plantas modificadas genéticamente, cultivos modificados genéticamente y productos modificados genéticamente, sin perjuicio de las opiniones de las partes en la diferencia.

B. Cuestiones de procedimiento y otras cuestiones generales

7.3 En esta sección inicial abordamos varias cuestiones de procedimiento y otras cuestiones generales.  En primer lugar, explicamos cómo hemos tenido en cuenta al preparar este documento el hecho de que las partes reclamantes en la presente diferencia han presentado reclamaciones jurídicamente separadas.  A continuación exponemos cómo nos hemos ocupado de los escritos amicus curiae no solicitados que han sido enviados al Grupo Especial.  A continuación abordamos el modo en que hemos adoptado y aplicado nuestra decisión de consultar a expertos científicos individuales y a  organizaciones internacionales.  Después pasamos a explicar que determinados anexos del presente documento sólo están disponibles en línea, y ofrecemos algunas observaciones generales sobre las dificultades a que se ha enfrentado el Grupo Especial al sustanciar este procedimiento.  Tras ello, reproducimos íntegramente nuestra resolución preliminar sobre la cuestión de si, como alegan las Comunidades Europeas, las solicitudes separadas de establecimiento de un grupo especial que presentaron las partes reclamantes son incompatibles con el párrafo 2 del artículo 6 del ESD.  Por último, abordamos la cuestión de la pertinencia de las normas de derecho internacional no pertenecientes a la OMC para la interpretación de los Acuerdos de la OMC en cuestión en esta diferencia.

2. Pluralidad de reclamaciones

7.4 Las partes reclamantes en la presente diferencia no plantearon una reclamación conjunta contra las Comunidades Europeas.  En cambio, presentaron reclamaciones jurídicamente separadas, y solicitaron por separado el establecimiento de un grupo especial.  Dado que estas solicitudes de establecimiento de un grupo especial se referían al mismo asunto, el OSD, de conformidad con el procedimiento aplicable en caso de pluralidad de partes reclamantes previsto en el párrafo 1 del artículo 9 del ESD, estableció un Grupo Especial único para que examinara las tres reclamaciones.

7.5 El párrafo 2 del artículo 9 del ESD dispone que, cuando se establece un grupo especial único para examinar una pluralidad de reclamaciones, el grupo especial ha de presentar informes separados sobre la diferencia considerada si una de las partes en la diferencia lo solicita.  Hemos recabado las opiniones de las partes en esta diferencia sobre la cuestión de los informes del grupo especial separados.  Ninguna de ellas ha solicitado que presentemos informes separados.  En cambio, tal como lo entendemos, todas las partes han estado de acuerdo efectivamente en lo siguiente:  el Grupo Especial podría emitir un único documento que constituyera tres informes;  las partes introductoria y expositiva podrían ser comunes para todos los informes;  las constataciones podrían ser comunes para los tres informes, excepto cuando las alegaciones presentadas y las pruebas aportadas por las partes reclamantes fueran diferentes;  y las conclusiones y recomendaciones deberían ser diferentes para cada informe.

7.6 El Grupo Especial consideró que no había ninguna razón para discrepar del enfoque sugerido por las partes.  En consecuencia, decidimos preparar y emitir un único documento que constituyera tres informes del grupo especial separados.  Este es el motivo por el que en el presente documento figuran las signaturas y los números DS de los tres reclamantes, es decir, DS291 para la reclamación de los Estados Unidos, DS292 para la del Canadá y DS293 para la de la Argentina.  El presente documento comprende una parte introductoria común y algunos anexos comunes.  La parte expositiva y determinados anexos contienen secciones separadas para cada parte.  Por consiguiente, la exposición de, por ejemplo, los argumentos de los Estados Unidos forma parte del informe relativo a la reclamación de los Estados Unidos.  La exposición de los argumentos de las Comunidades Europeas es básicamente pertinente a los tres informes, por cuanto en este caso las Comunidades Europeas han presentado una defensa integrada.  Sin embargo, algunos fragmentos de los argumentos de las Comunidades Europeas son pertinentes a un solo informe.

7.7 En lo que se refiere a la sección de constataciones de los tres informes, hemos particularizado las constataciones respecto de cada una de las partes reclamantes únicamente cuando lo hemos considerado necesario.  Por lo tanto, muchas de las interpretaciones jurídicas formuladas por el Grupo Especial (aunque no todas) son comunes a los tres informes.  Por otra parte, hemos particularizado las conclusiones para cada alegación formulada por una parte reclamante.  Para distinguir las conclusiones referidas a reclamaciones específicas, hemos utilizado los números DS correspondientes.  En consecuencia, una conclusión que sea parte del informe relativo a la reclamación de los Estados Unidos va precedida de la referencia "reclamación DS291 (Estados Unidos)".  Cuando hemos formulado constataciones, o nos hemos basado en materiales presentados como pruebas
, referentes específicamente a uno de los tres reclamantes, lo hemos indicado utilizando el número DS correspondiente si ello no se desprendía claramente del contexto pertinente.  Además, al resumir los argumentos de las partes reclamantes, hemos elaborado resúmenes separados respecto de cada parte reclamante cuando los argumentos eran diferentes;  cuando los argumentos de las partes reclamantes eran idénticos o muy similares, generalmente hemos preparado un resumen integrado de los argumentos para todas las partes reclamantes.

7.8 Por lo que respecta a la sección final del presente documento, titulada "Conclusiones y recomendaciones", señalamos que las conclusiones a las que hemos llegado y las recomendaciones que hemos formulado han sido particularizadas para cada parte reclamante.  En consecuencia, el presente documento contiene tres conjuntos independientes de conclusiones y recomendaciones.

7.9 En nuestra opinión, el enfoque esbozado supra cumple la prescripción del párrafo 2 del artículo 9 de que los grupos especiales únicos presenten sus conclusiones al OSD de manera que no resulten menoscabados en modo alguno los derechos de que habrían gozado las partes en la diferencia si las reclamaciones hubiesen sido examinadas por grupos especiales distintos.  También consideramos que este enfoque es coherente con el seguido en una situación similar por el Grupo Especial que entendió en el asunto Estados Unidos - Salvaguardias sobre el acero.

3. Escritos amicus curiae
7.10 En el curso de estas actuaciones hemos recibido tres escritos amicus curiae no solicitados:  el 6 de mayo de 2004 recibimos un escrito amicus curiae de un grupo de profesores universitarios
;  el 27 de mayo de 2004 recibimos un escrito amicus curiae de un grupo de organizaciones no gubernamentales
 representado por la Fundación para el Derecho Ambiental Internacional y el Desarrollo (FIELD);  y el 1º de junio de 2004 recibimos un escrito amicus curiae de un grupo de organizaciones no gubernamentales
 representado por el Centro de Derecho Ambiental Internacional (CIEL).  Estos escritos nos fueron presentados antes de la primera reunión sustantiva del Grupo Especial con las partes, y se dio a las partes y a los terceros la oportunidad de formular observaciones sobre los mismos.

7.11 Señalamos que los grupos especiales tienen facultades discrecionales bien para aceptar y examinar, bien para rechazar cualquier información que les haya sido presentada, con independencia de que la hayan solicitado o no, o para disponer de ella de algún otro modo apropiado.
  En este caso, hemos aceptado la información presentada por los amici curiae y la hemos incluido en el expediente.  Sin embargo, no hemos considerado necesario tener en cuenta los escritos amicus curiae para adoptar nuestra decisión.

4. Consultas a expertos científicos individuales y a organizaciones internacionales

7.12 Ahora abordamos la decisión del Grupo Especial de consultar a expertos científicos individuales y a determinadas organizaciones internacionales.  A este respecto, el párrafo 2 del artículo 11 del Acuerdo MSF dispone lo siguiente:

"En una diferencia examinada en el marco del presente Acuerdo en la que se planteen cuestiones de carácter científico o técnico, el grupo especial correspondiente deberá pedir asesoramiento a expertos por él elegidos en consulta con las partes en la diferencia.  A tal fin, el grupo especial podrá, cuando lo estime apropiado, establecer un grupo asesor de expertos técnicos o consultar a las organizaciones internacionales competentes, a petición de cualquiera de las partes en la diferencia o por propia iniciativa."

7.13 Los párrafos 2 y 3 del artículo 14 del Acuerdo OTC disponen lo siguiente:

"14.2
A petición de una parte en una diferencia, o por iniciativa propia, un grupo especial podrá establecer un grupo de expertos técnicos que preste asesoramiento en cuestiones de naturaleza técnica que exijan una detallada consideración por expertos.

14.3
Los grupos de expertos técnicos se regirán por el procedimiento del Anexo 2."

7.14 Por último, la parte pertinente del párrafo 1 del artículo 13 del ESD dispone lo siguiente:

"Cada grupo especial tendrá el derecho de recabar información y asesoramiento técnico de cualquier persona o entidad que estime conveniente."

7.15 A la luz de las alegaciones de las partes reclamantes de que las medidas en litigio infringían, entre otros instrumentos legislativos, el Acuerdo MSF y/o el Acuerdo OTC, cuando se celebró la reunión de organización el Grupo Especial fijó un plazo para que las partes le solicitaran que recabara asesoramiento científico y técnico apropiado de conformidad con las disposiciones de estos Acuerdos.

7.16 El 27 de mayo de 2004, las Comunidades Europeas solicitaron formalmente al Grupo Especial que recabara asesoramiento de expertos científicos y técnicos en el momento oportuno.  En particular, las Comunidades Europeas sugirieron que el Grupo Especial recabara asesoramiento de las fuentes más pertinentes que reflejaran un espectro representativo de opiniones, incluidos expertos individuales y quizá organizaciones internacionales competentes.  Poco después, las Comunidades Europeas presentaron una propuesta relativa al mandato respecto del asesoramiento científico y técnico.  Las partes reclamantes expresaron la opinión de que no consideraban necesario que el Grupo Especial recabara asesoramiento científico y técnico, entre otras cosas porque no impugnaban los dictámenes ni las evaluaciones de los comités científicos de las CE.

7.17 El Grupo Especial decidió adoptar una decisión con respecto a la necesidad de asesores expertos sólo a la luz de las segundas comunicaciones escritas de las partes, y dio a las partes una nueva oportunidad de formular observaciones sobre la necesidad del asesoramiento de expertos.  Las Comunidades Europeas reiteraron su solicitud de que se recabara el asesoramiento de expertos;  las partes reclamantes siguieron aduciendo que no era necesario el asesoramiento de expertos en las circunstancias del presente caso.

7.18 El 4 de agosto de 2004, el Grupo Especial informó a las partes de que consideraba que determinados aspectos de las comunicaciones de las partes planteaban cuestiones científicas y/o técnicas en relación con las cuales podía beneficiarse del asesoramiento de expertos.  En consecuencia, el Grupo Especial decidió consultar a expertos individuales para obtener su opinión sobre determinadas cuestiones científicas y/o técnicas planteadas en las comunicaciones de las partes.
  En particular, el Grupo Especial indicó que recabaría asesoramiento de expertos sobre tres categorías de cuestiones:
a)
con respecto a la solicitud correspondiente a cada producto, los fundamentos científicos o técnicos de:  las observaciones y/u objeciones planteadas por los Estados miembros de las CE, las solicitudes de información adicional y el tiempo que llevó evaluar la información adicional proporcionada;

b)
con respecto a cada producto para el cual ha adoptado una medida de salvaguardia uno de los Estados miembros de las CE pertinentes, la relación entre la documentación científica o de otra índole en que esos Estados miembros se apoyaron y varias normas para la evaluación del riesgo, y si la documentación en que se basaron esos Estados miembros era o no suficiente como respaldo de las medidas de salvaguardia adoptadas;  y

c)
con respecto a cada producto biotecnológico objeto de la reclamación, si existen diferencias significativas en los riesgos para la salud humana o animal y la protección de los vegetales o para el medio ambiente como consecuencia del consumo y utilización de:  productos de biotecnología aprobados por las Comunidades Europeas antes de octubre de 1998;  nuevos productos no biotecnológicos comparables;  y alimentos obtenidos mediante coadyuvantes de elaboración biotecnológicos.

7.19 También el 4 de agosto de 2004, el Grupo Especial decidió que recabaría información de determinadas organizaciones internacionales que pudieran ayudarle a determinar el significado de distintos términos y conceptos.  La mayoría de ellos aparecen en los Acuerdos de la OMC en cuestión en la presente diferencia (por ejemplo, "plaga").  Observamos a este respecto que las Comunidades Europeas adujeron que también era necesario que el Grupo Especial consultara a expertos científicos acerca del significado de los términos pertinentes.  Las partes reclamantes se opusieron a la solicitud de las Comunidades Europeas, aduciendo que los términos en cuestión aparecían en Acuerdos de la OMC y que, por lo tanto, era preciso que el Grupo Especial determinara su significado aplicando las normas usuales de interpretación del derecho internacional público, como exige el párrafo 2 del artículo 3 del ESD.

b) Consultas a expertos individuales

7.20 El Grupo Especial invitó a las partes a que sugirieran preguntas específicas sobre las tres cuestiones que había identificado.  Todas las partes lo hicieron.  Además, las Comunidades Europeas sugirieron que el Grupo Especial recabara el asesoramiento de al menos dos expertos que fueran competentes como mínimo en las esferas de competencia técnica siguientes:  agrobiodiversidad, agronomía, alergología, zootecnia, patología animal, bioquímica, diversidad biológica, métodos de control e inspección, mejoramiento de cultivos, ampliación del ADN, ecología, epidemiología, entomología, métodos de vigilancia de la repercusión en el medio ambiente, ciencias ambientales, inocuidad de los alimentos y piensos, expresión genética, secuencia genética, genética, métodos de detección de la modificación genética, estabilidad genómica, métodos de manipulación, transporte y embalaje, química de los herbicidas, histopatología, inmunología, malherbología y ciencias conexas, medicina, microbiología y antibiosis médicas, biología molecular, nutrición, ornitología, fitopatología, fitotecnia, obtención de vegetales, interacciones de plantas y microbios, protección de las plantas y residuos de productos para la protección de las plantas, reproducción de plantas y biología vegetal, genética demográfica, procedimientos de evaluación y de análisis del riesgo, métodos de muestreo, química y ciencias de los suelos, terapéutica microbiológica de suelos, toxicología y medicina veterinaria.

7.21 El 19 de agosto de 2004, el Grupo Especial solicitó la colaboración del CDB, la CIPF, el Codex, la FAO, la OIE y la OMS para identificar a expertos adecuados para abordar las cuestiones indicadas supra.  Estas organizaciones identificaron a 30 personas, y la Secretaría se puso en contacto con cada uno de estos expertos.  Se pidió a los que estaban disponibles e interesados en prestar asesoramiento al Grupo Especial que proporcionaran su currículum vitae.  Diecinueve de ellos respondieron afirmativamente, y sus currículum vitae se facilitaron a las partes.  Se dio a las partes la oportunidad de que formularan observaciones sobre cada experto y, en particular, de que comunicaran al Grupo Especial cualquier objeción de peso que pudieran tener a que éste consultara a cualquiera de esas personas acerca del caso que nos ocupa.  Las partes presentaron objeciones de peso con respecto a muchos de los expertos, aduciendo, por ejemplo, lo siguiente:  que estaban realmente implicados en los procedimientos en cuestión en la presente diferencia;  que eran empleados de una u otra parte en esta diferencia;  y que habían participado en actividades que podrían arrojar dudas sobre su imparcialidad.

7.22 También se invitó a las partes a que propusieran expertos con respecto a las cuestiones sometidas a la consideración del Grupo Especial.  La Secretaría también se puso en contacto con ellos, y se invitó a los que estaban interesados y disponibles para colaborar con el Grupo Especial a que presentaran su currículum vitae.  Estos currículum vitae también se facilitaron a las partes, a las que volvió a darse la oportunidad de que formularan observaciones sobre los expertos propuestos y de que indicaran cualquier objeción de peso.  Las partes identificaron otros setenta expertos, y se recibieron currículum vitae de 29 de ellos.

7.23 El 13 de octubre de 2004, el Grupo Especial comunicó a las partes los nombres de los expertos que había seleccionado.  La Argentina había expresado objeciones respecto de uno de los expertos que posteriormente fue seleccionado por el Grupo Especial.  El Grupo Especial reconsideró las condiciones que reunía la persona en cuestión, así como la información proporcionada por el experto con respecto a posibles conflictos de intereses, y determinó que las objeciones formuladas por la Argentina no daban razones imperiosas para no seleccionar a ese experto.

7.24 De conformidad con el Procedimiento de trabajo adicional para la consulta a los expertos adoptado por el Grupo Especial en consulta con las partes, se pidió a los expertos que actuaran a título individual, y no como representantes de organizaciones.  No se les comunicó la identidad de los demás expertos que asesoraban al Grupo Especial hasta que se les facilitaron las respuestas escritas de todos los expertos a las preguntas del Grupo Especial.

7.25 Los expertos seleccionados por el Grupo Especial fueron los siguientes:

Dr. David Andow, Departamento de Entomología, Universidad de Minnesota, St. Paul, Minnesota, Estados Unidos de América;

Dra. Marilia Regini Nutti, Directora del Centro Nacional de Investigación sobre Tecnología de los Alimentos, Empresa Brasileña de Investigación Agropecuaria (EMBRAPA), Río de Janeiro, Brasil;

Dra. Allison Snow, Departamento de Evolución, Ecología y Biología de Organismos, Universidad del Estado de Ohio, Columbus, Ohio, Estados Unidos de América;  y

Dr. Geoff Squire, Instituto Escocés de Investigación sobre Cultivos, Dundee, Reino Unido.

Un experto seleccionado por el Grupo Especial, el Dr. David J. Hill, del Departamento de Alergias del Royal Children's Hospital, de Melbourne, Australia, comunicó posteriormente al Grupo Especial que no podía prestarle asistencia.

7.26 Se consultó a las partes con respecto a las preguntas que habían de presentarse a los expertos por escrito.  Se facilitaron a éstos todas las partes pertinentes de las comunicaciones de las partes (incluidas las pruebas documentales y la información estrictamente confidencial) con carácter confidencial.  Inmediatamente después se solicitó a cada experto seleccionado que comunicara al Grupo Especial las preguntas que no tenía previsto responder porque no consideraba que tuviera la competencia técnica apropiada.  Tras la aclaración de algunas de sus preguntas escritas, el Grupo Especial identificó dos cuestiones sobre las que no era probable que los expertos seleccionados prestaran asesoramiento:  la caracterización molecular de determinados productos de colza y de patata para almidón y los métodos de detección cuantitativos.

7.27 El 15 de noviembre de 2004, el Grupo Especial invitó a las partes a que presentaran nombres de personas con competencia técnica en estas dos cuestiones concretas, que se encontraran preferiblemente entre las que habían indicado previamente su deseo de asesorar al Grupo Especial, y a que facilitaran el currículum vitae de cualquier nuevo experto que quisieran que consideraran el Grupo Especial y las demás partes.  Las partes identificaron a un total de 22 personas con competencia técnica en una o ambas de estas cuestiones, entre las que se encontraban 13 nuevos expertos.  Se dio a las partes la oportunidad de que formularan observaciones sobre cada uno de estos expertos y de que comunicaran cualquier objeción de peso respecto de su selección como asesores del Grupo Especial.  Las Comunidades Europeas expresaron objeciones en relación con uno de los expertos adicionales seleccionados por el Grupo Especial, el cual reconsideró las condiciones que reunía la persona en cuestión, así como la información facilitada por el experto con respecto a posibles conflictos de intereses, y determinó que las objeciones formuladas por las Comunidades Europeas no ofrecían razones imperiosas para no seleccionar a ese experto con el fin de que abordara las dos cuestiones identificadas.  El Grupo Especial seleccionó posteriormente a los dos expertos adicionales siguientes para que respondieran exclusivamente a las preguntas relativas a las dos cuestiones mencionadas:

Dra. Marion Healy, Científico Jefe del Organismo de Normas Alimentarias de Australia y Nueva Zelandia (FSANZ), ACT, Australia;


Dr. John W. Snape, Genética de los Cultivos, Centro John Innes, Norwich, Reino Unido.

7.28 El procedimiento descrito en el párrafo 7.24 supra también se siguió respecto de los Dres. Healy y Snape.

7.29 Las 114 preguntas del Grupo Especial y las respuestas escritas de los expertos están recopiladas en el anexo H.  Las preguntas fueron enviadas a los expertos el 22 de octubre de 2004, y el 19 de noviembre de 2004 se enviaron preguntas adicionales.  Las respuestas escritas de todos los expertos a las preguntas del Grupo Especial se recibieron el 5 de enero de 2005.  Se dio a las partes la oportunidad de que formularan observaciones sobre las respuestas de los expertos y, posteriormente, de que las formularan sobre las observaciones de las demás partes.  Las observaciones de las partes también se facilitaron a los expertos.  Los días 17 y 18 de febrero de 2005, el Grupo Especial se reunió con todos los expertos;  se invitó a las partes a que participaran en esa reunión.  Se dio a los expertos la oportunidad de que facilitaran información adicional con respecto a las preguntas del Grupo Especial, respondieran a las observaciones formuladas por las partes, y respondieran a preguntas adicionales del Grupo Especial y de las partes.  El anexo J contiene una transcripción de la reunión del Grupo Especial con los expertos.

7.30 El Grupo Especial desea dejar constancia de su gratitud a los expertos por las contribuciones que han hecho a la solución de esta diferencia.  Han dado respuestas detalladas y completas a un gran número de preguntas formuladas por el Grupo Especial y las partes, respetando los estrictos plazos que tuvo que fijar el Grupo Especial.  Han realizado la aportación científica necesaria para ayudar al Grupo Especial a comprender las cuestiones planteadas por las partes y resolver la diferencia comercial que se había sometido a su examen.  El Grupo Especial ha agradecido en particular la claridad de sus explicaciones y su profesionalismo.

c) Consultas a organizaciones internacionales

7.31 Por lo que se refiere a la decisión del Grupo Especial de recabar información de organizaciones internacionales, conviene señalar que se consultó a las partes tanto acerca de las organizaciones internacionales de las que se recabaría información como acerca de la lista de términos sobre los que se recabaría.  Teniendo en cuenta la opinión de las partes, el Grupo Especial decidió que recabaría información de las secretarías del CDB, la CIPF, el Codex, la FAO, la OIE, la OMS y el PNUMA.  En diciembre de 2004, el Grupo Especial se puso en contacto con estas organizaciones y las invitó a que identificaran referencias apropiadas de uso corriente (diccionarios científicos o técnicos, documentos adoptados o distribuidos por la organización internacional en cuestión, etc.) que ayudaran al Grupo Especial a aclarar el significado de determinados términos y conceptos.  Se dio a las partes la oportunidad de formular por escrito observaciones sobre los materiales facilitados al Grupo Especial por las organizaciones internacionales.

7.32 El Grupo Especial agradece la ayuda prestada por las secretarías del CDB, la CIPF, el Codex, la FAO, la OIE, la OMS y el PNUMA con respecto a sus solicitudes.

5. Anexos disponibles únicamente en línea

7.33 El Grupo Especial consultó a las partes sobre la necesidad de que se incluyera en sus informes lo siguiente:  i) las respuestas de los expertos a las preguntas del Grupo Especial;  ii) las observaciones de las partes sobre estas respuestas y sobre las observaciones de cada parte;  iii) la trascripción de la reunión con expertos celebrada los días 17 y 18 de febrero de 2005;  y iv) las respuestas de las partes a las preguntas del Grupo Especial y de cada parte.  Para el caso de que las partes consideraran necesaria la inclusión de estos documentos en los informes del Grupo Especial, éste recabó también las opiniones de las partes sobre la cuestión de si los mencionados documentos podrían estar disponibles únicamente en línea.

7.34 Tras examinar las opiniones expresadas por las partes, el Grupo Especial decidió incorporar los documentos en cuestión como anexos a los tres informes.  Sin embargo, para reducir el número de páginas de las versiones impresas de los informes que se distribuirían a los Miembros, el Grupo Especial decidió también que, excepto para las partes y terceros en la presente diferencia, los anexos pertinentes sólo estuvieran disponibles en forma electrónica, es decir, en el sitio Web público de la OMC.  Los anexos en cuestión están disponibles en los tres idiomas oficiales de la OMC y son parte integrante de los tres informes del Grupo Especial.

7.35 En aras de la claridad, a continuación enumeramos los anexos que están disponibles únicamente en línea:

-
Anexo C:  Respuestas de las partes a las preguntas formuladas por el Grupo Especial el 3 de junio de 2004 (11 páginas);

-
Anexo D:  Respuestas de las partes a las preguntas formuladas por el Grupo Especial en el contexto de la primera reunión sustantiva (185 páginas);

-
Anexo E:  Respuestas de las partes a las preguntas formuladas por otras partes en el contexto de la primera reunión sustantiva (16 páginas);

-
Anexo F:  Respuestas de las partes a las preguntas formuladas por el Grupo Especial en el contexto de la segunda reunión sustantiva y observaciones de las partes sobre las respuestas de las demás partes (220 páginas);

-
Anexo G:  Respuestas de los terceros a las preguntas formuladas por el Grupo Especial y las partes (18 páginas);

-
Anexo H:  Respuestas de los expertos científicos que asesoran al Grupo Especial a las preguntas formuladas por el Grupo Especial (293 páginas);

-
Anexo I:  Observaciones de las partes sobre las respuestas de los expertos científicos a las preguntas formuladas por el Grupo Especial (461 páginas);  y

-
Anexo J:  Trascripción de la reunión conjunta del Grupo Especial con los expertos científicos celebrada los días 17 y 18 de febrero de 2005 (178 páginas).
-
Anexo K:  Carta del Grupo Especial a las partes de fecha 8 de mayo de 2006 (3 páginas).
7.36 Los anexos mencionados supra figuran en Documentos en línea (http://docsonline.wto.org/) con las signaturas WT/DS291/R, WT/DS292/R, WT/DS293/R, seguidas del símbolo de las adiciones.

6. Dificultades a las que se ha enfrentado el Grupo Especial al sustanciar el procedimiento 

7.37 El Grupo Especial señala que, lamentablemente, se ha tardado considerablemente más en completar este procedimiento y en preparar sus informes que en el caso de los procedimientos habituales de grupos especiales de la OMC.  Sin embargo, es justo decir que el presente procedimiento ha sido bastante diferente de los procedimientos habituales de grupos especiales, y no sólo porque en éstos examine una reclamación en lugar de tres.

7.38 Son cuatro factores en particular los que han hecho de la sustanciación de este procedimiento una tarea difícil para el Grupo Especial, y para el pequeño grupo de funcionarios de la Secretaría que le ha prestado asistencia, y han contribuido a los retrasos registrados en la solución del presente caso.
  Estos factores son los siguientes:  i) el volumen de los materiales que ha tenido que examinar el Grupo Especial, ii) la necesidad de una constatación de los hechos adicional en el curso de las actuaciones del Grupo Especial, iii) la complejidad procesal y sustantiva del caso y iv) la escasa coordinación de las comunicaciones presentadas por las partes reclamantes al Grupo Especial.  Es útil ofrecer algunas observaciones explicativas sobre cada uno de estos factores.

7.39 El volumen de los materiales que ha tenido que examinar el Grupo Especial en la presente diferencia ha sido, sencillamente, enorme.
  Algunos hechos y cifras sirven para ilustrar este punto.  El Grupo Especial ha formulado un total de 201 preguntas escritas de las partes, y un total de 114 preguntas escritas de los seis expertos científicos que le han asesorado.  Las partes se han formulado unas a otras un total de 22 preguntas escritas.  Se calcula que el Grupo Especial ha recibido 2.580 páginas de comunicaciones escritas (incluidas las declaraciones orales, las observaciones relativas a las consultas a expertos y las respuestas a las preguntas) de las cuatro partes.  Se calcula que se han recibido 292 páginas de los expertos científicos que han asesorado al Grupo Especial.  Los terceros han presentado otras 102 páginas de comunicaciones escritas (incluidas las declaraciones orales y las respuestas a las preguntas).
  Los amici curiae han presentado escritos que sumaban un total de 96 páginas.  Además, se calcula que las partes han presentado al Grupo Especial un total de 3.136 documentos en apoyo de sus alegaciones y argumentos.
  Si bien hay algunos de estos documentos que son breves, otros constan de más de 100 páginas.

7.40 Otra característica de este procedimiento ha sido el hecho de que las partes han intercambiado cantidades muy sustanciales de información, y ello no antes, sino durante las actuaciones del Grupo Especial.  Además, la mayor parte de esa información no fue facilitada al Grupo Especial hasta después de su primera reunión sustantiva con las partes.  Más concretamente, las Comunidades Europeas indicaron en la primera reunión sustantiva que el Grupo Especial todavía carecía de determinada información importante que, según las Comunidades Europeas, apoyaba su posición en este caso.  Las Comunidades Europeas afirmaron que estaban dispuestas a proporcionar esa información, pero señalaron que en gran medida se encontraba en posesión de sus Estados miembros y dijeron al Grupo Especial que una solicitud formal de información formulada por él les ayudaría a obtenerla de sus Estados miembros.  Con el respaldo de las partes reclamantes, el Grupo Especial procedió entonces a recabar información adicional de las Comunidades Europeas de conformidad con el artículo 13 del ESD.

7.41 Aunque las Comunidades Europeas facilitaron posteriormente mucha información, había aspectos importantes de ella que estaban incompletos, numerosos documentos no se habían traducido a un idioma oficial de la OMC, y la forma en que las Comunidades Europeas numeraron inicialmente sus propias pruebas documentales era confusa.  Ello llevó al Grupo Especial a solicitar la información que faltaba, la traducción de los documentos pertinentes y un sistema de numeración más claro para las pruebas documentales.  Las Comunidades Europeas atendieron a la solicitud complementaria del Grupo Especial.  Sin embargo, en vista de la demora en la entrega de la información solicitada por el Grupo Especial, las partes reclamantes solicitaron que la segunda reunión sustantiva se pospusiera varios meses y que se les diera la oportunidad, antes de esa reunión, de presentar nuevas comunicaciones escritas (denominadas en adelante "Terceras comunicaciones escritas") con respecto a la nueva información facilitada por las Comunidades Europeas.  El Grupo Especial accedió a ambas solicitudes.

7.42 Dada la situación descrita supra, el Grupo Especial y las partes reclamantes no dispusieron de toda la información solicitada a las Comunidades Europeas hasta siete meses después de que se estableciera la composición del Grupo Especial, y la segunda reunión sustantiva, celebrada a solicitud de las partes consecutivamente a la reunión del Grupo Especial con los expertos, no se celebró hasta casi un año después de que se estableciera dicha composición.  Es evidente que si las partes reclamantes hubieran dispuesto desde el principio de la información facilitada por las Comunidades Europeas en el curso del procedimiento, éste podría haberse sustanciado en forma más eficiente y con un enfoque más claro.

7.43 El tercer factor que hemos identificado es el de la complejidad procesal y sustantiva del caso.  Por lo que respecta a la complejidad procesal, ya hemos mencionado la amplia constatación de hechos que ha tenido que llevarse a cabo durante el procedimiento.
  También hemos mencionado el proceso de selección de expertos y aquél mediante el que hemos identificado las preguntas que habían de formularse a los expertos.  Además, el Grupo Especial y las partes han intercambiado un gran número de cartas acerca de varias otras cuestiones de procedimiento y de organización.  En consecuencia, hasta la segunda reunión sustantiva con las partes, la mayor parte del tiempo del Grupo Especial se dedicó a abordar las cuestiones de procedimiento mencionadas o a estudiar las comunicaciones de las partes.  En lo que se refiere a los aspectos sustantivos de este caso, observamos que la labor del Grupo Especial se vio dificultada no sólo por la naturaleza, a menudo técnica y/o científica, del material que se le había presentado, sino también porque las comunicaciones de las partes planteaban una serie de cuestiones jurídicas fundamentales (por ejemplo, en relación con el ámbito de aplicación del Acuerdo MSF) que requerían una consideración cuidadosa.

7.44 El último factor que ha de explicarse es la escasa coordinación de las comunicaciones presentadas por las partes reclamantes al Grupo Especial.  Con esto queremos decir que, con pocas excepciones, las partes reclamantes no formularon los mismos argumentos ni adoptaron los de otras partes.  Reconocemos que, dado que las partes reclamantes plantearon tres reclamaciones jurídicamente distintas, no tenían ninguna obligación de coordinar las comunicaciones que presentaban al Grupo Especial.  Reconocemos también que las medidas impugnadas y las alegaciones presentadas por las partes reclamantes no eran idénticas.  Sin embargo, hay un grado de coincidencia significativo entre las tres reclamaciones.  Dada la complejidad del presente caso y la vasta cantidad de información que había de tenerse en cuenta, nuestra carga -y la de la parte demandada- se habría visto aliviada si las partes reclamantes hubieran podido presentar más sistemáticamente la misma, o al menos sustancialmente la misma, argumentación sobre los elementos comunes de sus reclamaciones.
  De hecho, debido a las diferencias entre las comunicaciones de las partes reclamantes, incluso las tareas sencillas, como resumir los argumentos de las partes reclamantes sobre una cuestión determinada, han llevado mucho tiempo.  Huelga decir que la presentación por las partes reclamantes de argumentos diferentes también ha supuesto que el Grupo Especial haya tenido que examinar y abordar más argumentos en sus informes.

7.45 Si bien los cuatro factores anteriores han contribuido a los sucesivos retrasos en la solución de este caso, señalamos además otro factor que ha contribuido, como mínimo, a la última posposición del plazo de nuestro informe provisional:  la limitada disponibilidad de algunos de los funcionarios de la Secretaría que han prestado asistencia al Grupo Especial, en particular a causa de los preparativos para la Conferencia Ministerial de Hong Kong.  Debido a la necesidad de estar familiarizado con el expediente, no ha sido posible encarar adecuadamente este problema asignando otros funcionarios al caso.

7.46 Habiendo esbozado algunas de las dificultades a las que se ha enfrentado el Grupo Especial, queremos reconocer que cada una de las partes en la presente diferencia, y quizá la Argentina en particular dada su condición de país en desarrollo Miembro, ha tenido que hacer frente individualmente a considerables dificultades para abordar toda la información sometida al Grupo Especial, responder a las alegaciones y argumentos presentados por las demás partes y respetar los plazos fijados por el Grupo Especial, que en general han sido estrictos.  Al final de la segunda reunión sustantiva, el Grupo Especial expresó su agradecimiento por la cooperación de las partes y por sus contribuciones, que tuvieron que llevarse a cabo en circunstancias difíciles.

7. Compatibilidad con el párrafo 2 del artículo 6 del ESD de las solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas por las partes reclamantes

7.47 El 8 de abril de 2005, el Grupo Especial emitió una resolución preliminar en respuesta a una solicitud de las Comunidades Europeas en la que afirmaban que las solicitudes separadas de establecimiento de un grupo especial presentadas por los Estados Unidos, el Canadá y la Argentina eran incompatibles con las prescripciones del párrafo 2 del artículo 6 del ESD.  A continuación se reproduce, tal como fue enviada a las partes, la resolución preliminar del Grupo Especial, al final de la cual figuran las notas de pie de página del original como notas finales.

"1.
Antecedentes de procedimiento
1.
El 8 de marzo de 2004, las Comunidades Europeas presentaron al Grupo Especial una solicitud de resolución preliminar.  Le solicitaban que resolviera, en la etapa más temprana posible del procedimiento, que las solicitudes separadas de establecimiento de un grupo especial (denominadas en adelante "solicitudes de establecimiento de un grupo especial") presentadas por los Estados Unidos
, el Canadá
 y la Argentina
 eran incompatibles con los requisitos previstos en el párrafo 2 del artículo 6 del ESD.

2.
Tras celebrar consultas con las partes sobre las consecuencias procesales de la solicitud de resolución preliminar presentada por las Comunidades Europeas, el Grupo Especial decidió emitir una resolución preliminar antes de la fecha en que las partes reclamantes debían presentar sus primeras comunicaciones escritas.  El Grupo Especial brindó a las partes reclamantes la oportunidad de presentar por escrito observaciones sobre la solicitud de las Comunidades Europeas, y también invitó a los terceros a que presentaran por escrito las observaciones que desearan formular en respuesta a las opiniones expresadas por las partes.
  Las partes reclamantes presentaron sus observaciones el 24 de marzo de 2004.  Las observaciones de los terceros debían ser presentadas el 29 de marzo de 2004, pero no se presentó ninguna.  El Grupo Especial también formuló por escrito varias preguntas a las partes.  Las partes facilitaron respuestas escritas a esas preguntas el 29 de marzo de 2004.  El Grupo Especial dio traslado de su resolución a las partes y a los terceros el 8 de abril de 2004.

2.
Solicitud de resolución preliminar formulada por las Comunidades Europeas

3.
El párrafo 2 del artículo 6 del ESD dispone en su parte pertinente lo siguiente:

Las peticiones de establecimiento de grupos especiales [...] identificarán las medidas concretas en litigio y [...] hará[n] una breve exposición de los fundamentos de derecho de la reclamación, que sea suficiente para presentar el problema con claridad.

4.
El Órgano de Apelación observó con respecto al párrafo 2 del artículo 6 lo siguiente:

(...( el cumplimiento de los requisitos del párrafo 2 del artículo 6 debe demostrarse a la luz de la solicitud de establecimiento de un grupo especial.  Los defectos de la solicitud no pueden ser "subsanados" en las comunicaciones posteriores de las partes durante las actuaciones del Grupo Especial.
  (...(  Además, el cumplimiento de los requisitos del párrafo 2 del artículo 6 debe determinarse sobre la base de los fundamentos de cada caso, examinando el conjunto de la solicitud de establecimiento del Grupo Especial y a la luz de las circunstancias respectivas.

5.
En su solicitud de resolución preliminar de 8 de marzo de 2004, las Comunidades Europeas afirman que las solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas por las partes reclamantes no satisfacen los requisitos previstos en el párrafo 2 del artículo 6 del ESD, específicamente el requisito de identificar las medidas concretas en litigio y el de hacer una breve exposición de los fundamentos de derecho de las reclamaciones que sea suficiente para presentar el problema con claridad.  Según las Comunidades Europeas, el requisito de identificar las medidas concretas en litigio no se cumple porque las solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas por las partes reclamantes hablan de dos medidas distintas -una es la "suspensión de la consideración de solicitudes/aprobaciones" y la otra la "no concesión de aprobaciones"- pero no describen en qué consisten esas medidas.  Por lo que respecta al requisito de hacer un resumen de los fundamentos de derecho de las reclamaciones, las Comunidades Europeas afirman además que las solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas por las partes reclamantes no lo cumplen porque se limitan a enumerar una gran cantidad de disposiciones y no indican qué disposiciones se alega que son infringidas ni qué medidas las infringen.  En opinión de las Comunidades Europeas, la jurisdicción del Grupo Especial no puede, por consiguiente, definirse claramente, y se les ha impedido preparar debidamente su defensa.

6.
Todas las partes reclamantes consideran que la solicitud de resolución preliminar formulada por las Comunidades Europeas carece de fundamento y, por lo tanto, debería ser rechazada.  En particular, las partes reclamantes consideran que sus solicitudes de establecimiento de un grupo especial especifican claramente las medidas concretas en litigio.  Según las partes reclamantes, lo que las Comunidades Europeas piden en este caso es que el Grupo Especial exija a las partes reclamantes que identifiquen las pruebas que apoyan la existencia de las medidas identificadas.  Las partes reclamantes consideran además que, contrariamente a lo que sugieren las Comunidades Europeas, sus solicitudes de establecimiento de un grupo especial efectivamente hacen una breve exposición de los fundamentos de derecho de las reclamaciones que es suficiente para presentar el problema con claridad.  A juicio de las partes reclamantes, los argumentos de las Comunidades Europeas respecto del resumen de los fundamentos de derecho están basados en una sugerencia que ya ha rechazado el Órgano de Apelación, a saber, que una parte reclamante debe resumir sus argumentos jurídicos en su solicitud de establecimiento de un grupo especial.  Por último, las partes reclamantes aducen que, en cualquier caso, las Comunidades Europeas no han establecido su alegación de que su capacidad de defenderse se ha visto perjudicada por la supuesta falta de concreción de las solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas por las partes reclamantes.

7.
El Grupo Especial abordará en primer lugar la afirmación de las Comunidades Europeas de que las solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas por las partes reclamantes no cumplen el requisito de identificar las medidas concretas en litigio.  A continuación, el Grupo Especial examinará la afirmación de las Comunidades Europeas de que esas solicitudes no cumplen el requisito de hacer una breve exposición de los fundamentos de derecho de las reclamaciones que sea suficiente para presentar el problema con claridad.  Si el Grupo Especial constata que alguna de las solicitudes de establecimiento de un grupo especial no satisface alguno de los dos requisitos antes mencionados, procederá a abordar la cuestión del perjuicio sufrido, en su caso, por las Comunidades Europeas como consecuencia de la(s) solicitud(es) de establecimiento de un grupo especial supuestamente defectuosa(s).

3.
Identificación de las medidas concretas en litigio

a)
Texto pertinente de las solicitudes de establecimiento de un grupo especial que se cuestionan

i)
Solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos

8.
La solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos describe las medidas pertinentes de las CE en los siguientes términos
:


Desde octubre de 1998, las Comunidades Europeas ("CE") han aplicado una moratoria sobre la aprobación de productos agropecuarios obtenidos por medios biotecnológicos ("productos biotecnológicos").  En virtud de la moratoria, las CE han suspendido la consideración de las solicitudes de aprobación, o la concesión de la aprobación, de productos biotecnológicos en el marco del sistema de aprobación de las CE.  En particular, las CE han bloqueado, en el proceso de aprobación de conformidad con la legislación de las CE
, todas las solicitudes para colocar productos biotecnológicos en el mercado, y no han considerado ninguna solicitud a efectos de aprobación final.  La moratoria con respecto a las aprobaciones ha restringido las importaciones de productos agropecuarios y de productos alimenticios procedentes de los Estados Unidos.


Además, Estados miembros de las CE mantienen diversas prohibiciones de comercialización nacional y de importación de productos biotecnológicos, aun cuando esos productos ya han sido aprobados por las CE para la importación y la comercialización en las CE.  Las prohibiciones de comercialización nacional y de importación han restringido las importaciones de productos agropecuarios y de productos alimenticios procedentes de los Estados Unidos.


Las medidas que afectan a los productos biotecnológicos abarcadas en la presente solicitud de establecimiento de un grupo especial son:


1)
como se ha señalado supra, la suspensión por las CE de la consideración de solicitudes de aprobación, o la concesión de la aprobación, de productos biotecnológicos;


2)
como se ha señalado supra, la no consideración por las CE de las solicitudes de aprobación de los productos biotecnológicos que se mencionan en los anexos I y II de la presente solicitud;  y

3)
prohibiciones de comercialización nacional y de importación que mantienen Estados miembros, como se describe en el anexo III de la presente solicitud.

ii)
Solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por el Canadá

9.
La solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por el Canadá describe las medidas pertinentes de las CE en los siguientes términos
:


Desde octubre de 1998, las Comunidades Europeas ("CE") han mantenido una moratoria sobre la aprobación de productos agropecuarios obtenidos por medios biotecnológicos, que son alimentos o ingredientes alimentarios que contienen organismos modificados genéticamente o consisten en ellos, o se producen a partir de ellos, y organismos modificados genéticamente destinados a su liberación en el medio ambiente ("productos biotecnológicos").  Las CE han suspendido efectivamente la consideración de las solicitudes de aprobación de productos biotecnológicos, y la concesión de la aprobación de esos productos, en el marco de los procesos de aprobación pertinentes de las CE.
  En el anexo I figuran ejemplos concretos de tales solicitudes, así como una breve descripción de las medidas adoptadas para bloquear su consideración o aprobación.


Además de la moratoria, Francia, Grecia, Austria e Italia mantienen medidas nacionales que prohíben la importación, comercialización o venta de productos biotecnológicos que ya habían sido aprobados, con anterioridad a octubre de 1998, para la importación, comercialización o venta en las CE, de conformidad con los procesos de aprobación pertinentes de las CE.  Estas medidas nacionales, y los productos a que se aplican, se identifican en el anexo II.


(...(

Las medidas abarcadas en la presente solicitud de establecimiento de un grupo especial son:


1.
la suspensión general por las CE de sus propios procesos para la consideración de las solicitudes de aprobación, o la concesión de la aprobación de productos biotecnológicos;


2.
la no consideración, o aprobación por las CE, sin demora injustificada, de las solicitudes de aprobación de los productos identificados en el anexo I;  y 


3.
las medidas nacionales identificadas en el anexo II que prohíben la importación, comercialización o venta de los productos biotecnológicos aprobados por las CE que se indican.

iii)
Solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por la Argentina

10.
La solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por el Canadá describe las medidas pertinentes de las CE en los siguientes términos
:


Desde octubre de 1998, las Comunidades Europeas han aplicado una moratoria de facto a la aprobación de productos agrícolas de biotecnología.  La aplicación de esa moratoria de facto
 condujo a la suspensión y no consideración de distintas solicitudes para la aprobación de productos agrícolas de biotecnología, así como también a una demora injustificada en la conclusión del tratamiento de solicitudes de aprobación de esos productos bajo la normativa comunitaria.


Adicionalmente, varios Estados miembros de las Comunidades Europeas han instaurado prohibiciones sobre diversos productos agrícolas de biotecnología que ya se encontraban aprobados a nivel comunitario.  Con ello se ha infringido, además de normativa OMC, la propia normativa comunitaria.


Este accionar por parte de las Comunidades Europeas (...( afecta a productos agrícolas de biotecnología procedentes de la Argentina.


Las medidas que se cuestionan y por las que se solicita la constitución de un grupo especial son:


1)
la suspensión del tratamiento y la no consideración de distintas solicitudes para el otorgamiento o la aprobación de productos agrícolas de biotecnología;


2)
la demora injustificada en la conclusión del tratamiento de distintas solicitudes de aprobación de productos agrícolas de biotecnología;


3)
las prohibiciones instauradas a nivel de los Estados miembros
 de las Comunidades Europeas sobre los productos agrícolas de biotecnología en violación de normativa OMC y comunitaria.

b)
Análisis

11.
Las Comunidades Europeas observan que las tres solicitudes de establecimiento de un grupo especial distinguen explícitamente entre, por un lado, una supuesta "suspensión" del proceso de aprobación y, por otro, una supuesta "no" actuación.  Las Comunidades Europeas afirman que "no tienen claro" el sentido de la referencia a una supuesta "suspensión" porque ninguna de las tres solicitudes de establecimiento de un grupo especial contiene ninguna explicación o descripción de qué es la supuesta "suspensión" en contraposición a "no" avanzar en el proceso de aprobación.

12.
Las Comunidades Europeas aducen que si las partes reclamantes tenían la intención de utilizar el término "suspensión" para referirse a la acción de bloquear el proceso de aprobación, entonces esa acción no se describe en ninguna parte.  Las Comunidades Europeas observan a este respecto que en las solicitudes de establecimiento de un grupo especial no hay indicación alguna de que exista algún tipo de acto ejecutivo o normativo (por ejemplo, un instrumento jurídico sobre moratorias) conforme al cual las Comunidades Europeas habrían procedido a suspender el proceso de aprobación.  Si, por otro lado, las partes reclamantes tenían la intención de utilizar el término "suspensión" para referirse a una situación en la que "nada ocurre", parecería imposible distinguir la "suspensión" de la supuesta inacción ‑no considerar ni conceder aprobaciones-.  A juicio de las Comunidades Europeas, si se supone que un Miembro ha de defenderse contra dos medidas distintas, en la solicitud de establecimiento de un grupo especial debería especificarse cuáles son esas medidas y en qué se diferencia una de la otra.

13.
Basándose en lo que antecede, las Comunidades Europeas solicitan al Grupo Especial que constate que al hablar de dos medidas distintas, de las cuales una es la suspensión de la consideración de las solicitudes, o de las aprobaciones, y la otra la no concesión de aprobaciones, sin describir en qué consisten esas dos medidas, las solicitudes de establecimiento de un grupo especial no "identifican las medidas concretas en litigio".

14.
El Grupo Especial observa que las tres solicitudes de establecimiento de un grupo especial utilizan una redacción diferente para describir las medidas en litigio.  Por lo tanto, el Grupo Especial examinará por separado las tres solicitudes de establecimiento de un grupo especial.

15.
Antes de proceder al examen de las tres solicitudes, es útil recordar que la prescripción de "identificar[] las medidas concretas en litigio" fue abordada recientemente por el Grupo Especial que se ocupó del asunto Canadá - Medidas relativas a las exportaciones de trigo y al trato del grano importado.  Ese Grupo Especial constató que "el sentido corriente de la frase 'identificarán las medidas concretas en litigio' es 'establecerán la identidad de las medidas precisas en litigio'".
  El Grupo Especial afirmó a continuación lo siguiente
:

Al considerar si se puede decir que en una solicitud de establecimiento de un grupo especial se han identificado las medidas concretas, o precisas, en litigio, constatamos la pertinencia de la declaración del Órgano de Apelación en el sentido de que el hecho de que los términos concretos que se utilicen en una solicitud de establecimiento de un grupo especial para identificar las medidas en litigio sean lo suficientemente precisos para cumplir los requisitos del párrafo 2 del artículo 6 "depende [...] de si cumplen la finalidad de las prescripciones de esa disposición".
  También constatamos la pertinencia de la declaración del Órgano de Apelación en el sentido de que "el cumplimiento de los requisitos del párrafo 2 del artículo 6 debe determinarse sobre la base de los fundamentos de cada caso, examinando el conjunto de la solicitud de establecimiento del Grupo Especial y a la luz de las circunstancias respectivas".

(...(
Consideramos que, a falta de una identificación explícita de una medida de aplicación general mediante su denominación, (...( ha de facilitarse en la solicitud misma de establecimiento de un grupo especial información suficiente para identificar efectivamente las medidas precisas en litigio.  El hecho de que la información facilitada en la propia solicitud de establecimiento de un grupo especial sea suficiente dependerá, como antes se ha indicado, de si la información facilitada cumple la finalidad de las prescripciones del párrafo 2 del artículo 6, y en particular sus objetivos con respecto a las debidas garantías procesales, así como de las circunstancias específicas de cada caso, con inclusión del tipo de medida en litigio.

16.
El Grupo Especial está de acuerdo con ese análisis y, en consecuencia, lo seguirá en este caso.

i)
Solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos

17.
Los Estados Unidos aducen que las Comunidades Europeas no explican ni pueden explicar cómo la descripción que los Estados Unidos hacen de las medidas en litigio equivale a una omisión de cumplir el requisito del párrafo 2 del artículo 6 de "identificar[] las medidas concretas en litigio.  Según los Estados Unidos, es difícil comprender por qué el concepto de la "suspensión" de la consideración y concesión de aprobaciones resulta ambiguo.  Estiman que a la luz de declaraciones de funcionarios de las CE en las que se reconoce la existencia de una moratoria de facto, la alegación de las Comunidades Europeas de que el sentido del término "suspensión" no queda claro no es creíble.  Los Estados Unidos aducen además que las Comunidades Europeas no pueden beneficiarse de su falta de transparencia argumentando que los Estados Unidos no han identificado la moratoria con suficiente concreción.

18.
Los Estados Unidos también afirman que, en el contexto de su solicitud de establecimiento de un grupo especial, la razón para utilizar las expresiones "la suspensión de la consideración" y "la no consideración" está bastante clara.  La primera expresión se utiliza para describir la "moratoria global" de las Comunidades Europeas "que afecta a todos los productos biotecnológicos".  La segunda expresión se utiliza para describir la conducta de las Comunidades Europeas en la medida en que afecta a productos específicos identificados en los anexos de la solicitud de establecimiento de un grupo especial.  Según los Estados Unidos, las dos expresiones son "sencillamente dos formulaciones diferentes del mismo concepto", aunque la palabra "suspensión" se ajusta mejor a las Comunidades Europeas en la medida en que afecta a todas las solicitudes relativas a productos biotecnológicos, mientras que la expresión "no consideración" se ajusta mejor a las solicitudes relativas a productos específicos.

19.
El Grupo Especial inicia su análisis recordando que la primera medida a que se hace referencia en la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos se describe de la manera siguiente:

"1) como se ha señalado supra, la suspensión por las CE de la consideración de solicitudes de aprobación, o la concesión de la aprobación, de productos biotecnológicos."

20.
El sustantivo "suspension" (suspensión) se define como "the action of suspending or the condition of being suspended"
 (la acción de suspender o la condición de estar suspendido).  A su vez, el verbo "to suspend" (suspender) se define como "to halt temporarily"
 (detener, interrumpir, temporalmente).  Queda claro de esas definiciones de diccionario que la medida objeto de la reclamación de los Estados Unidos es la "interrupción temporal" por las Comunidades Europeas de la consideración de solicitudes de aprobación de productos biotecnológicos y de la concesión de la aprobación para dichos productos.

21.
El párrafo introductorio de la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos proporciona información adicional sobre la primera medida a que se hace referencia en dicha solicitud.
  En particular, el párrafo introductorio explica que las Comunidades Europeas han suspendido la consideración de las solicitudes y la concesión de aprobaciones para productos biotecnológicos "en virtud de" una "moratoria con respecto a las aprobaciones" que supuestamente han "aplicado" las Comunidades Europeas "[d]esde octubre de 1998".  En una nota al párrafo introductorio, los Estados Unidos también identifican legislación de las CE aplicable a las aprobaciones mediante su denominación y lugar y fecha de publicación.

22.
Las Comunidades Europeas han señalado que la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos hace referencia a una "moratoria con respecto a las aprobaciones" sin identificar, ni por su denominación ni por la fecha de adopción, ningún decreto ejecutivo o acto legislativo mediante el que se haya aplicado la moratoria.  En respuesta, los Estados Unidos señalan que la moratoria en cuestión es una "medida de facto".
  En este sentido, recordamos que el Grupo Especial que examinó el asunto Canadá - Exportaciones de trigo e importaciones de grano observó que una determinación acerca de si una solicitud de establecimiento de un grupo especial contiene información suficiente para identificar efectivamente las medidas precisas en litigio debe tener en cuenta, entre otras cosas, "las circunstancias específicas de cada caso, con inclusión del tipo de medida en litigio".
  Dicho Grupo Especial hizo la distinción entre medidas de aplicación general y medidas particulares adoptadas en virtud de las primeras.
  Consideramos que otra distinción adecuada es la que se hace entre medidas gubernamentales formales (de jure) y medidas gubernamentales informales (de facto).
  A nuestro juicio, la naturaleza informal de una medida gubernamental puede afectar al grado de precisión con que es posible indicar tal medida en una solicitud de establecimiento de un grupo especial.  En particular, a menudo no resultará posible identificar las medidas informales mediante su denominación, fecha de adopción y/o naturaleza jurídica.

23.
En el presente caso, no está claro si los Estados Unidos podían haber identificado la supuesta moratoria de facto con más concreción de lo que lo han hecho.  Los Estados Unidos aducen que las Comunidades Europeas no han sido suficientemente transparentes con respecto a la supuesta moratoria y afirman en particular que, durante las consultas celebradas antes del establecimiento del Grupo Especial, las Comunidades Europeas llegaron incluso a negar que la moratoria existiera, aunque funcionarios de las CE habían reconocido anteriormente su existencia en declaraciones públicas.
  Como se señaló antes, las Comunidades Europeas mencionan que la solicitud de establecimiento de un grupo especial no describe si "[s]e supone que hay una decisión o algún otro tipo de acto normativo o ejecutivo, quizá un instrumento jurídico sobre moratorias del tipo que tenía Nueva Zelandia".
  No obstante, las Comunidades Europeas no han aportado pruebas que respalden la opinión de que los Estados Unidos podían haber descrito la supuesta moratoria de facto con mayor precisión.  Recordamos a este respecto que, a los efectos de esta resolución preliminar, la carga de la prueba recae sobre las Comunidades Europeas, como parte que alega una incompatibilidad con el párrafo 2 del artículo 6.

24.
Aun suponiendo que los Estados Unidos podían haber proporcionado más detalles sobre la supuesta moratoria de facto, consideramos que la descripción de la primera medida comprendida en la solicitud de establecimiento de un grupo especial, cuando se lee conjuntamente con el párrafo introductorio, identifica adecuadamente la medida concreta que se impugna.  A nuestro juicio, la información proporcionada es suficiente para cumplir el objetivo de debido proceso inherente al párrafo 2 del artículo 6 del ESD.  En particular, las Comunidades Europeas no nos han persuadido de que la información contenida en la descripción de la primera medida y en el párrafo introductorio no les permiten "comenzar a preparar su defensa"
 de un modo significativo.

25.
No obstante, antes de llegar a una conclusión definitiva, hemos de examinar el argumento de las Comunidades Europeas de que la referencia que se hace a la "suspensión de la consideración" en la descripción de la primera medida comprendida en la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos tiene tanta semejanza con la referencia que se hace a la "no consideración" en la descripción de la segunda medida que, al no haber alguna explicación en dicha solicitud, en la práctica es imposible saber la diferencia entre la primera y la segunda de las medidas expuestas en la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos.

26.
Los Estados Unidos sostienen que las expresiones "suspensión de la consideración", que figura en la descripción de la primera medida, y "no consideración", en la descripción de la segunda medida, tienen por objeto expresar la misma idea general.
  Pero esto no significa que no se puedan distinguir esencialmente la primera y la segunda de las medidas indicadas en la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos.  Como han señalado los Estados Unidos, la primera medida atañe a las solicitudes de aprobación de "productos biotecnológicos", es decir, las solicitudes de aprobación de todos los productos biotecnológicos y cualquiera de ellos.  En cambio, la segunda medida atañe a las solicitudes de aprobación de "los productos biotecnológicos que se mencionan en los anexos I y II de la presente solicitud".  Por consiguiente, nos parece evidente que de la descripción de las dos medidas que figuran en la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos se desprende que la primera medida tiene un alcance más amplio que la segunda en cuanto a los productos que comprende.

27.
A la luz de esta importante diferencia en la descripción de las medidas en cuestión, no estamos de acuerdo con las Comunidades Europeas en que "al hablar de dos medidas distintas, de las cuales una es la suspensión de la consideración de las solicitudes/aprobaciones, y la otra la no concesión de aprobaciones"
 la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos no identifica las medidas concretas en litigio.

28.
En conclusión, constatamos que las Comunidades Europeas no han demostrado que la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos, y en particular la referencia a una supuesta "suspensión" de los procesos de aprobación, no satisface el requisito del párrafo 2 del artículo 6 de identificar las medidas concretas en litigio.

ii)
Solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por el Canadá

29.
El Canadá aduce que la expresión "la suspensión general por las CE de sus propios procesos para la consideración de las solicitudes de aprobación, o la concesión de la aprobación de productos biotecnológicos" identifica suficientemente la medida concreta en litigio.  El Canadá sostiene que la expresión mencionada es una descripción más detallada de la moratoria a que se hace referencia en el párrafo introductorio de la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por el Canadá.
  El Canadá señala además que, en el anexo I, dicha solicitud expone ejemplos concretos de solicitudes de aprobación de productos biotecnológicos, incluida una breve descripción de las medidas adoptadas para impedir su consideración o aprobación.  Según el Canadá, las repetidas veces que las Comunidades Europeas no han considerado o aprobado estas solicitudes son ejemplos de la moratoria.  El Canadá señala también que la moratoria no ha sido adoptada oficialmente.  El Canadá sostiene que si las Comunidades Europeas hubieran adoptado la moratoria como medida formal y hubieran cumplido las diversas obligaciones de transparencia establecidas en el Acuerdo sobre la OMC, el Canadá habría estado en condiciones de identificar la moratoria por su denominación, fecha de adopción, etc.  El Canadá sostiene que las Comunidades Europeas no pueden prevalerse de su propia falta de transparencia como escudo frente a una reclamación en la OMC.  Por último, el Canadá observa que, en cualquier caso, es difícil entender que las Comunidades Europeas no puedan identificar la medida concreta en litigio.  Según el Canadá, la existencia de la moratoria ha sido reconocida y debatida ampliamente por funcionarios de las CE.

30.
El Canadá sostiene además que las expresiones "la suspensión general" y "la no consideración, o aprobación" se utilizan para describir diferentes aspectos de la conducta de las Comunidades Europeas.  El Canadá observa a este respecto que la expresión "suspensión general" se utiliza para describir la conducta de las Comunidades Europeas en relación con toda la clase de productos biotecnológicos, mientras que la expresión "no consideración, o aprobación" se utiliza para describir la conducta de las Comunidades Europeas en la medida en que afecta a los cuatro productos específicos identificados en el anexo I de la solicitud de establecimiento de un grupo especial.

31.
El Grupo Especial recuerda que la primera medida a que se hace referencia en la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por el Canadá se describe de la manera siguiente:

"1.
la suspensión general por las CE de sus propios procesos para la consideración de las solicitudes de aprobación, o la concesión de la aprobación de productos biotecnológicos".
32.
Como se ha señalado supra
, de las acepciones de la palabra "suspensión" que da el diccionario queda claro que la medida objeto de la reclamación del Canadá es la "interrupción temporal" por las Comunidades Europeas de sus propios procesos para la consideración de las solicitudes de aprobación de productos biotecnológicos o para la concesión de la aprobación de dichos productos.

33.
El párrafo introductorio de la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por el Canadá proporciona información adicional sobre la primera medida a que se hace referencia en dicha solicitud.  En particular, el párrafo introductorio explica que "[d]esde octubre de 1998", las Comunidades Europeas han "mantenido" una "moratoria" sobre la aprobación de productos biotecnológicos y que las Comunidades Europeas han suspendido "efectivamente" la consideración de las solicitudes y la concesión de la aprobación de productos biotecnológicos en el marco de los procesos de aprobación pertinentes de las CE.  En una nota al párrafo introductorio, el Canadá también identifica por su denominación, lugar y fecha de publicación legislación de las CE que establece los procesos de aprobación pertinentes.

34.
Las Comunidades Europeas han señalado que la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por el Canadá hace referencia a una "moratoria" sin identificar, ni por su denominación ni por la fecha de adopción, ningún decreto ejecutivo o acto legislativo mediante el que se haya aplicado la moratoria.  El Canadá observa a este respecto que la moratoria no ha sido adoptada como medida legal formal  Como hemos indicado supra
, a nuestro juicio, la naturaleza informal de una medida gubernamental puede afectar al grado de precisión con que es posible exponer tal medida en una solicitud de establecimiento de un grupo especial.  En el presente caso, no está claro si el Canadá podía haber identificado la supuesta moratoria de facto con más concreción de lo que lo ha hecho.  El Canadá aduce a este respecto que no debe permitirse que las Comunidades Europeas se beneficien de su propia falta de transparencia en materia de reglamentación.  Además, el Canadá afirma que la existencia de la moratoria ha sido reconocida por funcionarios de las CE en declaraciones públicas.
  Como se ha indicado antes
, las Comunidades Europeas no han aportado pruebas que respalden la opinión de que el Canadá podía haber descrito la supuesta moratoria de facto con mayor precisión.

35.
Aun suponiendo que el Canadá podía haber proporcionado más detalles sobre la supuesta moratoria de facto, consideramos que la descripción de la primera medida comprendida en la solicitud de establecimiento de un grupo especial, cuando se lee conjuntamente con el párrafo introductorio, identifica adecuadamente la medida concreta que se impugna.  A nuestro juicio, la información proporcionada es suficiente para cumplir el objetivo del debido proceso inherente al párrafo 2 del artículo 6 del ESD.  En particular, las Comunidades Europeas no nos han persuadido de que la información contenida en la descripción de la primera medida y en el párrafo introductorio no les permiten "comenzar a preparar su defensa"
 de un modo significativo.

36.
No obstante, antes de llegar a una conclusión definitiva, hemos de examinar el argumento de las Comunidades Europeas de que la referencia que se hace a la "suspensión general" en la descripción de la primera medida comprendida en la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por el Canadá es tan similar a la referencia a "la no consideración, o aprobación" en la descripción de la segunda medida que, al no haber ninguna explicación en dicha solicitud, en la práctica es imposible saber cuál es la diferencia entre la primera y la segunda de las medidas expuestas en la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por el Canadá.

37.
Tomamos nota de la explicación del Canadá de que las referencias a "la suspensión general", en la descripción de la primera medida, y a "la no consideración, o aprobación", en la descripción de la segunda medida, reflejan el hecho de que las dos medidas atañen a diferentes aspectos de la conducta de las Comunidades Europeas.  Según el Canadá, la referencia a "la suspensión general" se utiliza porque la medida atañe a las solicitudes de aprobación de "productos biotecnológicos".  Dicho de otra forma, en palabras del Canadá, la primera medida se refiere a la conducta de las Comunidades Europeas en relación con toda la clase de productos biotecnológicos.  En lo que respecta a la referencia a "la no consideración, o aprobación", el Canadá señala que esta se utilizó porque la segunda medida se refiere a la conducta de las Comunidades Europeas en relación con las solicitudes de aprobación específicas de los cuatro productos biotecnológicos "identificados en el anexo I".  A nuestro juicio, la explicación del Canadá es compatible con una lectura normal de las descripciones en cuestión.  Que la primera medida tiene un alcance más amplio que la segunda en cuanto a los productos que comprende queda confirmado además por el hecho de que el Canadá se refiere a la suspensión general por las Comunidades Europeas de "sus propios procesos" para la consideración de las solicitudes de aprobación, o la concesión de la aprobación de productos biotecnológicos.  Los procesos de aprobación en cuestión parecerían aplicarse a todos los productos biotecnológicos que reúnen las condiciones correspondientes y no sólo a los cuatro identificados en el anexo de la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por el Canadá.

38.
A la luz de esta importante diferencia en la descripción de las medidas en cuestión, no estamos de acuerdo con las Comunidades Europeas en que "al hablar de dos medidas distintas, de las cuales una es la suspensión de la consideración de las solicitudes/aprobaciones, y la otra la no concesión de aprobaciones"
 la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por el Canadá no identifica las medidas concretas en litigio.

39.
En conclusión, constatamos que las Comunidades Europeas no han demostrado que la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por el Canadá, y en particular la referencia a una supuesta "suspensión general" de los procesos de aprobación, no satisface el requisito del párrafo 2 del artículo 6 de identificar las medidas concretas en litigio.

iii)
Solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por la Argentina

40.
La Argentina aduce que la palabra "suspensión" se puede entender fácilmente leyendo el párrafo pertinente, que vincula la palabra suspensión con la expresión "distintas solicitudes para la aprobación de productos agrícolas de biotecnología" La Argentina sostiene que es claro que la medida en litigio es la suspensión de facto de la consideración de distintas solicitudes en la tramitación definida por el sistema reglamentario de las CE.  La Argentina señala además que el segundo párrafo de su solicitud de establecimiento de un grupo especial deja claro que la acción que dio lugar a la suspensión de la consideración de distintas solicitudes es la moratoria de facto aplicada por las Comunidades Europeas.  Según la Argentina, el tipo de medida en litigio necesariamente influye en el alcance y la naturaleza de la información necesaria para presentar una alegación.  La Argentina recuerda en este sentido la naturaleza informal de la moratoria de las CE que, según dice, no está contenida en ningún acto jurídico u orden ejecutiva en particular.

41.
En cuanto a la distinción que se hace entre las expresiones "suspensión del tratamiento" y "no consideración", la Argentina señala que la primera describe una situación en la cual las solicitudes han sido consideradas pero en la que el tratamiento  está sufriendo una demora, mientras que la segunda describe una situación en la que las solicitudes fueron presentadas pero no han sido consideradas.  La Argentina indica que la situación en que se encuentran varias solicitudes en el sistema reglamentario comunitario es un asunto que se debatió largamente durante las consultas con las Comunidades Europeas.

42.
El Grupo Especial recuerda que la primera medida a que se hace referencia en la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por la Argentina se describe de la manera siguiente:

1)
la suspensión del tratamiento y la no consideración de distintas solicitudes para el otorgamiento o la aprobación de productos agrícolas de biotecnología.

43.
Como se ha señalado supra
, de las acepciones de la palabra "suspensión" que da el diccionario queda claro que la medida objeto de la reclamación de la Argentina es la "interrupción temporal" por las Comunidades Europeas del tratamiento de distintas solicitudes para el otorgamiento o la aprobación de productos biotecnológicos.

44.
El segundo párrafo de la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por la Argentina proporciona información adicional sobre la primera medida a que se hace referencia en dicha solicitud.
  En particular, el segundo párrafo explica que "[d]esde octubre de 1998", las Comunidades Europeas han "aplicado" una "moratoria de facto"
 a la aprobación de productos biotecnológicos, que "condujo a la suspensión y no consideración de distintas solicitudes para la aprobación [...] bajo la normativa comunitaria".  En una nota al segundo párrafo, la Argentina también identifica legislación de las CE aplicable a las aprobaciones mediante su denominación y lugar y fecha de publicación.

45.
Las Comunidades Europeas han indicado que la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por la Argentina hace referencia a una "moratoria" sin identificar, ni por su denominación ni por la fecha de adopción, ningún decreto ejecutivo o acto legislativo mediante el que se haya aplicado la moratoria.  La Argentina responde que la naturaleza de la medida en cuestión, que en este caso es una medida de facto, necesariamente influye en el alcance y la naturaleza de la información que es necesario proporcionar.  Como hemos indicado supra
, a nuestro juicio, la naturaleza informal de una medida gubernamental puede afectar al grado de precisión con que es posible exponer tal medida en una solicitud de establecimiento de un grupo especial.  En el presente caso, no está claro si la Argentina podía haber identificado la supuesta moratoria de facto con más concreción de lo que lo ha hecho.  La Argentina sugiere que el Grupo Especial debe resistir lo que considera un intento de las Comunidades Europeas de obtener una descripción fáctica detallada de la supuesta moratoria.  A juicio de la Argentina, no es necesario hacer una descripción fáctica detallada en una solicitud de establecimiento, puesto que esta cuestión habrá de abordarse en el curso de las actuaciones del grupo especial.  Como se ha indicado antes
, las Comunidades Europeas no han aportado pruebas que respalden la opinión de que la Argentina podía haber descrito la supuesta moratoria de facto con mayor precisión.

46.
Aun suponiendo que la Argentina podía haber proporcionado más detalles sobre la supuesta moratoria de facto, consideramos que la descripción de la primera medida comprendida en la solicitud de establecimiento de un grupo especial, cuando se lee conjuntamente con el segundo párrafo, identifica adecuadamente la medida concreta que se impugna.  A nuestro juicio, la información proporcionada es suficiente para cumplir el objetivo del debido proceso inherente al párrafo 2 del artículo 6 del ESD.  En particular, las Comunidades Europeas no nos han persuadido de que la información contenida en la descripción de la primera medida y en el segundo párrafo no les permiten "comenzar a preparar su defensa"
 de un modo significativo.

47.
No obstante, antes de llegar a una conclusión definitiva, hemos de examinar el argumento de las Comunidades Europeas de que la referencia que se hace a la "suspensión del tratamiento" en la descripción de la primera medida comprendida en la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por la Argentina tiene tanta semejanza con la referencia que se hace a "la no consideración" en la descripción de esa misma medida que, al no haber ninguna explicación en dicha solicitud, en la práctica es imposible saber cuál es la diferencia entre esos dos aspectos.

48.
Tomamos nota de la explicación de la Argentina de que las referencias a "la suspensión del tratamiento" y a "la no consideración" reflejan el hecho de que varias solicitudes de aprobación fueron afectadas por la moratoria de facto en distintas etapas del proceso de aprobación.  Según la Argentina, algunas solicitudes se consideraron y luego se suspendió su tratamiento, mientras que otras fueron presentadas para su consideración pero de hecho no se consideraron.  No tenemos ninguna dificultad en aceptar la explicación de la Argentina, que pensamos es compatible con el sentido corriente de las expresiones "suspensión del tratamiento" y "no consideración"
, y, en consecuencia, estimamos que no era necesario que la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por la Argentina proporcionara más información a este respecto.

49.
A la luz de esto, no estamos de acuerdo con las Comunidades Europeas en que "al hablar de dos medidas distintas, de las cuales una es la suspensión de la consideración de las solicitudes/aprobaciones, y la otra la no concesión de aprobaciones"
 la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por la Argentina no identifica las medidas concretas en litigio.

50.
En conclusión, constatamos que las Comunidades Europeas no han demostrado que la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por la Argentina, y en particular la referencia a una supuesta "suspensión" de los procesos de aprobación, no satisface el requisito del párrafo 2 del artículo 6 de identificar las medidas concretas en litigio.

4.
Presentación de una breve exposición de los fundamentos de derecho de la reclamación, que sea suficiente para presentar el problema con claridad

51.
El Grupo Especial pasa a examinar a continuación la afirmación de las Comunidades Europeas de que en las solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas por las partes reclamantes no se hace una breve exposición de los fundamentos de derecho de la reclamación, que sea suficiente para presentar el problema con claridad.

a)
Texto pertinente de las solicitudes de establecimiento de un grupo especial que se cuestionan

i)
Solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos

52.
La solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos resume los fundamentos de derecho de la reclamación de ese país de la manera siguiente
:


Dichas medidas parecen ser incompatibles con las disposiciones siguientes del Acuerdo sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias ("Acuerdo MSF"), el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994 ("GATT de 1994"), el Acuerdo sobre la Agricultura y el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio ("Acuerdo OTC"):

1)
Acuerdo MSF, párrafos 2 y 3 del artículo 2, párrafos 1, 2, 5 y 6 del artículo 5, artículos 7 y 8, párrafos 1, 2 y 5 del Anexo B, y párrafos 1 a), 1 b) y 1 e) del Anexo C;

2)
GATT de 1994, párrafo 1 del artículo I, párrafo 4 del artículo III, párrafo 1 del artículo X y párrafo 1 del artículo XI;

3)
Acuerdo sobre la Agricultura, párrafo 2 del artículo 4;  y


4)
Acuerdo OTC, párrafos 1, 2, 8, 9, 11 y 12 del artículo 2 y párrafos 1.1, 1.2, 2.1, 2.2, 6 y 8 del artículo 5.

Las medidas de las CE también parecen anular o menoscabar las ventajas para los Estados Unidos resultantes directa o indirectamente de los acuerdos mencionados.

ii)
Solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por el Canadá

53.
La solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por el Canadá resume los fundamentos de derecho de la reclamación de ese país de la manera siguiente
:


Dichas medidas son incompatibles con las obligaciones que incumben a las CE en virtud del Acuerdo MSF, el Acuerdo OTC, el Acuerdo sobre la Agricultura y el GATT de 1994.  En particular, las medidas infringen las siguientes disposiciones de esos Acuerdos:

· párrafos 2 y 3 del artículo 2, párrafos 1, 2, 5 y 6 del artículo 5, artículos 7 y 8, párrafos 1, 2 y 5 del Anexo B, y párrafos 1 a), 1 b), 1 c) y 1 e) del Anexo C del Acuerdo MSF;

· párrafos 1, 2, 8, 9, 11 y 12 del artículo 2, y párrafos 1, 2.1, 2.2, 2.3, 6 y 8 del artículo 5 del Acuerdo OTC;

· párrafo 1 del artículo I, párrafo 4 del artículo III, párrafo 1 del artículo X y párrafo 1 del artículo XI del GATT de 1994;

· párrafo 2 del artículo 4 del Acuerdo sobre la Agricultura.


Estas infracciones anulan o menoscaban las ventajas resultantes para el Canadá de dichos Acuerdos.  Además, las medidas anulan o menoscaban las ventajas resultantes para el Canadá en el sentido del párrafo 1 b) del artículo XXIII del GATT de 1994.

iii)
Solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por la Argentina

54.
La solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por la Argentina resume los fundamentos de derecho de la reclamación de ese país de la manera siguiente
:


Las medidas en cuestión de las Comunidades Europeas y de varios de sus Estados miembros están infringiendo las siguientes normas de los Acuerdos de la OMC:


a)
los párrafos 2 y 3 del artículo 2, los párrafos 1, 2, 5, 6 del artículo 5 y los artículos 7, 8 y el párrafo 1 del artículo 10, y los párrafos 1 y 5 del Anexo B y los apartados a), b), c), d) y e) del párrafo 1 del Anexo C del Acuerdo sobre Medidas Sanitarias y Fitosanitarias (AMSF);

b)
el párrafo 2 del artículo 4 del Acuerdo sobre la Agricultura (AG);

c)
el párrafo 1 del artículo I, el párrafo 4 del artículo III, los párrafos 1 y 3 a) del artículo X y el párrafo 1 del artículo XI del GATT de 1994;  

d)
los párrafos 1, 2, 8, 9, 11 del artículo 2, los párrafos 1, 2.1, 2.2 2.3, 2.4, 6 y 8 del artículo 5 y el artículo 12 del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio (OTC).


Las medidas en cuestión anulan o menoscaban los beneficios otorgados a la Argentina bajo estos Acuerdos.

b)
Análisis

55.
Las Comunidades Europeas afirman que en ninguna de las solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas por las partes reclamantes se hace una breve exposición de los fundamentos de derecho de la reclamación, que sea suficiente para presentar el problema con claridad.  Concretamente, las tres solicitudes de establecimiento de un grupo especial no aclaran 1) qué obligaciones se alega que son incumplidas ni 2) qué medidas incumplen qué obligaciones.

56.
El Grupo Especial abordará las dos cuestiones identificadas por las Comunidades Europeas por separado.

57.
Antes de seguir avanzando, es útil exponer brevemente la jurisprudencia pertinente del Órgano de Apelación.  Así, en Tailandia - Vigas doble T, el Órgano de Apelación observó lo siguiente
:

El párrafo 2 del artículo 6 del ESD exige una claridad suficiente con respecto al fundamento jurídico de la reclamación, es decir, con respecto a las "alegaciones" que haga valer el reclamante.
  La parte demandada tiene derecho a conocer los argumentos a los que debe responder, así como cuáles son las infracciones que han sido alegadas, a fin de poder comenzar a preparar su defensa.
  Asimismo, los Miembros de la OMC que se proponen participar como terceros en las actuaciones de un grupo especial deben ser informados del fundamento jurídico de la reclamación.  Este requisito de las debidas garantías procesales es fundamental para asegurar la sustanciación equitativa y regular del procedimiento de solución de diferencias.

58.
En Corea - Medida de salvaguardia definitiva impuesta a las importaciones de determinados productos lácteos, el Órgano de Apelación declaró lo siguiente
:

La identificación de las disposiciones del tratado que se alega que han sido vulneradas por el demandado es siempre necesaria para definir el mandato de un grupo especial y para informar al demandado y a los terceros de las alegaciones formuladas por el reclamante;  esa identificación es un requisito previo mínimo de la presentación de los fundamentos de derecho de la reclamación.
  Pero cabe que no sea suficiente en todos los casos.  Hay situaciones en las que la simple enumeración de los artículos del acuerdo o acuerdos de que se trata puede, dadas las circunstancias del caso, bastar para que se cumpla la norma de la claridad de la exposición de los fundamentos de derecho de la reclamación, pero puede haber también situaciones en las que, dadas las circunstancias, la mera enumeración de los artículos del tratado no baste para cumplir el criterio del párrafo 2 del artículo 6, por ejemplo, en el caso de que los artículos enumerados no establezcan una única y clara obligación, sino una pluralidad de obligaciones.  En ese caso, cabe la posibilidad de que la mera enumeración de los artículos de un acuerdo no baste para cumplir la norma del párrafo 2 del artículo 6.

59.
Por último, en Estados Unidos - Acero al carbono, el Órgano de Apelación aclaró que
:

(...( el hecho de que [la] enumeración [de las disposiciones del tratado que se alega que han sido vulneradas] sea o no suficiente para constituir "una breve exposición de los fundamentos de derecho de la reclamación, que sea suficiente para presentar el problema con claridad", en el sentido de la norma citada, dependerá de las circunstancias propias de cada caso, y especialmente de la medida en que la mera referencia a una disposición de un tratado ilustre sobre la naturaleza de la obligación de que se trata.

i)
Enumeración de las disposiciones

60.
Las Comunidades Europeas afirman que la mera enumeración de las disposiciones de los tratados no es suficiente en este caso.  Señalan a este respecto que varias de las disposiciones de los tratados identificadas en las solicitudes de establecimiento de un grupo especial contienen una pluralidad de obligaciones.  Específicamente, las Comunidades Europeas hacen referencia a los párrafos 2 y 3 del artículo 2, al párrafo 5 del artículo 5, al artículo 7, al artículo 8, al párrafo 5 del Anexo B y al párrafo 1 b) del Anexo C del Acuerdo MSF, así como al párrafo 9 del artículo 2, a los párrafos 2.2 y 6 del artículo 5 y al artículo 12 del Acuerdo OTC.  Las Comunidades Europeas sostienen que la mera enumeración de las mencionadas disposiciones hace imposible saber cuáles son las obligaciones cuyo incumplimiento se alega.

61.
Las Comunidades Europeas señalan además que varias de las disposiciones enumeradas son mutuamente excluyentes (como las contenidas en el Acuerdo MSF y el Acuerdo OTC) o subordinadas (como las del GATT de 1994 que están relacionadas con las contenidas en los demás Acuerdos de la OMC en cuestión).  Observan que las solicitudes de establecimiento de un grupo especial no explican cómo se articularían las alegaciones.  Por ejemplo, las solicitudes no explican si todas las disposiciones se aplican simultáneamente a diferentes aspectos de las medidas, o si algunas se enumeran sólo subsidiariamente.

62.
Los Estados Unidos señalan que, al citar disposiciones, han aplicado el método siguiente.  Cuando un artículo consta de más de un párrafo, se ha identificado el párrafo.  Cuando un párrafo de un artículo tiene apartados, en la mayoría de los casos se han identificado los apartados.  Observan que hay tres excepciones, a saber, el párrafo 5 del Anexo B del Acuerdo MSF y el párrafo 9 del artículo 2 y el párrafo 6 del artículo 5 del Acuerdo OTC.  Según los Estados Unidos, esas tres excepciones contienen varios apartados que establecen obligaciones relacionadas con la transparencia.  Los Estados Unidos no identificaron apartados concretos porque consideran que las medidas de las CE en litigio son incompatibles con cada uno de los apartados.

63.
Los Estados Unidos también señalan que se han visto obligados a citar disposiciones del Acuerdo MSF y del Acuerdo OTC porque las Comunidades Europeas se han negado a reconocer que la supuesta moratoria esté comprendida en el ámbito del Acuerdo MSF. Según los Estados Unidos, es difícil comprender, por lo tanto, cómo podrían las Comunidades Europeas alegar alguna confusión o perjuicio proveniente del hecho de que se hayan citado disposiciones de ambos Acuerdos.

64.
El Canadá aduce que ha identificado adecuadamente las obligaciones en cuestión.  Señala que, al citar las disposiciones en su solicitud de establecimiento de un grupo especial, aplicó el método siguiente.  Cuando una disposición contenía más de una obligación distinta, el Canadá indicó la obligación específica que consideraba que había sido incumplida haciendo referencia al párrafo o apartado del artículo relativo a la obligación incumplida.  El Canadá indica que hay dos excepciones a esta norma.  La primera:  cuando una disposición contenía más de una obligación y el Canadá consideraba que las medidas en litigio eran incompatibles con todas ellas, el Canadá no especificó los apartados, sino que citó la disposición en conjunto.  La segunda:  en el caso del párrafo 5 del artículo 5 del Acuerdo MSF, el Canadá aduce que está claro que no tenía la intención de plantear una impugnación contra las Comunidades Europeas con respecto a la obligación de éstas de colaborar en la elaboración de directrices que fomenten la aplicación del párrafo 5 del artículo 5.

65.
El Canadá señala además que ni el ESD ni la jurisprudencia de la OMC sugieren que en los casos en que se enumere un gran número de disposiciones sea necesario facilitar más detalles con respecto a las obligaciones en cuestión que en los casos en los que se enumeren pocas disposiciones.

66.
La Argentina señala que su solicitud de establecimiento de un grupo especial es mucho más precisa que su solicitud de celebración de consultas, y aduce que la solicitud de establecimiento detalla suficientemente, indicando el párrafo o el apartado correspondiente, las obligaciones en cuestión.  La Argentina recuerda también que hay grupos especiales que han aceptado que se citen únicamente disposiciones generales, sin exigir que se especifiquen los párrafos.  La Argentina aduce además que no todas las disposiciones mencionadas por las Comunidades Europeas establecen obligaciones diferentes.  Según la Argentina, algunas de estas disposiciones, como el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo MSF, establecen más bien condiciones diferentes que deben satisfacerse para cumplir una obligación.

Enumeración de disposiciones que contienen una pluralidad de obligaciones

67.
El Grupo Especial observa que, con una excepción -el artículo 12 del Acuerdo OTC, al que sólo hace referencia la Argentina-, las solicitudes de establecimiento de un grupo especial citan las disposiciones pertinentes refiriéndose no sólo al artículo, sino también al párrafo correspondiente.  En algunos casos, las disposiciones se citan haciendo referencia al apartado en cuestión.  No obstante, las Comunidades Europeas consideran que, en determinados casos, esto no satisface la prescripción del párrafo 2 del artículo 6 de hacer una breve exposición de los fundamentos de derecho de la reclamación que sea suficiente para presentar el problema con claridad.  Más concretamente, las Comunidades Europeas consideran que las siguientes referencias de las solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas por las partes reclamantes son insuficientes
:

· los párrafos 2 y 3 del artículo 2, el párrafo 5 del artículo 5, el artículo 7, el artículo 8, el párrafo 5 del Anexo B y el párrafo 1 b) del Anexo C del Acuerdo MSF;  y

· el párrafo 9 del artículo 2, los párrafos 2.2 y 6 del artículo 5 y el artículo 12 del Acuerdo OTC.

68.
Estimamos conveniente, a efectos analíticos, clasificar las mencionadas disposiciones en dos categorías.  La primera categoría abarca el párrafo 5 del Anexo B del Acuerdo MSF y el párrafo 9 del artículo 2, el párrafo 6 del artículo 5 y el artículo 12 del Acuerdo OTC.  La estructura de estas disposiciones, en principio, habría permitido una cita más precisa que la que las partes reclamantes decidieron adoptar.  Por ejemplo, a pesar de que el párrafo 9 del artículo 2 del Acuerdo OTC contiene cuatro apartados, las partes reclamantes no especificaron ninguno de ellos en sus solicitudes de establecimiento de un grupo especial.  La segunda categoría comprende los párrafos 2 y 3 del artículo 2, el párrafo 5 del artículo 5, el artículo 7, el artículo 8 y el párrafo 1 b) del Anexo C del Acuerdo MSF y el párrafo 2.2 del artículo 5 del Acuerdo OTC.  Estas disposiciones contienen dos o más obligaciones distintas en un sólo artículo, párrafo o apartado.  Pero estas disposiciones concretas no contienen ningún párrafo (los artículos 7 y 8 del Acuerdo MSF), apartado (los párrafos 2 y 3 del artículo 2 y el párrafo 5 del artículo 5 del Acuerdo MSF) ni subdivisión ulterior (el párrafo 1 b) del Anexo C del Acuerdo MSF y el párrafo 2.2 del artículo 5 del Acuerdo OTC).

69.
Ahora analizaremos por separado las dos categorías mencionadas.

a)
El párrafo 5 del Anexo B del Acuerdo MSF y el párrafo 9 del artículo 2, el párrafo 6 del artículo 5 y el artículo 12 del Acuerdo OTC

70.
Al examinar la primera categoría de disposiciones, señalamos como cuestión inicial que no entendemos que en el informe del Órgano de Apelación sobre Corea - Productos lácteos se haya establecido que la identificación de los números de párrafos concretos sea, ipso facto, suficiente para constituir "una breve exposición de los fundamentos de derecho de la reclamación, que sea suficiente para presentar el problema con claridad" en el sentido del párrafo 2 del artículo 6.  A nuestro juicio, el hecho de que la especificación de los números de los párrafos concretos sea o no suficiente dependerá de las circunstancias propias de cada caso, y especialmente de la medida en que la especificación de esos números de párrafos ilustre sobre la naturaleza de la obligación de que se trate.

71.
Es útil examinar el párrafo 5 del Anexo B del Acuerdo MSF y el párrafo 9 del artículo 2 y el párrafo 6 del artículo 5 del Acuerdo OTC conjuntamente.  Todos ellos contienen cuatro apartados que establecen obligaciones separadas.  Los Estados Unidos y el Canadá han confirmado que en sus respectivas solicitudes de establecimiento de un grupo especial no identificaron los apartados concretos porque consideraban que las medidas concretas en litigio eran incompatibles con cada uno de los cuatro apartados.
  Los Estados Unidos y el Canadá aducen que esto es coherente con el enfoque general que han adoptado respecto de la enumeración de disposiciones en sus solicitudes de establecimiento de un grupo especial.  En esencia, los Estados Unidos y el Canadá aducen que, por regla general, han citado las disposiciones con la precisión que permitía su estructura, es decir, indicando el párrafo o el apartado correspondiente, excepto en casos como el del párrafo 5 del Anexo B del Acuerdo MSF, en los que quisieron alegar una infracción de todos los apartados.  Un examen de las disposiciones enumeradas en las solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas por los Estados Unidos y el Canadá apoya esta interpretación.
  Por consiguiente, aceptamos que, en el contexto específico de las solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas por los Estados Unidos y el Canadá, las referencias al párrafo 5 del Anexo B del Acuerdo MSF y al párrafo 9 del artículo 2 y el párrafo 6 del artículo 5 del Acuerdo OTC son suficientes, en sí mismas, para indicar a las Comunidades Europeas que se alegan infracciones de cada uno de los apartados de esas disposiciones.  Para llegar a esta conclusión, también atribuimos importancia a dos circunstancias adicionales.  En primer lugar, observamos que las disposiciones en cuestión establecen obligaciones relativas a "avisos y observaciones" que, por definición, están interrelacionadas.  En segundo lugar, observamos que ninguno de los apartados de las disposiciones en cuestión parece ser obviamente no pertinente a las reclamaciones que nos ocupan.

72.
A diferencia de los Estados Unidos y el Canadá, la Argentina no ha indicado explícitamente si considera que las medidas concretas en litigio son incompatibles con cada uno de los cuatro apartados del párrafo 5 del Anexo B del Acuerdo MSF y el  párrafo 9 del artículo 2 y el párrafo 6 del artículo 5 del Acuerdo OTC.  La Argentina se ha limitado a decir que ha identificado los números de los párrafos pertinentes y que no hay ninguna prescripción de ir más allá e identificar también los números de los apartados.
  Como hemos indicado supra, no creemos que la identificación de los números de los párrafos baste automáticamente para cumplir las prescripciones mínimas del párrafo 2 del artículo 6.  Sin embargo, también observamos que, en Tailandia - Vigas doble T, el Órgano de Apelación declaró lo siguiente
:

Con respecto al artículo 5 (del Acuerdo Antidumping(, Polonia declaró que "las autoridades tailandesas han iniciado y realizado esta investigación con infracción de las prescripciones en materia de ... procedimiento del artículo VI del GATT de 1994 y [del artículo] 5 ... del Acuerdo Antidumping".  El artículo 5 establece diversas etapas procesales estrechamente relacionadas entre sí que las autoridades investigadoras deben cumplir al iniciar y realizar una investigación antidumping.  En vista del carácter interrelacionado de las obligaciones establecidas en el artículo 5, opinamos que, dados los hechos y circunstancias del presente caso, la referencia de Polonia a las "prescripciones en materia de procedimiento" del artículo 5 era suficiente para cumplir las prescripciones mínimas del párrafo 2 del artículo 6 del ESD.

73.
A nuestro juicio, al igual que las obligaciones en materia de procedimiento del artículo 5 del Acuerdo Antidumping, las obligaciones relativas a "avisos y observaciones" contenidas en el párrafo 5 del Anexo B del Acuerdo MSF y en el párrafo 9 del artículo 2 y el párrafo 6 del artículo 5 del Acuerdo OTC están "estrechamente relacionadas" e "interrelacionad[as]".  Por ejemplo, el apartado d) del párrafo 5 del Anexo B del Acuerdo MSF exige a los Miembros prever un plazo prudencial para que los demás Miembros puedan formular observaciones por escrito sobre una reglamentación en proyecto.  Si esta reglamentación en proyecto no se ha publicado en una etapa temprana, tal como exige el apartado a) del párrafo 5 del Anexo B, ni se ha señalado a la atención de los demás Miembros mediante la notificación exigida en el apartado b) del párrafo 5 del Anexo B, y su texto no se ha facilitado cuando se ha solicitado, tal como dispone el apartado c) del párrafo 5 de dicho Anexo, es difícil imaginar cómo un Miembro interesado podría adquirir conocimiento suficiente del contenido de la reglamentación en proyecto para poder aprovechar la oportunidad de presentar observaciones con arreglo a lo previsto en el apartado d) del párrafo 5 del Anexo B.  En consecuencia, consideramos que el hecho de que la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por la Argentina identifique los números de los artículos y los párrafos pertinentes ilustra sobre "la naturaleza de la obligación de que se trata"
 lo suficiente para cumplir las prescripciones mínimas del párrafo 2 del artículo 6.

74.
Pasamos ahora al artículo 12 del Acuerdo OTC, que sólo está enumerado en la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por la Argentina.  El artículo 12 se titula "Trato especial y diferenciado para los países en desarrollo Miembros".  Contiene 10 párrafos distintos.  No obstante, en respuesta a una pregunta del Grupo Especial, la Argentina afirmó que el artículo 12 no contenía una pluralidad de obligaciones, sino más bien una única obligación de otorgar a los países en desarrollo Miembros un trato diferenciado y más favorable "en virtud de varias prescripciones que deberán cumplirse".
  En apoyo de esta opinión, la Argentina se refiere al párrafo 1 del artículo 12, que dispone que los "Miembros otorgarán a los países en desarrollo Miembros [...] un trato diferenciado y más favorable, tanto en virtud de las disposiciones siguientes como de las demás disposiciones pertinentes contenidas en otros artículos del presente Acuerdo".

75.
No consideramos que el texto del párrafo 1 del artículo 12 apoye la opinión de la Argentina de que dicho artículo contiene una única obligación y no varias obligaciones distintas.  Por ejemplo, el párrafo 3 del artículo 12 exige que, cuando preparen o apliquen reglamentos técnicos, normas y procedimientos para la evaluación de la conformidad, los Miembros tengan en cuenta las necesidades especiales de los países en desarrollo Miembros.  Esta obligación es claramente muy diferente de, por ejemplo, la establecida en el párrafo 10 del artículo 12, que exige al Comité de Obstáculos Técnicos al Comercio examinar periódicamente el trato especial y diferenciado que se otorgue a los países en desarrollo Miembros tanto en el plano nacional como en el internacional.

76.
La solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por la Argentina hace referencia al artículo 12, pero no especifica números de párrafos concretos.  Recordamos que el Órgano de Apelación ha dejado muy claro que es importante que las solicitudes de establecimiento de un grupo especial identifiquen con precisión el fundamento jurídico de la reclamación pertinente.
  Hemos pedido a la Argentina que indique por qué hizo referencia al artículo 12 sin especificar ningún número de párrafo.  Ha respondido que ello se debió a que, durante las consultas, las Comunidades Europeas no contestaron a la pregunta de la Argentina "relativa a la obligación general que establece el artículo 12 [...] sobre el modo en que las CE deben proceder con respecto a la Argentina en relación con el tratamiento y la aprobación de productos agrícolas biotecnológicos".
  Reconocemos que es posible que el hecho de que una parte demandada no coopere con prontitud afecte a la claridad con que una parte reclamante puede exponer sus alegaciones en una solicitud de establecimiento de un grupo especial.
  Sin embargo, la Argentina no ha aportado ninguna prueba que nos permita determinar que las Comunidades Europeas no respondieron a la pregunta de la Argentina.  Tampoco nos queda claro a la vista de la respuesta de la Argentina exactamente cómo la supuesta falta de cooperación por parte de las Comunidades Europeas afectó a la precisión con que la Argentina identificó las obligaciones en cuestión.

77.
Observamos que las Comunidades Europeas reconocen que, de las varias obligaciones que establece el artículo 12, cuatro son potencialmente pertinentes a la reclamación de la Argentina.
  En nuestra opinión, las obligaciones potencialmente pertinentes son las contenidas en los párrafos 1, 2, 3 y 7 del artículo 12.
  El párrafo 1 del artículo 12 es pertinente siempre que se infringe una de las demás disposiciones de dicho artículo, como sus párrafos 2, 3 y 7.  El párrafo 3 del artículo 12 constituye una aplicación específica de la obligación prevista en el párrafo 2 del mismo artículo de tener en cuenta las necesidades de los países en desarrollo al aplicar el Acuerdo OTC en el plano nacional.  Sin embargo, por lo que respecta al párrafo 7 del artículo 12, queda claro, tras un examen más detenido, que esa disposición no puede razonablemente ser considerada aplicable en la presente diferencia.  El párrafo 7 del artículo 12 exige a las Comunidades Europeas que proporcionen asistencia técnica a los países en desarrollo Miembros.  Pero la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por la Argentina no contiene una impugnación contra las Comunidades Europeas por no prestar asistencia técnica.  La solicitud sólo hace referencia a que las Comunidades Europeas supuestamente no consideraron solicitudes de aprobación de productos biotecnológicos.  A la luz de los elementos mencionados, y en particular del hecho de que los párrafos 4 y 10 del artículo 12 no son aplicables en esta diferencia, de la similitud sustantiva entre los párrafos 2 y 3 del artículo 12 indicada supra y del hecho de que el párrafo 1 del artículo 12 incorpora por referencia las obligaciones establecidas en los párrafos 2 y 3 del artículo 12, consideramos que la referencia de la Argentina al artículo 12 ilustra sobre "la naturaleza de la obligación de que se trata"
 lo suficiente para que las Comunidades Europeas puedan comenzar a preparar su defensa.  Por consiguiente, constatamos que, en las circunstancias específicas del presente caso, la referencia al artículo 12 es suficiente para cumplir las prescripciones mínimas del párrafo 2 del artículo 6.

b)
Los párrafos 2 y 3 del artículo 2, el párrafo 5 del artículo 5, el artículo 7, el artículo 8 y el párrafo 1 b) del Anexo C del Acuerdo MSF y el párrafo 2.2 del artículo 5 del Acuerdo OTC

78.
Ahora abordaremos la segunda categoría de disposiciones.  Como se recordará, esta categoría comprende disposiciones que contienen dos o más obligaciones distintas en un solo artículo, párrafo o apartado, pero no contienen ningún párrafo, apartado ni subdivisión ulterior.  La Argentina aduce, sin entrar en muchos detalles, que, en tales casos, no hay ninguna obligación de identificar cláusulas o subcláusulas específicas dentro de un artículo, párrafo o apartado.  Los Estados Unidos señalan a este respecto que no tienen conocimiento de ningún informe del grupo especial o del Órgano de Apelación que haya considerado que una solicitud de establecimiento de un grupo especial era defectuosa por no citar cláusulas o subcláusulas específicas dentro de un artículo, párrafo o apartado.

79.
No consideramos que, a los efectos de una investigación en el marco del párrafo 2 del artículo 6, la estructura de las disposiciones contenidas en los Acuerdos de la OMC constituya algún tipo de "cláusula de resguardo", de modo que siempre baste con especificar los números de los apartados en los casos en que una disposición tenga varios apartados, etc.  A nuestro juicio, el hecho de que una manera determinada de citar disposiciones sea o no suficiente dependerá de las circunstancias propias de cada caso, y especialmente de la medida en que la cita en cuestión ilustre sobre la naturaleza de la obligación de que se trate.  Habiendo dicho esto, consideramos que el hecho de que dos o más obligaciones distintas figuren, por ejemplo, en un mismo apartado puede proporcionar una clara indicación de que la naturaleza de esas obligaciones es muy similar.  En tales casos, la especificación del número del apartado pertinente puede ilustrar sobre la naturaleza de la obligación de que se trate lo suficiente para cumplir la norma mínima de precisión exigida en el párrafo 2 del artículo 6.

80.
En el presente caso, las Comunidades Europeas han identificado varias disposiciones respecto de las que consideran que no basta con citarlas ateniéndose al nivel máximo de precisión previsto en la estructura del acuerdo pertinente.  Habida cuenta de esta afirmación, estimamos procedente realizar un análisis disposición por disposición.

81.
Comenzamos nuestro análisis con el párrafo 1 b) del Anexo C del Acuerdo MSF y el párrafo 2.2 del artículo 5 del Acuerdo OTC.  Analizamos estas disposiciones conjuntamente, porque su texto es casi idéntico.  Ambas disposiciones contienen varias subcláusulas que prevén determinadas obligaciones de procedimiento que deben observar los Miembros al aplicar los procedimientos de aprobación o de evaluación de la conformidad.  Los Estados Unidos y el Canadá aducen que en sus respectivas solicitudes de establecimiento de un grupo especial no identificaron subcláusulas específicas porque consideraban que las medidas concretas en litigio eran incompatibles con cada una de las subcláusulas de las disposiciones en cuestión.
  La Argentina no ha indicado explícitamente si considera que las medidas concretas en litigio son incompatibles con cada una de las subcláusulas del párrafo 1 b) del Anexo C y del párrafo 2.2 del artículo 5.  Se ha limitado a decir que ha identificado los números de los párrafos pertinentes en su solicitud de establecimiento de un grupo especial y que no hay ninguna prescripción de ir más allá e identificar también las subcláusulas concretas.
  En nuestra opinión, de manera muy parecida al caso de las obligaciones relativas a "avisos y observaciones" contenidas en el párrafo 5 del Anexo B del Acuerdo MSF y en el párrafo 9 del artículo 2 y el párrafo 6 del artículo 5 del Acuerdo OTC, las diversas obligaciones de procedimiento previstas en el párrafo 1 b) del Anexo C y en el párrafo 2.2 del artículo 5 están estrechamente relacionadas e interrelacionadas.  Por lo tanto, consideramos que el hecho de que las solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas por las partes reclamantes identifiquen los números de los artículos y párrafos pertinentes ilustra sobre "la naturaleza de la obligación de que se trata"
 lo suficiente para cumplir las prescripciones mínimas del párrafo 2 del artículo 6.

82.
El párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo MSF al parecer prevé tres obligaciones "básic[a]s" diferentes:  1) que las MSF deben aplicarse sólo "en cuanto sea[n] necesaria[s]" para proteger la vida o la salud, 2) que deben estar "basada[s] en principios científicos" y 3) que no deben "manten[erse] sin testimonios científicos suficientes".  Las tres obligaciones contenidas en el párrafo 2 del artículo 2 se desarrollan en mayor medida y se aplican en distintas disposiciones del Acuerdo MSF, a saber, los párrafos 1, 2 y 6 del artículo 5.
  Observamos que todas las partes reclamantes han enumerado los párrafos 1, 2 y 6 del artículo 5 en sus solicitudes de establecimiento de un grupo especial como fundamentos de derecho distintos.  En consecuencia, consideramos que, de las solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas por las partes reclamantes, se desprende con suficiente claridad que cada una de las obligaciones contenidas en el párrafo 2 del artículo 2 es objeto de las tres reclamaciones.  Por consiguiente, constatamos que, en las circunstancias del presente caso, la referencia al párrafo 2 del artículo 2 es suficiente para cumplir las prescripciones mínimas del párrafo 2 del artículo 6.

83.
El párrafo 3 del artículo 2 del Acuerdo MSF dispone que las MSF no deben discriminar de manera arbitraria o injustificable entre Miembros y que no deben utilizarse de manera que constituyan una restricción encubierta del comercio.  Para abordar la suficiencia de una enumeración del párrafo 3 del artículo 2, consideramos pertinente el hecho de que todas las partes reclamantes hayan enumerado también el párrafo 1 del artículo I, el párrafo 4 del artículo III y el párrafo 1 del artículo XI del GATT de 1994 como fundamentos de derecho de sus reclamaciones.  El párrafo 1 del artículo I y el párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994 prohíben determinadas formas de discriminación contra los productos extranjeros, mientras que el párrafo 1 del artículo XI del GATT de 1994 prohíbe las restricciones cuantitativas a la importación.  Consideramos que, de las referencias a estas disposiciones del GATT de 1994, puede inferirse que las dos obligaciones previstas en el párrafo 3 del artículo 2 -a saber, la obligación de evitar la discriminación arbitraria o injustificable y la obligación de no aplicar MSF de manera que constituyan una restricción encubierta del comercio- son objeto de las tres reclamaciones.  Por consiguiente, constatamos que, en las circunstancias del presente caso, la referencia al párrafo 3 del artículo 2 es suficiente para cumplir las prescripciones mínimas del párrafo 2 del artículo 6.

84.
El párrafo 5 del artículo 5 del Acuerdo MSF obliga a los Miembros 1) a evitar distinciones arbitrarias o injustificables en los niveles de protección sanitaria o fitosanitaria que consideren adecuados en diferentes situaciones y 2) a colaborar en el Comité de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias para elaborar directrices que fomenten la aplicación práctica de ese párrafo.  Ninguna de las tres solicitudes de establecimiento de un grupo especial sugiere que las Comunidades Europeas sean objeto de impugnación respecto de una falta de colaboración en la elaboración de determinadas directrices.  De hecho, como ha señalado el Canadá, los Miembros ya han cumplido su obligación colectiva de elaborar directrices apropiadas.
  Por tanto, está claro que la obligación que es objeto de las tres solicitudes de establecimiento de un grupo especial es la de evitar distinciones arbitrarias o injustificables en los niveles de protección sanitaria o fitosanitaria.  Por consiguiente, consideramos que la referencia al párrafo 5 del artículo 5 que hacen las solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas por las partes reclamantes es suficiente para cumplir las prescripciones mínimas del párrafo 2 del artículo 6.

85.
El artículo 7 del Acuerdo MSF impone a los Miembros la obligación de notificar las modificaciones de las MSF y facilitar información sobre las MSF de conformidad con las disposiciones del Anexo B del Acuerdo MSF.  Por lo que se refiere a la obligación de "facilitar[] información" sobre las MSF, observamos que las partes reclamantes han especificado en sus solicitudes de establecimiento de un grupo especial las disposiciones concretas del Anexo B que consideran infringidas.  En consecuencia, creemos que está claro que la referencia al artículo 7 no puede considerarse una indicación de que las partes reclamantes alegan infracciones de todas las disposiciones del Anexo B.  En lo que respecta a la obligación de "notificar[] las modificaciones" de las MSF, señalamos que no es necesario, a los efectos de nuestra resolución preliminar, determinar si esa obligación se desarrolla, o no, en el Anexo B.  Consideramos que la naturaleza de esa obligación es muy similar a la de la otra obligación prevista en el artículo 7, es decir, la obligación de "facilitar[] información" sobre las MSF de conformidad con el Anexo B.  Por consiguiente, opinamos que la referencia al artículo 7 que hacen las solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas por las partes reclamantes ilustra sobre "la naturaleza de la obligación de que se trata"
 lo suficiente para cumplir las prescripciones mínimas del párrafo 2 del artículo 6.

86.
El artículo 8 del Acuerdo MSF exige a los Miembros que observen las disposiciones del Anexo C al aplicar procedimientos de control, inspección y aprobación y se aseguren en lo demás de que sus procedimientos no sean incompatibles con el Acuerdo MSF.  También aquí parece claro que no se puede entender que las partes reclamantes aleguen infracciones de todas las disposiciones del Anexo C, dado que han especificado disposiciones concretas del Anexo C que consideran infringidas.  Por lo que se refiere a la obligación de "asegur[arse] en lo demás" del cumplimiento del Acuerdo MSF, consideramos que, en vista de que la naturaleza de esta obligación es muy similar a la de la obligación de observar las disposiciones del Anexo C, la referencia al artículo 7 que hacen las solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas por las partes reclamantes es suficiente para cumplir las prescripciones mínimas del párrafo 2 del artículo 6.

Enumeración de disposiciones que son mutualmente excluyentes o están sujetas a otras disposiciones

87.
Señalamos que otra preocupación expresada por las Comunidades Europeas se refiere al hecho de que las solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas por las partes reclamantes enumeran determinadas disposiciones que son mutuamente excluyentes (como las contenidas en el Acuerdo MSF y el Acuerdo OTC) o de otro modo guardan entre sí una relación claramente definida (como las disposiciones del GATT de 1994 que están relacionadas con las contenidas en los demás Acuerdos de la OMC en cuestión).  Según las Comunidades Europeas, como estas disposiciones han sido meramente enumeradas, no está claro si se alega que son aplicables a diferentes aspectos de la misma medida, o si se alega que algunas de ellas son aplicables sólo si el Grupo Especial determina que otras disposiciones enumeradas no son aplicables.

88.
Recordamos que, de conformidad con el párrafo 2 del artículo 6, las solicitudes de establecimiento de un grupo especial han de hacer una breve exposición de los fundamentos de derecho de la reclamación que sea suficiente para presentar el problema con claridad.  Por lo tanto, la prescripción consiste en indicar claramente cuáles son los supuestos fundamentos de derecho de la reclamación.
  Ni el texto del párrafo 2 del artículo 6 ni la jurisprudencia pertinente sugieren que sea necesario que una parte reclamante explique, en la solicitud de establecimiento de un grupo especial, las razones para identificar determinadas disposiciones de tratado.  La parte reclamante ha de dar esa explicación mediante los argumentos que desarrollará en sus comunicaciones escritas y declaraciones orales.
  En consecuencia, no consideramos que las solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas por las partes reclamantes sean defectuosas porque no expliquen el motivo por el que se enumeran determinadas disposiciones, aun cuando esas disposiciones puedan ser mutuamente excluyentes o puedan aplicarse con sujeción a otras disposiciones.  Tampoco consideramos que las solicitudes de establecimiento de un grupo especial sean defectuosas porque no dejen claro si se alega que todas las disposiciones enumeradas son aplicables al mismo aspecto de una medida determinada, o si se alega que algunas disposiciones son aplicables a diferentes aspectos de la misma medida.  Basta recordar a este respecto que no es necesario que una solicitud de establecimiento de un grupo especial exponga argumentos "acerca de cuáles son los aspectos concretos de las medidas en cuestión en relación con las disposiciones concretas de [los] acuerdos (cuya infracción se alega(".

ii)
Indicación de qué medidas infringen qué disposiciones

89.
Las Comunidades Europeas aducen que, cuando una solicitud de establecimiento de un grupo especial abarca varias medidas, debería indicar qué disposiciones pueden ser pertinentes para el examen de cada medida, quizá describiendo los aspectos sustantivos o los efectos de las medidas que supuestamente infringen esas disposiciones.  Las Comunidades Europeas aducen que las solicitudes de establecimiento de un grupo especial no proporcionan la más mínima explicación en ese sentido.  Las Comunidades Europeas afirman que no tienen para nada claro qué disposiciones se alega que han sido infringidas y cuáles son las medidas que las han infringido.

90.
Las Comunidades Europeas afirman además que el hecho de que se hayan enumerado más de 60 obligaciones significa que, en total, podría haber más de 3.000 alegaciones con respecto a las que las Comunidades Europeas podrían tener que preparar una defensa.  Consideran que tienen derecho a saber qué causa tendrán que defender.  En opinión de las Comunidades Europeas, la solicitud de establecimiento de un grupo especial debe contener la información necesaria.

91.
Los Estados Unidos aducen que en su solicitud de establecimiento de un grupo especial se alega claramente que cada una de las medidas de las CE enumeradas infringe cada una de las disposiciones citadas en dicha solicitud.  Según los Estados Unidos, los términos utilizados -"Dichas medidas parecen ser incompatibles con las disposiciones siguientes (...("- relacionan claramente las medidas abarcadas con las infracciones que se alegan.

92.
Los Estados Unidos aducen además que las Comunidades Europeas exageran el número de obligaciones abarcado por la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por ellos.  Sostienen también que el párrafo 2 del artículo 6 no impone una norma totalmente diferente a una solicitud de establecimiento por el hecho de que la parte demandada haya cometido infracciones de numerosas disposiciones de la OMC.  Por último, los Estados Unidos prevén que, en el curso del procedimiento del Grupo Especial, no todas las infracciones de las disposiciones mencionadas en su solicitud de establecimiento recibirán el mismo grado de atención.

93.
El Canadá recuerda que en su solicitud de establecimiento de un grupo especial se indica que "[d]ichas medidas son incompatibles con las obligaciones que incumben a las CE", y a continuación se especifican las disposiciones que se están infringiendo.  También señala que la enumeración de las disposiciones concretas cuya infracción se alega tiene que interpretarse teniendo en cuenta el contexto general de la solicitud de establecimiento de un grupo especial.  Según el Canadá, evidentemente algunas disposiciones tienen relación con algunas alegaciones y también evidentemente no tienen relación con otras.  Concretamente, el Canadá aduce que las disposiciones que establecen obligaciones procesales relativas a los procedimientos de aprobación y de evaluación de la conformidad (el artículo 8 y los párrafos 1) a), 1 b), 1) c) y 1 e) del Anexo C del Acuerdo MSF y los párrafos 1, 2.1, 2.2, 2.3, 6 y 8 del artículo 5 del Acuerdo OTC) no tienen relación con las medidas nacionales de los Estados miembros de las CE que prohíben productos ya aprobados por las Comunidades Europeas.  El Canadá sostiene que tienen relación únicamente con las medidas que afectan al funcionamiento de los procedimientos de aprobación previa a la comercialización de las Comunidades Europeas.

94.
El Canadá aduce además que las Comunidades Europeas se equivocan al sugerir que la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por el Canadá "debería indicar qué disposiciones pueden ser pertinentes para el examen de cada medida, quizá describiendo los aspectos sustantivos o los efectos de las medidas que supuestamente infringen esas disposiciones".  El Canadá sostiene que, de lo que se quejan aquí las Comunidades Europeas, es de que no haya indicado los argumentos jurídicos que pretende plantear, y ello es algo que, según la jurisprudencia, el Canadá no está obligado a hacer en su solicitud de establecimiento.

95.
La Argentina sostiene que su solicitud de establecimiento de un grupo especial es clara en relación con el nexo entre las disposiciones cuya infracción se alega y las medidas en litigio.  La Argentina sostiene también que la manera en que se infringen las disposiciones enumeradas es una cuestión que ha de exponerse en su Primera comunicación escrita y en sus declaraciones posteriores.

96.
El Grupo Especial observa que el Grupo Especial que examinó el asunto Canadá - Exportaciones de trigo e importaciones de grano también abordó la cuestión de si una solicitud de establecimiento de un grupo especial determinada dejaba claro qué medidas se alegaba que infringían qué disposiciones.  El Grupo Especial que se ocupó de ese caso llegó a la siguiente conclusión:

No estamos de acuerdo con la afirmación del Canadá en el sentido de que la solicitud de establecimiento de un grupo especial no aclaraba qué leyes, reglamentos o medidas son incompatibles con cada una de las obligaciones.  En la solicitud de establecimiento de un grupo especial se indica que "las leyes, reglamentos y medidas del Gobierno del Canadá y la Junta Canadiense del Trigo relativas a las exportaciones de trigo parecen ser [...] incompatibles con el párrafo 1 b) del artículo XVII del GATT de 1994 [...]" (sin cursivas en el original).  Esta redacción nos sugiere -y consideramos que debe sugerir también al Canadá y a los terceros- que los Estados Unidos posiblemente quisieron alegar ante nosotros que cada una de las tres categorías de medidas identificadas -leyes, reglamentos y medidas- es incompatible con las dos obligaciones que establece el párrafo 1 b) del artículo XVII.  En nuestra opinión, esta forma de presentar la alegación con respecto al artículo XVII no tiene por consecuencia que el Canadá no supiera a qué asunto tenía que responder y por consiguiente no pudiera comenzar a preparar su defensa, ni que los terceros no estuvieran informados de los fundamentos de derecho de la reclamación y carecieran así de la oportunidad de responder efectivamente a la reclamación de los Estados Unidos.

97.
En el presente caso, cada una de las tres solicitudes de establecimiento de un grupo especial expone las tres medidas distintas de las CE que están en litigio
 y a continuación dice lo siguiente:

a)
"Dichas medidas parecen ser incompatibles con las disposiciones siguientes [...]" (solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos)
;

b)
"Las medidas infringen las siguientes disposiciones [...]" (solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por el Canadá)
;  y

c)
"Las medidas en cuestión de las Comunidades Europeas y de varios de sus Estados miembros están infringiendo las siguientes normas [...]" (solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por la Argentina).

98.
Por consiguiente, de modo similar a lo que ocurrió en el asunto Canadá - Exportaciones de trigo e importaciones de grano, el texto de las solicitudes de establecimiento de un grupo especial en el presente caso sugiere que cada una de las medidas en litigio indicada en las tres solicitudes es incompatible con cada una de las disposiciones identificada en las tres solicitudes.

99.
Refiriéndose a su propia solicitud, el Canadá señala, sin embargo, que las disposiciones que establecen obligaciones procesales relativas a los procedimientos de aprobación y de evaluación de la conformidad "evidentemente no tienen relación" con la tercera medida de las CE identificada en su solicitud de establecimiento de un grupo especial, a saber, las prohibiciones de la comercialización y la importación supuestamente mantenidas por determinados Estados miembros de las CE, porque esas medidas de los Estados miembros prohíben productos biotecnológicos que ya han aprobado las Comunidades Europeas.
  Ni los Estados Unidos ni la Argentina han expresado la opinión de que las disposiciones procesales a que hace referencia el Canadá "evidentemente no tienen relación" con las supuestas prohibiciones de los Estados miembros de la comercialización y la importación que también impugnan en sus respectivas solicitudes.  Pero los Estados Unidos han señalado que "en la actualidad no tienen la intención de llevar adelante sus alegaciones de que los procedimientos utilizados en la adopción de las prohibiciones nacionales de la comercialización y la importación incumplen las obligaciones de las CE en el marco de la OMC" (sin cursivas en el original).
  Esta afirmación sugiere que, inicialmente, los Estados Unidos pueden haber querido llevar adelante dichas alegaciones.  También sugiere que la falta de relación de las disposiciones procesales en cuestión con la tercera medida de las CE abarcada por las tres solicitudes de establecimiento de un grupo especial quizá no sea tan evidente como el Canadá da a entender.

100.
Como hemos señalado antes, las tres solicitudes de establecimiento de un grupo especial, tal como están redactadas, indican que se alega que cada una de las medidas objeto de dichas solicitudes infringe cada una de las disposiciones identificadas.  Por consiguiente, consideramos que las alegaciones que podrían llevarse adelante están "identificadas suficientemente en la[s] solicitud[es] de establecimiento de un grupo especial"
, y que las Comunidades Europeas conocen las alegaciones a las que quizá tengan que responder y pueden comenzar a preparar su defensa basándose en ese conocimiento.  Si el Canadá nunca tuvo la intención de alegar que las prohibiciones de la comercialización y la importación supuestamente mantenidas por determinados Estados miembros de las CE infringen las disposiciones que establecen obligaciones procesales relativas a los procedimientos de aprobación y de evaluación de la conformidad, cabe sostener que su solicitud de establecimiento de un grupo especial podría haberlo indicado con más claridad.  Tal como está redactada actualmente, la solicitud canadiense deja pocas dudas de que el Canadá puede haber deseado llevar adelante esa alegación.

101.
Las Comunidades Europeas han observado que, si las solicitudes de establecimiento de un grupo especial se interpretaran en el sentido de que se alega que cada una de las medidas identificadas infringe cada una de las disposiciones enumeradas, las Comunidades Europeas podrían tener que comenzar a preparar una defensa contra un gran número de alegaciones.  Estamos de acuerdo.
  Sin embargo, no creemos que este hecho respalde una lectura diferente de las solicitudes de establecimiento de un grupo especial.  Tampoco creemos que signifique que el parámetro jurídico de claridad que debe aplicarse a dichas solicitudes de establecimiento sea más estricto de lo que habría sido si las solicitudes hubieran identificado menos alegaciones.  Habiendo dicho esto, indudablemente compartimos la opinión de las Comunidades Europeas de que, cuando en una solicitud de establecimiento de un grupo especial se expone un gran número de alegaciones, es especialmente importante que la parte reclamante identifique las alegaciones que desee llevar adelante con la mayor claridad posible.

102.
Las Comunidades Europeas sugieren también que las solicitudes de establecimiento de un grupo especial deberían haber descrito y explicado "los aspectos sustantivos o los efectos de las medidas que supuestamente infringen esas disposiciones".  Una vez más, estamos de acuerdo en que es deseable que una parte reclamante facilite este tipo de información en su solicitud de establecimiento de un grupo especial.  No obstante, recordamos que, en el asunto CE - Banano III, el Órgano de Apelación coincidió con el Grupo Especial que se ocupó de ese caso en que no es necesario que una solicitud de establecimiento de un grupo especial exponga los argumentos "acerca de cuáles son los aspectos concretos de las medidas en cuestión en relación con las disposiciones concretas de [los] acuerdos".

iii)
Conclusión

103.
A la luz de las anteriores consideraciones
, el Grupo Especial concluye que las Comunidades Europeas no han establecido que ninguna de las solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas por las partes reclamantes incumpla la prescripción del párrafo 2 del artículo 6 de que las solicitudes de establecimiento de un grupo especial hagan una breve exposición de los fundamentos de derecho de la reclamación que sea suficiente para presentar el problema con claridad.

5.
Conclusión general

104.
Habida cuenta de las conclusiones a que hemos llegado en las secciones 4 y 5 supra, no hay necesidad de examinar la cuestión del perjuicio sufrido, en su caso, por las Comunidades Europeas como consecuencia de la(s) solicitud(es) de establecimiento de un grupo especial supuestamente defectuosa(s).

105.
Por consiguiente, llegamos a la conclusión general de que las Comunidades Europeas no han establecido que ninguna de las solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas por las partes reclamantes, según su texto y a la luz de las circunstancias del caso, sea incompatible con el párrafo 2 del artículo 6 del ESD.  En consecuencia, rechazamos la solicitud de las Comunidades Europeas de que emitamos una resolución preliminar en el sentido de que las solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas por las partes reclamantes no cumplen las prescripciones del párrafo 2 del artículo 6 del ESD.

_______________
ANEXO

Disposiciones del Acuerdo MSF y del Acuerdo OTC mencionadas
por las Comunidades Europeas

a)
Acuerdo MSF

i)
Párrafo 2 del artículo 2

Los Miembros se asegurarán de que cualquier medida sanitaria o fitosanitaria sólo se aplique en cuanto sea necesaria para proteger la salud y la vida de las personas y de los animales o para preservar los vegetales, de que esté basada en principios científicos y de que no se mantenga sin testimonios científicos suficientes, a reserva de lo dispuesto en el párrafo 7 del artículo 5.

ii)
Párrafo 3 del artículo 2

Los Miembros se asegurarán de que sus medidas sanitarias y fitosanitarias no discriminen de manera arbitraria o injustificable entre Miembros en que prevalezcan condiciones idénticas o similares, ni entre su propio territorio y el de otros Miembros.  Las medidas sanitarias y fitosanitarias no se aplicarán de manera que constituyan una restricción encubierta del comercio internacional.

iii)
Párrafo 5 del artículo 5

Con objeto de lograr coherencia en la aplicación del concepto de nivel adecuado de protección sanitaria o fitosanitaria contra los riesgos tanto para la vida y la salud de las personas como para las de los animales o la preservación de los vegetales, cada Miembro evitará distinciones arbitrarias o injustificables en los niveles que considere adecuados en diferentes situaciones, si tales distinciones tienen por resultado una discriminación o una restricción encubierta del comercio internacional.  Los Miembros colaborarán en el Comité, de conformidad con los párrafos 1, 2 y 3 del artículo 12, para elaborar directrices que fomenten la aplicación práctica de la presente disposición.  Al elaborar esas directrices el Comité tendrá en cuenta todos los factores pertinentes, con inclusión del carácter excepcional de los riesgos para la salud humana a los que las personas se exponen por su propia voluntad.

iv)
Artículo 7

Los Miembros notificarán las modificaciones de sus medidas sanitarias o fitosanitarias y facilitarán información sobre sus medidas sanitarias o fitosanitarias de conformidad con las disposiciones del Anexo B.

v)
Artículo 8

Los Miembros observarán las disposiciones del Anexo C al aplicar procedimientos de control, inspección y aprobación, con inclusión de los sistemas nacionales de aprobación del uso de aditivos o de establecimiento de tolerancias de contaminantes en los productos alimenticios, en las bebidas o en los piensos, y se asegurarán en lo demás de que sus procedimientos no sean incompatibles con las disposiciones del presente Acuerdo.

vi)
Párrafo 5 del Anexo B

En todos los casos en que no exista una norma, directriz o recomendación internacional, o en que el contenido de una reglamentación sanitaria o fitosanitaria en proyecto no sea en sustancia el mismo que el de una norma, directriz o recomendación internacional, y siempre que esa reglamentación pueda tener un efecto significativo en el comercio de otros Miembros, los Miembros:

a)
publicarán un aviso, en una etapa temprana, de modo que el proyecto de establecer una determinada reglamentación pueda llegar a conocimiento de los Miembros interesados;

b)
notificarán a los demás Miembros, por conducto de la Secretaría, cuáles serán los productos abarcados por la reglamentación, indicando brevemente el objetivo y la razón de ser de la reglamentación en proyecto.  Estas notificaciones se harán en una etapa temprana, cuando puedan aún introducirse modificaciones y tenerse en cuenta las observaciones que se formulen;

c)
facilitarán a los demás Miembros que lo soliciten el texto de la reglamentación en proyecto y señalarán, siempre que sea posible, las partes que en sustancia difieran de las normas, recomendaciones o directrices internacionales;

d)
sin discriminación alguna, preverán un plazo prudencial para que los demás Miembros puedan formular observaciones por escrito, mantendrán conversaciones sobre esas observaciones si así se les solicita y tomarán en cuenta las observaciones y los resultados de las conversaciones.

vii)
Párrafo 1 b) del Anexo C

Con respecto a todos los procedimientos para verificar y asegurar el cumplimiento de las medidas sanitarias y fitosanitarias, los Miembros se asegurarán:  [...] de que se publique el período normal de tramitación de cada procedimiento o se comunique al solicitante, previa petición, el período de tramitación previsto;  de que, cuando reciba una solicitud, la institución competente examine prontamente si la documentación está completa y comunique al solicitante todas las deficiencias de manera precisa y completa;  de que la institución competente transmita al solicitante lo antes posible los resultados del procedimiento de una manera precisa y completa, de modo que puedan tomarse medidas correctivas si fuera necesario;  de que, incluso cuando la solicitud presente deficiencias, la institución competente siga el procedimiento hasta donde sea viable, si así lo pide el solicitante;  y de que, previa petición, se informe al solicitante de la fase en que se encuentra el procedimiento, explicándole los eventuales retrasos;

b)
Acuerdo OTC

i)
Párrafo 9 del artículo 2

En todos los casos en que no exista una norma internacional pertinente o en que el contenido técnico de un reglamento técnico en proyecto no esté en conformidad con el contenido técnico de las normas internacionales pertinentes, y siempre que dicho reglamento técnico pueda tener un efecto significativo en el comercio de otros Miembros, los Miembros:

2.9.1
anunciarán mediante un aviso en una publicación, en una etapa convenientemente temprana, de modo que pueda llegar a conocimiento de las partes interesadas de los demás Miembros, que proyectan introducir un determinado reglamento técnico;

2.9.2
notificarán a los demás Miembros, por conducto de la Secretaría, cuáles serán los productos abarcados por el reglamento técnico en proyecto, indicando brevemente su objetivo y razón de ser.  Tales notificaciones se harán en una etapa convenientemente temprana, cuando puedan aún introducirse modificaciones y tenerse en cuenta las observaciones que se formulen;

2.9.3
previa solicitud, facilitarán a los demás Miembros detalles sobre el reglamento técnico en proyecto o el texto del mismo y señalarán, siempre que sea posible, las partes que en sustancia difieran de las normas internacionales pertinentes;

2.9.4
sin discriminación alguna, preverán un plazo prudencial para que los demás Miembros puedan formular observaciones por escrito, mantendrán conversaciones sobre esas observaciones si así se les solicita, y tomarán en cuenta dichas observaciones escritas y los resultados de dichas conversaciones.

ii)
Párrafo 2.2 del artículo 5

Al aplicar las disposiciones del párrafo 1, los Miembros se asegurarán de que:  [...] se publique el período normal de tramitación de cada procedimiento de evaluación de la conformidad o se comunique al solicitante, previa petición, el período de tramitación previsto;  de que, cuando reciba una solicitud, la institución competente examine prontamente si la documentación está completa y comunique al solicitante todas las deficiencias de manera precisa y completa;  de que la institución competente transmita al solicitante lo antes posible los resultados de la evaluación de una manera precisa y completa, de modo que puedan tomarse medidas correctivas si fuera necesario;  de que, incluso cuando la solicitud presente deficiencias, la institución competente siga adelante con la evaluación de la conformidad hasta donde sea viable, si así lo pide el solicitante;  y de que, previa petición, se informe al solicitante de la fase en que se encuentra el procedimiento, explicándole los eventuales retrasos;

iii)
Párrafo 6 del artículo 5

En todos los casos en que no exista una orientación o recomendación pertinente de una institución internacional con actividades de normalización o en que el contenido técnico de un procedimiento de evaluación de la conformidad en proyecto no esté en conformidad con las orientaciones o recomendaciones pertinentes de instituciones internacionales con actividades de normalización, y siempre que el procedimiento de evaluación de la conformidad pueda tener un efecto significativo en el comercio de otros Miembros, los Miembros:

5.6.1
anunciarán mediante un aviso en una publicación, en una etapa convenientemente temprana, de modo que pueda llegar a conocimiento de las partes interesadas de los demás Miembros, que proyectan introducir un determinado procedimiento de evaluación de la conformidad;

5.6.2
notificarán a los demás Miembros, por conducto de la Secretaría, cuáles serán los productos abarcados por el procedimiento de evaluación de la conformidad en proyecto, indicando brevemente su objetivo y razón de ser.  Tales notificaciones se harán en una etapa convenientemente temprana, cuando puedan aún introducirse modificaciones y tenerse en cuenta las observaciones que se formulen;

5.6.3
previa solicitud, facilitarán a los demás Miembros detalles sobre el procedimiento en proyecto o el texto del mismo y señalarán, siempre que sea posible, las partes que en sustancia difieran de las orientaciones o recomendaciones pertinentes de instituciones internacionales con actividades de normalización;

5.6.4
sin discriminación alguna, preverán un plazo prudencial para que los demás Miembros puedan formular observaciones por escrito, mantendrán conversaciones sobre esas observaciones si así se les solicita y tomarán en cuenta dichas observaciones escritas y los resultados de dichas conversaciones.

iv)
Artículo 12

12.1
Los Miembros otorgarán a los países en desarrollo Miembros del presente Acuerdo un trato diferenciado y más favorable, tanto en virtud de las disposiciones siguientes como de las demás disposiciones pertinentes contenidas en otros artículos del presente Acuerdo.

12.2
Los Miembros prestarán especial atención a las disposiciones del presente Acuerdo que afecten a los derechos y obligaciones de los países en desarrollo Miembros y tendrán en cuenta las necesidades especiales de éstos en materia de desarrollo, finanzas y comercio al aplicar el presente Acuerdo, tanto en el plano nacional como en la aplicación de las disposiciones institucionales en él previstas.

12.3
Los Miembros, cuando preparen o apliquen reglamentos técnicos, normas y procedimientos para la evaluación de la conformidad, tendrán en cuenta las necesidades especiales que en materia de desarrollo, finanzas y comercio tengan los países en desarrollo Miembros, con el fin de asegurarse de que dichos reglamentos técnicos, normas y procedimientos para la determinación de la conformidad no creen obstáculos innecesarios para las exportaciones de los países en desarrollo Miembros.

12.4
Los Miembros admiten que, aunque puedan existir normas, guías o recomendaciones internacionales, los países en desarrollo Miembros, dadas sus condiciones tecnológicas y socioeconómicas particulares, adopten determinados reglamentos técnicos, normas o procedimientos de evaluación de la conformidad encaminados a preservar la tecnología y los métodos y procesos de producción autóctonos y compatibles con sus necesidades de desarrollo.  Los Miembros reconocen por tanto que no debe esperarse de los países en desarrollo Miembros que utilicen como base de sus reglamentos técnicos o normas, incluidos los métodos de prueba, normas internacionales inadecuadas a sus necesidades en materia de desarrollo, finanzas y comercio.

12.5
Los Miembros tomarán las medidas razonables que estén a su alcance para asegurarse de que las instituciones internacionales con actividades de normalización y los sistemas internacionales de evaluación de la conformidad estén organizados y funcionen de modo que faciliten la participación activa y representativa de las instituciones competentes de todos los Miembros, teniendo en cuenta los problemas especiales de los países en desarrollo Miembros.

12.6
Los Miembros tomarán las medidas razonables que estén a su alcance para asegurarse de que las instituciones internacionales con actividades de normalización, cuando así lo pidan los países en desarrollo Miembros, examinen la posibilidad de elaborar normas internacionales referentes a los productos que presenten especial interés para estos Miembros y, de ser factible, las elaboren.

12.7
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 11, los Miembros proporcionarán asistencia técnica a los países en desarrollo Miembros a fin de asegurarse de que la elaboración y aplicación de los reglamentos técnicos, normas y procedimientos para la evaluación de la conformidad no creen obstáculos innecesarios a la expansión y diversificación de las exportaciones de estos Miembros.  En la determinación de las modalidades y condiciones de esta asistencia técnica se tendrá en cuenta la etapa de desarrollo en que se halle el Miembro solicitante, especialmente en el caso de los países menos adelantados Miembros.

12.8
Se reconoce que los países en desarrollo Miembros pueden tener problemas especiales, en particular de orden institucional y de infraestructura, en lo relativo a la elaboración y a la aplicación de reglamentos técnicos, normas y procedimientos para la evaluación de la conformidad.  Se reconoce, además, que las necesidades especiales de estos Miembros en materia de desarrollo y comercio, así como la etapa de desarrollo tecnológico en que se encuentren, pueden disminuir su capacidad para cumplir íntegramente las obligaciones dimanantes del presente Acuerdo.  Los Miembros tendrán pues plenamente en cuenta esa circunstancia.  Por consiguiente, con objeto de que los países en desarrollo Miembros puedan cumplir el presente Acuerdo, se faculta al Comité de Obstáculos Técnicos al Comercio previsto en el artículo 13 (denominado en el presente Acuerdo el "Comité") para que conceda, previa solicitud, excepciones especificadas y limitadas en el tiempo, totales o parciales, al cumplimiento de obligaciones dimanantes del presente Acuerdo.  Al examinar dichas solicitudes, el Comité tomará en cuenta los problemas especiales que existan en la esfera de la elaboración y la aplicación de reglamentos técnicos, normas y procedimientos para la evaluación de la conformidad, y las necesidades especiales del país en desarrollo Miembro en materia de desarrollo y de comercio, así como la etapa de adelanto tecnológico en que se encuentre, que puedan disminuir su capacidad de cumplir íntegramente las obligaciones dimanantes del presente Acuerdo.  En particular, el Comité tomará en cuenta los problemas especiales de los países menos adelantados Miembros.

12.9
Durante las consultas, los países desarrollados Miembros tendrán presentes las dificultades especiales de los países en desarrollo Miembros para la elaboración y aplicación de las normas, reglamentos técnicos y los procedimientos para la evaluación de la conformidad, y cuando se propongan ayudar a los países en desarrollo Miembros en los esfuerzos que realicen en esta esfera, los países desarrollados Miembros tomarán en cuenta las necesidades especiales de los países en desarrollo Miembros en materia de finanzas, comercio y desarrollo.

12.10
El Comité examinará periódicamente el trato especial y diferenciado que, conforme a lo previsto en el presente Acuerdo, se otorgue a los países en desarrollo Miembros tanto en el plano nacional como en el internacional."

7.48 En relación con la resolución preliminar que figura supra, señalamos que, en Estados Unidos - Juegos de azar, el Órgano de Apelación consideró que, "si no se identifica la fuente de la prohibición, una parte reclamante no puede impugnar una 'prohibición total' per se en un procedimiento de solución de diferencias basado en el AGCS".
  Esta declaración se refiere a una medida cuya naturaleza era diferente a la de la primera medida impugnada por las partes reclamantes en el presente caso (la supuesta moratoria general de las CE).  De hecho, en Estados Unidos - Juegos de azar, la conclusión del Órgano de Apelación se basó en el argumento de que la parte demandada, sin conocer la fuente exacta de tal "prohibición total", no estaba en condiciones de preparar adecuadamente su defensa, sobre todo porque se había aducido que la "prohibición total" se basaba en numerosas leyes federales y estatales.
  En el presente caso, no hay ninguna alegación de que la primera medida impugnada por las partes reclamantes se base en numerosas leyes y reglamentos de las CE.  Las partes reclamantes alegan justamente lo contrario, a saber, que la primera medida no se basa en leyes o reglamentos formales y que, como consecuencia, no se podrían haber identificado tales leyes o reglamentos.  Habida cuenta de ello, no consideramos que haya incompatibilidad entre nuestro enfoque y el del Órgano de Apelación en Estados Unidos - Juegos de azar.
  En cualquier caso, hemos determinado supra que la descripción que se hace de la primera medida abarcada en las respectivas solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas por las partes reclamantes, cuando se lee conjuntamente con otra información facilitada en esas solicitudes, identifica adecuadamente la medida concreta objeto de impugnación, y que las Comunidades Europeas no nos han convencido de que la información contenida en las respectivas descripciones que las partes reclamantes hacen de la primera medida no permitió a las Comunidades Europeas preparar adecuadamente su defensa.

8. Pertinencia de otras normas de derecho internacional para la interpretación de los Acuerdos de la OMC en cuestión en la presente diferencia

7.49 Las Comunidades Europeas aducen que, en Estados Unidos - Gasolina, el Órgano de Apelación declaró que "no debe leerse el Acuerdo General aislándolo clínicamente del derecho internacional público".  Más concretamente, las Comunidades Europeas señalan que los Acuerdos de la OMC -incluidos el Acuerdo MSF, el Acuerdo OTC y el GATT de 1994- deben interpretarse y aplicarse tomando como referencia las normas pertinentes de derecho internacional provenientes de fuera del contexto de la OMC, reflejadas en los acuerdos y declaraciones internacionales.  Las Comunidades Europeas observan que, no obstante la declaración del Órgano de Apelación citada, las partes reclamantes en el presente procedimiento tratan las cuestiones jurídicas relativas a la autorización y al comercio internacional de OMG como si estuvieran reguladas exclusivamente por normas de la OMC, y no hacen ninguna referencia en absoluto a las normas pertinentes del derecho internacional público que han sido adoptadas para regular las preocupaciones y necesidades resultantes de las particulares características de los OMG.

7.50 Habida cuenta del argumento de las Comunidades Europeas, el Grupo Especial pasa ahora a abordar la cuestión de la pertinencia de otras normas de derecho internacional para la interpretación de los Acuerdos de la OMC en cuestión en la presente diferencia.

b) Otras normas de derecho internacional aplicables como elemento interpretativo que ha de tenerse en cuenta junto con el "contexto" (párrafo 3 c) del artículo 31 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados)

7.51 Al abordar esta cuestión, analizamos en primer lugar si hay otras normas de derecho internacional aplicables que debamos tener en cuenta al interpretar los Acuerdos de la OMC en cuestión en la presente diferencia.

7.52 Las Comunidades Europeas afirman que el Grupo Especial debe interpretar las normas pertinentes del derecho de la OMC en conformidad con las demás normas de derecho internacional que puedan ser pertinentes a estas actuaciones.  Las Comunidades Europeas señalan a este respecto que las normas usuales de interpretación del derecho internacional público están reflejadas en los artículos 31 y 32 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados (denominada en adelante "la Convención de Viena") e incluyen la prescripción de tener en cuenta otras normas pertinentes de derecho internacional, además del contexto del tratado mismo.  Las Comunidades Europeas observan en este sentido que el Órgano de Apelación ha interpretado las normas de la OMC haciendo referencia a tratados que no son vinculantes para todas las partes en el procedimiento.  Más concretamente, las Comunidades Europeas se refieren a los tratados invocados por el Órgano de Apelación en Estados Unidos - Camarones -en apoyo de argumentos formulados por los Estados Unidos-, tratados que ese país no había firmado o que había firmado pero no ratificado.  Las Comunidades Europeas afirman que el Grupo Especial está obligado a seguir el enfoque establecido en el asunto Estados Unidos - Camarones.
7.53 Las Comunidades Europeas consideran que los instrumentos jurídicos internacionales vinculantes que son pertinentes para el presente asunto son el Convenio sobre la Diversidad Biológica de 1992 (denominado en adelante "el Convenio sobre la Diversidad Biológica") y el Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología de 2000 del Convenio sobre la Diversidad Biológica (denominado en adelante "el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología").  Según las Comunidades Europeas, el Convenio sobre la Diversidad Biológica es vinculante para las Comunidades Europeas, la Argentina y el Canadá y ha sido firmado por los Estados Unidos.  Por lo que se refiere al Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología, las Comunidades Europeas señalan que es vinculante para ellas (que tienen obligaciones frente a terceros) y ha sido firmado por la Argentina y el Canadá.  En lo que respecta a los Estados Unidos, las Comunidades Europeas indican que los Estados Unidos participan en los Mecanismos de Facilitación establecidos por el Protocolo (en sus artículos 11 y 20) y debe entenderse, por lo tanto, que no tienen objeciones respecto del enfoque que exige el Protocolo.  En términos más generales, las Comunidades Europeas aducen que, con arreglo al artículo 18 de la Convención de Viena (que, según las Comunidades Europeas, recoge las normas usuales de derecho internacional), los Estados que han firmado un tratado quedan obligados a "abstenerse de actos en virtud de los cuales se frustren el objeto y el fin" del tratado.

7.54 Las Comunidades Europeas aducen que el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología es el Acuerdo internacional más directamente pertinente a las cuestiones planteadas en el presente procedimiento.  La relación entre el Protocolo y otros Acuerdos internacionales, incluidos los Acuerdos comerciales, se aborda en los tres últimos considerandos del Preámbulo.  Éstos recuerdan el concepto de apoyo mutuo entre los Acuerdos relativos al comercio y al medio ambiente;  además afirman que el Protocolo no podrá interpretarse en el sentido de que modifica los derechos y las obligaciones de las Partes con arreglo a cualquier otro Acuerdo internacional ya en vigor, pero recuerdan que no se entenderá que esa afirmación tiene por objeto subordinar el Protocolo a otros Acuerdos internacionales.  Las Comunidades Europeas sostienen que las partes reclamantes hacen caso omiso de las normas de derecho internacional reflejadas en el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología acerca del principio de precaución o cautela y la evaluación del riesgo.

7.55 Las Comunidades Europeas aducen que, aunque el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología no se ha invocado en anteriores procedimientos de solución de diferencias de la OMC, hay amplios fundamentos para sustentar la tesis de que el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología y el Acuerdo MSF (así como el Acuerdo OTC y el GATT de 1994) están tan estrechamente relacionados que se deberían interpretar y aplicar de forma que sean compatibles entre sí, en la medida en que ello sea posible (como ocurre en la presente diferencia).  Las Comunidades Europeas indican a este respecto que no existe incompatibilidad a priori entre los Acuerdos de la OMC (el Acuerdo MSF, el Acuerdo OTC y el GATT de 1994) y el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología;  que son instrumentos complementarios;  y que las disposiciones del Protocolo sobre la precaución y la evaluación del riesgo informan el sentido y el efecto de las disposiciones pertinentes de los Acuerdos de la OMC.  Además, las Comunidades Europeas sostienen que los negociadores del Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología eran claramente conscientes de la relación del Protocolo con los Acuerdos de la OMC y no pueden haber tenido la intención de que hubiera una incompatibilidad de enfoque.  Fueron gobiernos razonables los que llegaron a la conclusión de que la autorización de los OMG (incluidas las prescripciones relativas a la importación) exigía un enfoque determinado, y difícilmente pudieron haber tenido la intención de que ese enfoque fuera incompatible con las normas de la OMC.  Por último, las Comunidades Europeas aducen que la aplicación de sus medidas internas es plenamente compatible con los Acuerdos de la OMC, y que ello lo confirman las prescripciones del Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología.

7.56 Los Estados Unidos aducen que no existe ningún instrumento vinculante de derecho internacional que sea pertinente respecto de esta diferencia, fuera del Acuerdo sobre la OMC.  Además, los Estados Unidos señalan que, con arreglo al ESD, el mandato del Grupo Especial es examinar el asunto en cuestión "a la luz de las disposiciones pertinentes [...] de los acuerdos abarcados que hayan invocado las partes en la diferencia".  El asunto no ha de examinarse a la luz de las disposiciones del Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología, ni de otras fuentes del derecho internacional.

7.57 Los Estados Unidos aducen que la única manera de que otras fuentes del derecho internacional puedan ser pertinentes a la presente diferencia es si, de conformidad con el párrafo 2 del artículo 3 del ESD, esas otras fuentes del derecho ayudan al Grupo Especial a "aclarar las disposiciones vigentes de [los] acuerdos [abarcados] de conformidad con las normas usuales de interpretación del derecho internacional público".  Las normas usuales de interpretación del derecho internacional público pertinentes a este caso están reflejadas en el artículo 31 de la Convención de Viena.  Esta disposición establece que los términos de un tratado deben interpretarse "conforme [a su] sentido corriente [...] en [su] contexto [...] y teniendo en cuenta [el] objeto y fin [del tratado]".  Los Estados Unidos señalan que el derecho internacional distinto del Acuerdo sobre la OMC sólo es pertinente en la medida en que ayude al Grupo Especial a interpretar los términos concretos de los Acuerdos abarcados en cuestión en la presente diferencia.

7.58 Los Estados Unidos están en desacuerdo con cualquier idea de que el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología sea una norma de derecho internacional a los efectos de interpretar el Acuerdo sobre la OMC de conformidad con los principios establecidos en el párrafo 3 del artículo 31 de la Convención de Viena.  Con arreglo al párrafo 3 del artículo 31, la norma internacional debe ser "aplicable en las relaciones entre las partes".  Los Estados Unidos señalan que, en este caso, el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología no es aplicable a las relaciones entre los Estados Unidos y las Comunidades Europeas, porque los Estados Unidos no son partes en dicho Protocolo.  Indican que el argumento de las Comunidades Europeas en contrario es totalmente infundado.  Las Comunidades Europeas señalan que los Estados Unidos participan en el Mecanismo de Facilitación del Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología, y a partir de ahí llegan a la conclusión de que los Estados Unidos no deben tener objeciones respecto del enfoque que exige ese Protocolo.  Los Estados Unidos aducen que su esfuerzo de buena fe por intercambiar información relativa a los organismos vivos modificados que han sido objeto de un examen reglamentario completo en los Estados Unidos en modo alguno supone que hagan suyo el propio Protocolo.

7.59 Además, los Estados Unidos no están de acuerdo en que el Grupo Especial tendría que recurrir al Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología al interpretar el Acuerdo sobre la OMC ni siquiera en una diferencia entre dos Miembros de la OMC que fueran partes en el Protocolo.  Los Estados Unidos sostienen que las propias Comunidades Europeas admiten que el Protocolo establece expresamente que las partes no pueden ignorar sus obligaciones internacionales vigentes al aplicarlo.  Los Estados Unidos sostienen que el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología contiene una declaración clara e inequívoca en el sentido de que no modifica los derechos y las obligaciones con arreglo a otros Acuerdos internacionales vigentes.  Asimismo, los Estados Unidos señalan que, en la presente diferencia, las Comunidades Europeas no han indicado cómo el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología ni el "principio de precaución o cautela" serían pertinentes para interpretar alguna disposición concreta del Acuerdo sobre la OMC.  Además, los Estados Unidos indican que las Comunidades Europeas no aducen que alguna disposición del Protocolo sea de alguna manera incompatible con el pleno cumplimiento por ellas de las obligaciones que les corresponden en el marco de la OMC.  Según los Estados Unidos, el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología prevé que en cada país Parte funcione un sistema regulador -un sistema que funcione de manera previsible para permitir la adopción de decisiones fundamentadas en relación con las importaciones de "organismos vivos modificados" dentro de plazos especificados-.  Ninguna disposición del Protocolo exige, ni siquiera admite, la adopción de moratorias en la adopción de decisiones, ni las demoras indebidas en esa adopción.

7.60 El Canadá aduce que, con la posible excepción de la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria de 1979, no existe ningún instrumento jurídico internacional vinculante que sea pertinente para este asunto.  En relación con el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología, el Canadá señala que el Protocolo sólo podría ser pertinente para esta diferencia a efectos interpretativos.  Inicialmente, el Canadá sostuvo a este respecto que, en vista del hecho de que las partes reclamantes en la presente diferencia no son partes en el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología, el Protocolo no es una "norma pertinente de derecho internacional aplicable en las relaciones entre las partes" (párrafo 3 c) del artículo 31 de la Convención de Viena).  Sin embargo, en una etapa posterior, el Canadá adujo que la referencia del párrafo 3 c) del artículo 31 a las "partes" es una referencia a las partes en el tratado que se está interpretando.  Basándose en esto, el Canadá sostuvo que, en el caso del Acuerdo sobre la OMC, las normas de derecho internacional en cuestión tendrían que ser aplicables en las relaciones entre todos los Miembros de la OMC.

7.61 El Canadá aduce además que, en cualquier caso, no se debería tener en cuenta el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología en la interpretación de las obligaciones contraídas en el marco del Acuerdo sobre la OMC, dado que los propios términos del Protocolo hacen hincapié en que "el presente Protocolo no podrá interpretarse en el sentido de que modifica los derechos y las obligaciones de una Parte con arreglo a otros acuerdos internacionales ya en vigor".  Asimismo, el Canadá señala que las Comunidades Europeas no han ofrecido ninguna explicación de cómo podría ayudarlas el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología.  En particular, el Protocolo no las faculta para adoptar medidas que hagan caso omiso de las conclusiones de sus evaluaciones científicas del riesgo o suspendan la labor de su proceso de evaluación del riesgo.  Según el Canadá, no hay incompatibilidad entre las obligaciones previstas en el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología y las obligaciones en el marco de la OMC pertinentes a la presente diferencia.  El Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología se basan en la premisa de la evaluación del riesgo de manera transparente y científicamente competente como base para la adopción de decisiones con respecto a la importación de los productos a que se aplica.  El Canadá aduce que las medidas de las Comunidades Europeas -su moratoria, sus prohibiciones de comercialización de productos específicos y las prohibiciones de sus Estados miembros- constituyen claras refutaciones de esta premisa.  Además, el ámbito de aplicación del Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología está limitado a los "organismos vivos modificados" u OVM.  Las Comunidades Europeas tratan reiteradamente de equiparar el término OVM al término OMG.  Dado que el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología se refiere a los efectos de los OVM para la diversidad biológica, incluso con arreglo a la teoría de las Comunidades Europeas, el Protocolo carece de pertinencia para la evaluación del riesgo de los productos biotecnológicos de uso alimentario a que se refiere el Reglamento 258/97.  El Canadá sostiene que, por todas estas razones, las Comunidades Europeas no encontrarán justificación para sus medidas en el marco del Acuerdo sobre la OMC invocando otros Acuerdos internacionales.

7.62 La Argentina aduce que, según el párrafo 2 del artículo 3 del ESD, tal como lo ha interpretado el Órgano de Apelación, los intérpretes de tratados deben recurrir a la Convención de Viena para interpretar los acuerdos abarcados.  La Argentina indica que, en el presente caso, por lo que respecta a las normas "ajenas a la OMC" invocadas por las Comunidades Europeas, es necesario recurrir al artículo 31 de la Convención de Viena.

7.63 Además, la Argentina aduce que las normas de derecho internacional mencionadas por las Comunidades Europeas claramente no son un acuerdo "que se refier[e] al tratado y ha[] sido concertado entre todas las partes con motivo de la celebración del tratado" en el sentido del párrafo 2 a) del artículo 31 de la Convención de Viena.  Tampoco son un "instrumento formulado por una o más partes con motivo de la celebración del tratado y aceptado por las demás como instrumento referente al tratado" en el sentido del párrafo 2 b) del artículo 31 de la Convención de Viena.  Además, la Argentina sostiene que las normas citadas por las Comunidades Europeas no son un "acuerdo ulterior entre las partes acerca de la interpretación del tratado o de la aplicación de sus disposiciones" en el sentido del párrafo 3 a) del artículo 31 de la Convención de Viena.  Asimismo, la Argentina afirma que el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología no puede considerarse como una "norma pertinente de derecho internacional aplicable en las relaciones entre las partes" en el sentido del párrafo 3 c) del artículo 31 de la Convención de Viena, puesto que las Comunidades Europeas son la única parte en la presente diferencia de la OMC para la que las disposiciones del Protocolo son vinculantes.

7.64 El Grupo Especial comienza su análisis ofreciendo algunas observaciones de carácter general antes de examinar la pertinencia de las normas de derecho internacional que, según alegan las Comunidades Europeas, deberían influir en nuestra interpretación de las disposiciones de la OMC.

ii) Observaciones generales

7.65 De conformidad con el párrafo 2 del artículo 3 del ESD hemos de interpretar los Acuerdos de la OMC "de conformidad con las normas usuales de interpretación del derecho internacional público".  Estas normas usuales se reflejan, en parte, en el artículo 31 de la Convención de Viena.

7.66 La parte pertinente del artículo 31 dispone en la parte pertinente lo siguiente:

Artículo 31
Regla general de interpretación

1.
Un tratado deberá interpretarse de buena fe conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de éstos y teniendo en cuenta su objeto y fin.

2.
Para los efectos de la interpretación de un tratado, el contexto comprenderá, además del texto, incluidos su preámbulo y anexos:

a)
todo acuerdo que se refiera al tratado y haya sido concertado entre todas las partes con motivo de la celebración del tratado;

b)
todo instrumento formulado por una o más partes con motivo de la celebración del tratado y aceptado por las demás como instrumento referente al tratado.

3.
Juntamente con el contexto, habrá de tenerse en cuenta:

a)
todo acuerdo ulterior entre las partes acerca de la interpretación del tratado o de la aplicación de sus disposiciones;

b)
toda práctica ulteriormente seguida en la aplicación del tratado por la cual conste el acuerdo de las partes acerca de la interpretación del tratado;

c)
toda norma pertinente de derecho internacional aplicable en las relaciones entre las partes.

7.67 El párrafo 3 c) del artículo 31 se refiere directamente a la cuestión de la pertinencia de otras normas de derecho internacional para la interpretación de un tratado.  Al examinar lo dispuesto en el párrafo 3 c) del artículo 31, observamos, inicialmente, que éste hace referencia a las "norma[s] de derecho internacional".  Textualmente, esta referencia parece suficientemente amplia para abarcar todas las fuentes del derecho internacional público generalmente aceptadas, es decir, i) los convenios internacionales (los tratados), ii) la costumbre internacional (el derecho internacional consuetudinario) y iii) los principios generales del derecho reconocidos.  En nuestra opinión, no puede caber duda de que los tratados y las normas usuales de derecho internacional son "norma[s] de derecho internacional" en el sentido del párrafo 3 c) del artículo 31.  En consecuencia, estamos de acuerdo con las Comunidades Europeas en que un tratado como el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología reuniría las condiciones necesarias para ser una "norma de derecho internacional".  Por lo que se refiere a los principios generales del derecho reconocidos que son aplicables en el derecho internacional, quizá no parezca evidente que pueden considerase "norma[s] de derecho internacional" en el sentido del párrafo 3 c) del artículo 31.  Sin embargo, en Estados Unidos - Camarones, el Órgano de Apelación dejó claro que, de conformidad con el párrafo 3 c) del artículo 31, los principios generales del derecho internacional han de tenerse en cuenta en la interpretación de las disposiciones de la OMC.
  Como indicamos más adelante, las Comunidades Europeas consideran que el principio de precaución o cautela es un "principio general del derecho internacional".  Sobre la base del informe del Órgano de Apelación en Estados Unidos - Camarones, estamos de acuerdo en que, si el principio de precaución o cautela es un principio general del derecho internacional, podría considerarse una "norma de derecho internacional" en el sentido del párrafo 3 c) del artículo 31.

7.68 Además, es importante el hecho de que el párrafo 3 c) del artículo 31 indique que, al interpretar un tratado, sólo hay que tener en cuenta las normas de derecho internacional "aplicable[s] en las relaciones entre las partes".  Esta limitación plantea la cuestión de qué se entiende por la expresión "las partes".  Al abordar esta cuestión, observamos que el párrafo 3 c) del artículo 31 no hace referencia a "una o más partes".
  Tampoco la hace a "las partes en una controversia".
  Observamos además que el párrafo 1 g) del artículo 2 de la Convención de Viena indica el significado del término "parte" a los efectos de dicha Convención.  Así, "parte" significa "un Estado que ha consentido en obligarse por el tratado y con respecto al cual el tratado está en vigor".  Es posible inferir de estos elementos que las normas de derecho internacional aplicables en las relaciones entre "las partes" son las normas de derecho internacional aplicables en las relaciones entre los Estados que hayan consentido en obligarse por el tratado que se esté interpretando, y con respecto a los cuales ese tratado esté en vigor.
  Esta interpretación de la expresión "las partes" conduce lógicamente a la opinión de que las normas de derecho internacional que han de tenerse en cuenta al interpretar los Acuerdos de la OMC en cuestión en la presente diferencia son las aplicables en las relaciones entre los Miembros de la OMC.

7.69 Es importante señalar que el párrafo 3 c) del artículo 31 obliga al intérprete de un tratado a tener en cuenta otras normas de derecho internacional ("habrá[n] de tenerse en cuenta");  no se limita a dar al intérprete de un tratado la opción de hacerlo.
  Es cierto que la obligación consiste en "tener[] en cuenta" esas normas y que, por consiguiente, no se prescribe un resultado determinado.  Sin embargo, el párrafo 1 del artículo 31 deja claro que un tratado ha de interpretarse "de buena fe".  En consecuencia, cuando de la consideración del resto de los elementos interpretativos previstos en el artículo 31 resultara más de una interpretación admisible, el intérprete de un tratado que siguiera de buena fe las instrucciones del párrafo 3 c) del artículo 31 tendría, en nuestra opinión, que decantarse por la interpretación más acorde con otras normas de derecho internacional aplicables.

7.70 Habida cuenta del hecho de que el párrafo 3 c) del artículo 31 obliga a tomar en consideración otras normas de derecho internacional aplicables, y de que esa consideración podría llevar al intérprete de un tratado a adoptar una interpretación en lugar de otra, creemos que es lógico interpretar que el párrafo 3 c) del artículo 31 exige que se tomen en consideración las normas de derecho internacional que sean aplicables en las relaciones entre todas las partes en el tratado que se esté interpretando.  La exigencia de que un tratado sea interpretado a la luz de otras normas de derecho internacional que obligan a los Estados partes en ese tratado asegura o aumenta la compatibilidad de las normas de derecho internacional aplicables a esos Estados y, por ende, contribuye a evitar conflictos entre las normas pertinentes.

7.71 Las Comunidades Europeas parecen sugerir que debemos interpretar los Acuerdos de la OMC en cuestión en la presente diferencia a la luz de otras normas de derecho internacional, aun cuando esas normas no sean vinculantes para todas las partes en esta diferencia.
  Al abordar este argumento, recordamos en primer lugar nuestra opinión de que debe interpretarse que el párrafo 3 c) del artículo 31 obliga a tomar en consideración las normas de derecho internacional que son aplicables en las relaciones entre todas las partes en el tratado que se esté interpretando.
  Las partes en una diferencia sobre el cumplimiento de un tratado determinado son, naturalmente, partes en ese tratado.  Por tanto, en relación con la presente diferencia puede decirse que, si una norma de derecho internacional no es aplicable a uno de los cuatro Miembros de la OMC partes en la presente diferencia, esa norma no es aplicable en las relaciones entre todos los Miembros de la OMC.  En consecuencia, tomando como base nuestra interpretación del párrafo 3 c) del artículo 31, no consideramos que, al interpretar los Acuerdos de la OMC pertinentes, estemos obligados a tener en cuenta otras normas de derecho internacional que no son aplicables a una de las partes en esta diferencia.  Pero, incluso independientemente de nuestra propia interpretación, consideramos que el párrafo 3 c) del artículo 31 no puede ser interpretado razonablemente como sugieren las Comunidades Europeas.  De hecho, no está claro por qué un Estado soberano aceptaría una norma obligatoria de interpretación de tratados que podría tener como consecuencia que la interpretación de un tratado en el que ese Estado fuera parte se viera afectada por otras normas de derecho internacional que ese Estado ha decidido no aceptar.

7.72 Antes de aplicar nuestra interpretación del párrafo 3 c) del artículo 31 al presente caso, es importante señalar que este caso no es uno en el que normas pertinentes de derecho internacional sean aplicables en las relaciones entre todas las partes en la diferencia, pero no entre todos los Miembros de la OMC, ni en el que todas las partes en la diferencia aduzcan que un Acuerdo multilateral de la OMC debe interpretarse a la luz de esas otras normas de derecho internacional.  En consecuencia, no es necesario que adoptemos, y no adoptamos, una posición sobre si en una situación de esa índole estaríamos facultados para tener en cuenta otras normas pertinentes de derecho internacional.

iii) El Convenio sobre la Diversidad Biológica y el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología

7.73 Teniendo presentes las anteriores observaciones, analizamos ahora si los tratados multilaterales identificados por las Comunidades Europeas son "norma[s] pertinente[s] de derecho internacional aplicable[s] en las relaciones entre las partes".  Las Comunidades Europeas han identificado dos tratados multilaterales, a saber, el Convenio sobre la Diversidad Biológica y el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología.  En primer lugar abordamos el Convenio sobre la Diversidad Biológica.

7.74 Señalamos que, como la mayoría de los demás Miembros de la OMC, la Argentina, el Canadá y las Comunidades Europeas han ratificado el Convenio sobre la Diversidad Biológica y, por consiguiente, son partes en él.
  Los Estados Unidos lo firmaron en 1993, pero no lo han ratificado después.
  En consecuencia, los Estados Unidos no son parte en el Convenio sobre la Diversidad Biológica, y, por lo tanto, el Convenio no está en vigor para ellos.  En otras palabras, el Convenio sobre la Diversidad Biológica no es "aplicable" en las relaciones entre los Estados Unidos y todos los demás Miembros de la OMC.  El mero hecho de que los Estados Unidos hayan firmado el Convenio sobre la Diversidad Biológica no significa que el Convenio les sea aplicable.
  Tampoco significa que los Estados Unidos lo ratificarán, ni que tengan la obligación de hacerlo.  Hemos dicho que, si una norma de derecho internacional no es aplicable a una de las partes en esta diferencia, no es aplicable en las relaciones entre todos los Miembros de la OMC.  Por consiguiente, en vista del hecho de que los Estados Unidos no son parte en el Convenio sobre la Diversidad Biológica, no estamos de acuerdo con las Comunidades Europeas en que estamos obligados a tener en cuenta dicho Convenio al interpretar los Acuerdos multilaterales de la OMC en cuestión en la presente diferencia.

7.75 Por lo que se refiere al Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología, observamos que no entró en vigor hasta el 11 de septiembre de 2003, es decir, después de que el OSD estableciera este Grupo Especial.  Entre los Miembros de la OMC partes en el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología se encuentran las Comunidades Europeas.  La Argentina y el Canadá han firmado el Protocolo, pero no lo han ratificado después.
  Por consiguiente, no son partes en él.  Los Estados Unidos no han firmado el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología.  Si bien ello no impide a los Estados Unidos ratificarlo, hasta el momento no lo han hecho.
  Por lo tanto, tampoco son parte en el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología.  No creemos que las normas del Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología puedan considerarse aplicables a los Estados Unidos simplemente porque éstos participan en el Mecanismo de Facilitación del Protocolo.  Por tanto, el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología no está en vigor para la Argentina, para el Canadá, ni para los Estados Unidos.
  De ello deducimos que el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología no es "aplicable" en las relaciones entre estos Miembros de la OMC y todos los demás Miembros de la OMC.  Como hemos dicho antes, a nuestro juicio, el mero hecho de que Miembros de la OMC como la Argentina y el Canadá hayan firmado el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología no significa que el Protocolo les sea aplicable.  Habida cuenta del hecho de que varios Miembros de la OMC, incluidas las partes reclamantes en esta diferencia, no son partes en el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología, no estamos de acuerdo con las Comunidades Europeas en que estemos obligados a tener en cuenta dicho Protocolo al interpretar los Acuerdos multilaterales de la OMC en cuestión en la presente diferencia.

iv) El principio de precaución o cautela

7.76 Hemos indicado antes que, en nuestra opinión, las normas pertinentes de derecho internacional que se han de tener en cuenta incluyen los principios generales del derecho.  Las Comunidades Europeas sostienen que el denominado "principio de precaución o cautela" es un principio pertinente de este tipo, y por ello abordamos esta cuestión más adelante, tras resumir los argumentos de las partes.

7.77 Las Comunidades Europeas afirman que hay determinados OMG que presentan posibles amenazas para la salud humana y el medio ambiente.  Sostienen que la existencia de una posible amenaza justifica la evaluación de los riesgos caso por caso y la adopción de medidas especiales de protección basadas en el principio de precaución o cautela.

7.78 Las Comunidades Europeas afirman que el principio de precaución o cautela se ha convertido hoy en un principio pleno y general del derecho internacional.  Según las Comunidades Europeas, el principio de precaución o cautela fue reconocido por primera vez en la Carta Mundial de la Naturaleza, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1982, y fue recogido posteriormente en distintos convenios internacionales sobre la protección del medio ambiente.  Además, en la Declaración de Río, con la que concluyó la Conferencia de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de 1992, se codificó una aplicación de este principio en su Principio 15.
  A continuación, también la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático y el Convenio sobre la Diversidad Biológica han hecho referencia al principio de precaución o cautela.  Más recientemente, en la esfera específica de los OMG, el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología ha confirmado la función fundamental del principio de precaución o cautela en las decisiones de limitar o prohibir las importaciones de OMG teniendo en cuenta la incertidumbre científica.

7.79 Las Comunidades Europeas indican además que, en muchos países, los sistemas de aprobación están basados en la necesidad de adoptar medidas de precaución.  Como ejemplos, las Comunidades Europeas citan la Ley sobre Tecnología Genética de Australia (2000), la legislación suiza en materia de OMG y la Ley de Sustancias Peligrosas y Nuevos Organismos de Nueva Zelandia.  Además, las Comunidades Europeas señalan que el principio de precaución o cautela es uno de los "principios beneficiosos que rigen la legislación medioambiental" de la India, y lo ha aplicado el Tribunal Supremo de ese país.

7.80 Los Estados Unidos aducen que las Comunidades Europeas no han indicado cómo el "principio de precaución o cautela" sería pertinente para interpretar alguna disposición concreta del Acuerdo sobre la OMC.  Además, los Estados Unidos señalan que, en CE - Hormonas, el Órgano de Apelación examinó detenidamente argumentos casi idénticos que presentaron las Comunidades Europeas en cuanto a la relación entre un pretendido "principio de precaución o cautela" y el Acuerdo MSF.  Las Comunidades Europeas no han declarado, ni pueden aducir, que deban aplicarse en este caso resultados diferentes.  Los Estados Unidos estiman que, de la misma manera que el Órgano de Apelación consideró innecesario e imprudente en CE - Hormonas formular una constatación sobre la naturaleza del principio de cautela en el derecho internacional, este Grupo Especial tampoco necesitaría examinar esta cuestión teórica.

7.81 No obstante, los Estados Unidos señalan que discrepan firmemente de que el principio de "precaución o cautela" se haya convertido en una norma del derecho internacional.  Según los Estados Unidos este principio no puede ser considerado un principio general ni una norma del derecho internacional porque no tiene una formulación única y convenida.  Observan a este respecto que, al contrario, el concepto de precaución o cautela sufre numerosos cambios en función de diversos factores.  Por consiguiente, los Estados Unidos consideran que la precaución o cautela es un "enfoque" y no un "principio" del derecho internacional.

7.82 Además, los Estados Unidos sostienen que, si la precaución o cautela no es un principio del derecho internacional, entonces no es a fortiori una norma del derecho internacional consuetudinario.  Sostienen que la precaución o cautela no cumple ninguno de los requisitos para llegar a ser una norma de derecho internacional consuetudinario por las razones siguientes:  i) no se puede considerar que la precaución o cautela sea una "norma" porque no tiene un contenido claro y, por lo tanto, no puede decirse que ofrezca una orientación autorizada respecto a la conducta de un Estado;  ii) no puede decirse que refleje la práctica de los Estados, ya que quienes la defienden ni siquiera pueden definirla uniformemente;  y iii) dado que la precaución o cautela no se puede definir y, por lo tanto, no es posible que sea una norma jurídica, no se puede aducir que los Estados la sigan por un sentido de obligación legal.

7.83 Por último, los Estados Unidos aducen que aunque se considerara que el principio de precaución o cautela es una norma pertinente de derecho internacional en virtud del párrafo 3 del artículo 31 de la Convención de Viena, sólo sería útil para interpretar términos concretos del tratado y no podría anular ninguna parte del Acuerdo MSF.

7.84 El Canadá aduce que, si bien es posible que el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología refleje el "enfoque de precaución que figura en el Principio 15 de la Declaración de Río", el principio de precaución o cautela "se encuentra reflejado" en varias de las disposiciones del Acuerdo MSF, incluido el párrafo 7 del artículo 5.  El Canadá señala que, anteriormente, en CE ‑ Hormonas, el Órgano de Apelación consideró que el principio de cautela no puede invocarse como un motivo que justifique las MSF que sean incompatibles con las obligaciones de los Miembros establecidas en determinadas disposiciones del Acuerdo MSF.

7.85 La Argentina afirma que el Órgano de Apelación se refirió a la condición jurídica de este "principio" en CE - Hormonas.

7.86 El Grupo Especial señala la aseveración de las Comunidades Europeas de que el principio de precaución o cautela se ha convertido "hoy" en un principio pleno y general del derecho internacional.  Las Comunidades Europeas no han explicado exactamente qué significa la expresión "principio general del derecho internacional".  Señalamos que es posible entender que esta expresión abarca o bien las normas de derecho consuetudinario, o los principios generales del derecho reconocidos, o tanto las unas como los otros.
  Habida cuenta de ello, estamos en condiciones de analizar si el principio de precaución o cautela encaja en alguna de estas categorías.  Este enfoque es coherente con la posición adoptada por las Comunidades Europeas en el asunto CE - Hormonas, en el que sostuvieron, en apelación, que el principio de cautela era una norma consuetudinaria general del derecho internacional o, por lo menos, un principio general del derecho.

7.87 En su informe sobre CE - Hormonas, el Órgano de Apelación dijo, en respuesta a la aseveración de las Comunidades Europeas mencionada supra, lo siguiente
:
"La condición jurídica del principio de cautela en el derecho internacional sigue siendo objeto de debate entre los académicos, los profesionales del derecho, los órganos normativos y los jueces.  Algunos consideran que el principio de cautela se ha cristalizado en un principio general del derecho medioambiental internacional consuetudinario.  El hecho de que haya sido aceptado ampliamente por los Miembros como un principio de derecho internacional general o consuetudinario parece menos claro.
  No obstante, consideramos que es innecesario, y probablemente imprudente, que en esta apelación el Órgano de Apelación tome posición sobre esta importante pero abstracta cuestión.  Tomamos nota de que el propio Grupo Especial no hizo ninguna constatación definitiva con respecto a la condición del principio de cautela en el derecho internacional y que el principio de cautela, por lo menos fuera del ámbito del derecho medioambiental internacional, aún no tiene una formulación autorizada.

Nos parece importante señalar, sin embargo, algunos aspectos de la relación del principio de cautela con el Acuerdo MSF.  En primer lugar, ese principio no ha sido incluido en el texto del Acuerdo como un motivo que justifique las medidas sanitarias y fitosanitarias que fuesen incompatibles con las obligaciones de los Miembros establecidas en determinadas disposiciones de dicho Acuerdo.  En segundo lugar, el principio de cautela se encuentra efectivamente reflejado en el párrafo 7 del artículo 5 de dicho Acuerdo.  Coincidimos, al mismo tiempo, con las Comunidades Europeas, en que no es necesario suponer que la pertinencia del párrafo 7 del artículo 5 se agota en el principio de cautela.  Éste también se refleja en el sexto párrafo del preámbulo y en el párrafo 3 del artículo 3.  Estos textos reconocen expresamente el derecho de los Miembros a establecer su propio nivel adecuado de protección sanitaria, que puede ser más elevado (es decir, más cauto) que el implícito en las normas, directrices y recomendaciones internacionales vigentes.  En tercer lugar, el Grupo Especial que se ocupe de determinar, por ejemplo, si existen 'testimonios científicos suficientes' para justificar que un Miembro mantenga determinada medida sanitaria o fitosanitaria puede, por supuesto, y debe tener presente que los gobiernos responsables y representativos generalmente actúan desde una perspectiva de prudencia y precaución cuando se trata de riesgos de daños irreversibles, por ejemplo la terminación de la vida, para la salud de los seres humanos.  Por último, y a pesar de ello, el principio de cautela, por sí solo, y sin una directiva textual inequívoca a ese efecto, no exime a un Grupo Especial de la obligación de aplicar los principios (de derecho internacional consuetudinario) normalmente aplicables a la interpretación de los tratados en su lectura de las disposiciones del Acuerdo MSF."

7.88 El Órgano de Apelación formuló esta declaración en enero de 1998.  Dados los argumentos de las partes y otros materiales disponibles, nos parece que el debate jurídico acerca de si el principio de precaución o cautela constituye un principio del derecho internacional general o consuetudinario subsiste.  En particular, no ha habido, hasta la fecha, ninguna decisión autorizada de una corte o tribunal internacional que reconozca el principio de precaución o cautela como un principio del derecho internacional general o consuetudinario.
  Es cierto que las disposiciones que aplican explícita o implícitamente el principio de precaución o cautela han sido incorporadas en numerosos convenios y declaraciones internacionales, aunque, en su mayoría, son convenios y declaraciones medioambientales.
  Además, los Estados que se han remitido al principio, y lo han aplicado, en el plano nacional, también principalmente en el ámbito del derecho medioambiental nacional.
  Por otra parte, quedan cuestiones pendientes con respecto a la definición y el contenido precisos de dicho principio.
  Por último, en lo que se refiere a la doctrina, señalamos que hay muchos autores que han expresado la opinión de que el principio de precaución o cautela existe como principio general del derecho internacional.
  Al mismo tiempo, como ya ha indicado el Órgano de Apelación, otros han expresado escepticismo y consideran que el principio de precaución o cautela aún no tiene el rango de principio general del derecho internacional.

7.89 Dado que la naturaleza jurídica del principio de precaución o cautela sigue sin determinarse, al igual que el Órgano de Apelación antes que nosotros, consideramos que la prudencia aconseja que no tratemos de resolver esta compleja cuestión, especialmente si no es necesario hacerlo.  El análisis que realizamos infra deja claro que, a los efectos de pronunciarnos sobre las alegaciones jurídicas que tenemos ante nosotros, no es necesario que adoptemos una posición sobre si el principio de precaución o cautela es o no principio del derecho internacional general o consuetudinario reconocido.  Por consiguiente, nos abstenemos de expresar una opinión sobre esta cuestión.

c) Otras normas de derecho internacional como pruebas del sentido corriente de los términos utilizados en un tratado

7.90 Hasta el momento hemos examinado si hay otras normas de derecho internacional aplicables que estemos obligados a tener en cuenta, de conformidad con el párrafo 3 c) del artículo 31 de la Convención de Viena, al interpretar los Acuerdos de la OMC en cuestión en la presente diferencia.  Ahora pasamos a examinar si podríamos tomar en consideración otras normas de derecho internacional al interpretar los Acuerdos de la OMC en cuestión, aun cuando esas normas no sean aplicables en las relaciones entre los Miembros de la OMC y, en consecuencia, no estén comprendidas en la categoría de normas que es objeto del párrafo 3 c) del artículo 31.

7.91 Las Comunidades Europeas señalan a este respecto que, en Estados Unidos - Camarones, el Órgano de Apelación interpretó normas de la OMC tomando como referencia tratados que no eran vinculantes para todas las partes en el procedimiento.  Más concretamente, las Comunidades Europeas indican que, en ese caso, el Órgano de Apelación invocó tratados en apoyo de argumentos formulados por los Estados Unidos, a pesar de que los Estados Unidos no habían firmado o no habían ratificado esos tratados.  Las Comunidades Europeas señalan que uno de esos tratados era el Convenio sobre la Diversidad Biológica.

7.92 El Grupo Especial recuerda que, de conformidad con el párrafo 1 del artículo 31 de la Convención de Viena, los términos de un tratado deben ser interpretados conforme al "sentido corriente" que haya de atribuírseles en su contexto y teniendo en cuenta el objeto y fin del tratado.  El sentido corriente de los términos de un tratado se determina a menudo sobre la base de diccionarios.  Consideramos que, además de los diccionarios, hay otras normas pertinentes de derecho internacional que pueden, en algunos casos, ayudar al intérprete de un tratado a establecer, o confirmar, el sentido corriente de los términos de un tratado en el contexto específico en el que son utilizados.
  Esas normas no serían tomadas en consideración porque sean normas jurídicas, sino más bien porque podrían aportar pruebas del sentido corriente de los términos como hacen los diccionarios.
  Se tomarían en consideración por su carácter informativo.  Por tanto, cuando el intérprete de un tratado no considere que otra norma de derecho internacional es informativa, no tendrá que utilizarla.

7.93 Habida cuenta de lo anterior, consideramos que un grupo especial puede tomar en consideración otras normas pertinentes de derecho internacional cuando interprete los términos de los Acuerdos de la OMC si estima que esas normas son informativas.  Pero un grupo especial no tiene que utilizar necesariamente otras normas de derecho internacional, en particular si considera que es posible determinar el sentido corriente de los términos de los Acuerdos de la OMC tomando como referencia otros elementos.

7.94 Este enfoque es coherente con el del Órgano de Apelación en Estados Unidos - Camarones, tal como lo entendemos.  En aquel caso, el Órgano de Apelación tenía que interpretar el término "recursos naturales agotables" que figura en el apartado g) del artículo XX del GATT de 1994.  El Órgano de Apelación constató que este término era por definición evolutivo y, en consecuencia, consideró "oportuno advertir que las modernas convenciones y declaraciones internacionales hacen frecuentes referencias a los recursos naturales incluyendo dentro de los mismos tanto los recursos vivos como los no vivos".
  Por tanto, según entendemos, el Órgano de Apelación se basó en otras normas de derecho internacional porque consideró que eran informativas y le ayudaban a establecer el sentido y el alcance del término "recursos naturales agotables".
  Las Comunidades Europeas señalan correctamente que el Órgano de Apelación hizo referencia a Convenios que no eran aplicables a todas las partes en la diferencia.  Sin embargo, el mero hecho de que una o más partes en la diferencia no sean partes en un Convenio no significa necesariamente que éste no pueda aclarar el sentido y el alcance de un término del tratado que haya de interpretarse.

7.95 En el presente caso, en respuesta a una pregunta formulada por el Grupo Especial
, las Comunidades Europeas han identificado varias disposiciones del Convenio sobre la Diversidad Biológica y del Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología que consideran que el Grupo Especial debe tener en cuenta.
  Las Comunidades Europeas no han explicado por qué estas disposiciones son pertinentes para la interpretación de los Acuerdos de la OMC en cuestión en esta diferencia.  Hemos examinado cuidadosamente las disposiciones mencionadas por las Comunidades Europeas.  Sin embargo, finalmente no hemos considerado necesario ni adecuado basarnos en estas disposiciones concretas al interpretar los Acuerdos de la OMC en cuestión en la presente diferencia.

7.96 Además, recordamos que, tras consultar a las partes, solicitamos a varias organizaciones internacionales (el Codex, la FAO, la secretaría de la CIPF, la OMS, la OIE, la secretaría del CDB y el PNUMA) que identificaran materiales (trabajos de referencia, glosarios, documentos oficiales de las organizaciones internacionales competentes, incluidos convenios, normas y directrices, etc.) que pudieran ayudarnos a determinar el sentido corriente de determinados términos utilizados en las definiciones que figuran en el Anexo A del Acuerdo MSF.  Cuando ha sido procedente, hemos tenido en cuenta los materiales que hemos obtenido de este modo.

C. Panorama general de las medidas en litigio

7.97 En esta sección ofrecemos un panorama general de las medidas en litigio en la presente diferencia.  Anteriormente hemos indicado que las tres partes reclamantes en esta diferencia han presentado reclamaciones jurídicamente separadas, pero que cada una de esas reclamaciones se refiere al mismo asunto y que, por ello, el OSD ha decidido que sean examinadas por un Grupo Especial único.

7.98 Las medidas concretas objeto de impugnación en cada reclamación son realmente bastante similares.  Como indica el título del caso, las medidas en cuestión en las tres reclamaciones son determinadas medidas de las CE que afectan a la aprobación y comercialización de productos biotecnológicos.  Más concretamente, cada una de las partes reclamantes impugna tres categorías idénticas de medidas de las CE.  Las categorías en cuestión son las siguientes:


i)
la supuesta moratoria general de las CE sobre las aprobaciones de productos biotecnológicos (denominada en adelante la "moratoria general de las CE");


ii)
varias medidas de las CE relativas a productos específicos que afectan a la aprobación de productos biotecnológicos específicos (denominadas en adelante las "medidas de las CE relativas a productos específicos");  y
� Cartas de las partes de 17 de marzo de 2006.





� Cartas de las partes de 7 de marzo de 2006.





� Cartas de las partes de 19 de abril de 2006.





� Véase infra, sección VI.F.





� Carta del Grupo Especial de 8 de mayo de 2006.  En aras de la transparencia, el texto de la carta se adjunta a estos informes como anexo K (disponible en línea únicamente).  El texto de la carta reproducida en el anexo K no forma parte de las constataciones del Grupo Especial y no tiene por objeto modificarlas en modo alguno.





� En realidad, las exhaustivas descripciones de sus procedimientos de aprobación que hicieron las Comunidades Europeas en sus comunicaciones anteriores no abordan esta cuestión.  Véase, por ejemplo, la Primera comunicación escrita de las CE, páginas 51 a 63;  véanse también las Pruebas documentales 119 y 120 presentadas por las CE (en las que figura un diagrama de flujo de los procedimientos de aprobación previstos en el Reglamento 258/97 y la Directiva 90/220).





� Véase, por ejemplo, la Segunda comunicación escrita de las CE, párrafo 51 ("Por consiguiente, no cualquier 'híbrido no deseado', como dice el Grupo Especial en la pregunta 32, puede considerarse una plaga.  En particular un híbrido que causa daños a la diversidad biológica no es una plaga.  Tampoco lo es un híbrido que causa daños a los microorganismos, los animales o el medio ambiente.").





� Anexo H, párrafo 468.


� Segunda comunicación escrita del Canadá, párrafo 142 y nota 163.





� Ibid., párrafo 183 y notas 194 y 195.





� Ibid., párrafo 185 y nota 196.





� Véase ibid., párrafo 180.





� Respuesta de las CE a la pregunta 92 del Grupo Especial.





� Cabe señalar que, en su Primera comunicación escrita, las Comunidades Europeas describieron con cierto detalle la legislación comunitaria relativa a la aprobación de productos biotecnológicos, incluida la Directiva 2001/18.  Las Comunidades Europeas declararon que esa Directiva persigue los objetivos conexos pero distintos de "proteger la salud humana y el medio ambiente".  La información al consumidor no se mencionó como objetivo de la Directiva ni de la prescripción en materia de etiquetado en ella contenida.  Primera comunicación escrita de las CE, párrafos 142 y 143.





� Primera comunicación escrita de las CE, párrafos 142 y 143.





� Apartado 1 del artículo 8 del Reglamento 258/97.





� En cambio, en el apartado 1 del artículo 8 del Reglamento 258/97 sobre nuevos alimentos y nuevos ingredientes alimentarios se hace referencia al "consumidor final" de un nuevo alimento o ingrediente alimentario.





� Letra f) del apartado 3 del artículo 19 y apartado 2 del artículo 20 de la Directiva 2001/18.





� En el preámbulo del Reglamento 1829/2003 (sobre alimentos y piensos modificados genéticamente�) se señala que el etiquetado de los productos biotecnológicos permite al "consumidor" o "usuario" realizar una "elección informada" y descarta "la posibilidad de que los consumidores se vean inducidos a error" por lo que respecta al método de producción (párrafos 17, 20 y 21 del preámbulo del Reglamento).  De manera análoga, en el preámbulo del Reglamento 1830/2003 (relativo a la trazabilidad y al etiquetado de OMG y a la trazabilidad de los alimentos y piensos producidos a partir de éstos�) se señala que el etiquetado preciso de los productos biotecnológicos permite a los operadores y consumidores "ejercer su libertad de elección de forma efectiva" (párrafo 4 del preámbulo del Reglamento).





� Párrafo 40 del preámbulo de la Directiva 2001/18.





� Señalamos que algunos alimentos derivados de OMG -por ejemplo, los aceites de semillas de colza altamente refinados en que no son detectables ni ADN ni ninguna proteína procedente de OMG- no están sujetos a etiquetado obligatorio en virtud del Reglamento 258/97.





� También conviene recordar en este contexto que la Directiva 2001/18 se aplica a diversos tipos de productos que contienen o consisten en OMG, incluidos productos no destinados al consumo humano, como los productos para uso industrial (por ejemplo, productos destinados a su utilización como lubricantes).





� Canadá - Prueba documental 119 y Argentina - Prueba documental 53.





� Respuesta de las CE a la pregunta 92 a) del Grupo Especial.  Señalamos una vez más que las Comunidades Europeas, en sus observaciones sobre los informes provisionales, no justificaron su aseveración con respecto a la finalidad de informar al consumidor y, en particular, no se remitieron a ningún documento obrante en el expediente que respaldara esa aseveración.





� Canadá - Prueba documental 119 y Argentina - Prueba documental 53, páginas 9 y 10.





� Recordamos que el Reglamento 258/97 y los Reglamentos 1829/2003 y 1830/2003 explican por qué los consumidores o usuarios necesitan ser informados.





� Las Comunidades Europeas explicaron que la Directiva 2001/18 se adoptó mediante el denominado procedimiento de "codecisión", que entraña varias rondas de lectura en el Parlamento Europeo y el Consejo y, como último recurso, una lectura en un comité de conciliación.  Las Comunidades Europeas indicaron al Grupo Especial que el proyecto de Directiva 2001/18 pasó por todas esas etapas antes de que se adoptara finalmente el 12 de marzo de 2001.  Primera comunicación escrita de las CE, párrafo 158.





� Cabe recordar una vez más que en el propio Informe de la Comisión se llama la atención sobre el hecho de que el tema del etiquetado para indicar la presencia de un OMG en un producto había sido objeto de controversia entre los Estados miembros.





� Respuesta de las CE a la pregunta 92 a) del Grupo Especial.  Las Comunidades Europeas no presentaron esa propuesta como Prueba documental, pero en una nota de su respuesta incluyeron una referencia al Diario Oficial de las Comunidades Europeas, donde puede consultarse la propuesta.





� Letra e) del apartado 2 del artículo 11 de la propuesta.





� Las Comunidades Europeas alegan que el Canadá ha reconocido esto en el párrafo 197 de su Tercera comunicación escrita.





� Observaciones de las CE sobre las observaciones de las partes reclamantes, párrafos 7 y 16.





� Ibid., párrafo 24.


� Ibid., párrafo 37.





� Informe del Órgano de Apelación, Canadá - Exportaciones de trigo e importaciones de grano, párrafo 133.





� De hecho, el Canadá no formula esa alegación en el párrafo 27 de su Primera declaración oral, por ejemplo.





� Informes provisionales, párrafos 7.1015 y 7.2197.





� Observamos de manera incidental que, en relación con su observación sobre el párrafo 7.500 respecto de la fecha correcta de aprobación en el caso de la colza RR (CE-70), las Comunidades Europeas indicaron el lugar del Diario Oficial de la Unión Europea en donde puede encontrarse la decisión pertinente de la Comisión.  Las Comunidades Europeas no indicaron la correspondiente referencia al Diario Oficial con respecto a la decisión de la Comisión relativa al maíz MON863.





� Informes provisionales, párrafo 7.533.





� Ibid., párrafo 7.535.





� La Argentina se refiere específicamente a los párrafos 7.567, 7.584, 7.598, 7.612, 7.629, 7.648, 7.661, 7.670, 7.681, 7.695, 7.711, 7.726, 7.737 y 7.754 de los informes provisionales, donde se hace referencia al conocimiento por parte de la Comisión del propósito explícito del "Grupo de los Cinco" y a la capacidad de estos países de actuar como una "minoría de bloqueo";  y también a los párrafos 7.768, 7.777, 7.784, 7.798, 7.812, 7.825, 7.856, 7.876, 7.891, 7.901, 7.921, 7.955, 7.969, 7.985 y 7.1015 de los informes provisionales, donde se hace referencia a los Estados miembros en el sentido de que formaban parte del "Grupo de los Cinco", o de que tenían conocimiento del propósito explícito de dicho Grupo y de su capacidad de actuar como una "minoría de bloqueo").





� Informe del Órgano de Apelación, CE - Sardinas, párrafo 301.





� Como explicó el Órgano de Apelación en esa diferencia, "la exigencia de las debidas garantías procesales es tal que una parte reclamante no debería tener que ajustar sus alegaciones en el curso del procedimiento de solución de diferencias para hacer frente al contenido variable de una medida en litigio".  Informe del Órgano de Apelación, Chile - Sistema de bandas de precios, párrafo 144.





� El Canadá señala que, en sus comunicaciones, declaró que el hecho de que no hubiera abordado explícitamente afirmaciones concretas de carácter jurídico o fáctico de las Comunidades Europeas no significaba que estuviera de acuerdo con esas afirmaciones.  Segunda comunicación escrita del Canadá, párrafo 11.





� El Canadá se remite a los párrafos 53 y 68 de las observaciones de las CE.





� Informe del Órgano de Apelación, CE - Sardinas, párrafo 301.





� El Canadá se refiere al informe del Grupo Especial, Corea - Productos lácteos, párrafo 7.16.





� Informe del Órgano de Apelación, CE - Sardinas, párrafo 301.





� Informes del Órgano de Apelación, Japón - Manzanas, párrafos 176 y 177;  Japón - Productos agrícolas II, párrafo 89.





� Véase, infra, la sección VII.A.2.





� Ibid.





� WT/DS291/23, WT/DS292/17 y WT/DS293/17.





� Directiva 90/220/CEE del Consejo, "sobre la liberación intencional en el medio ambiente de organismos modificados genéticamente";  Reglamento (CE) Nº 258/97 "sobre nuevos alimentos y nuevos ingredientes alimentarios";  y Directiva 2001/18/CE del Parlamento Europeo y del Consejo "sobre la liberación intencional en el medio ambiente de organismos modificados genéticamente y por la que se deroga la Directiva 90/220/CEE del Consejo".





� Observamos que las partes reclamantes han presentado sólo parcialmente las mismas pruebas fácticas en apoyo de sus alegaciones.  En algunos casos, las partes reclamantes se han basado explícitamente en pruebas aportadas por otra parte reclamante, pero ninguna parte reclamante ha declarado que, a los efectos de su reclamación, deseaba apoyarse también en todas las pruebas presentadas por las demás partes reclamantes.





� Informes del Grupo Especial, Estados Unidos - Salvaguardias sobre el acero, párrafo 10.725.





� Lawrence Busch (Universidad del Estado de Michigan), Robin Grove-White (Universidad de Lancaster), Sheila Jasanoff (Universidad de Harvard), David Winickoff (Universidad de Harvard) y Brian Wynne (Universidad de Lancaster).





� Gene Watch, Fundación para el Derecho Ambiental Internacional y el Desarrollo (FIELD), Five Year Freeze y Real Sociedad para la Protección de las Aves (RSPB) (Reino Unido), Centro para la Inocuidad de los Alimentos (Estados Unidos de América), Consejo de los Canadienses e Instituto Polaris (Canadá), Grupo de Reflexión Rural Argentina y Fundación Centro de Derechos Humanos y Ambiente (CEDHA) (Argentina), Gene Campaign y Foro de Biotecnología e Inocuidad de los Alimentos (India), Fundación Sociedades Sustentables (Chile), Greenpeace Internacional (Países Bajos), Californians for GE-Free Agriculture y Foro Internacional sobre la Globalización.





� Centro de Derecho Ambiental Internacional (CIEL), Amigos de la Tierra - Estados Unidos (Adt�Estados Unidos), Defensores de la Naturaleza, Instituto de Política Agrícola y Comercial (IATP) y Asociación de Consumidores de Productos Orgánicos (OCA).


� Sólo se han referido a estos escritos los Estados Unidos y las Comunidades Europeas.  Los Estados Unidos formulan en su Segunda comunicación escrita extensas observaciones sobre los argumentos que figuran en los escritos amicus curiae, pero llegan a la conclusión de que la información facilitada en dichos escritos no ayuda al Grupo Especial a resolver la presente diferencia.  Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, apéndice III.  Las Comunidades Europeas hacen referencia a la argumentación de los escritos amicus curiae en su primera declaración oral.  Primera declaración oral de las Comunidades Europeas, párrafo 15.





� Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Camarones, párrafos 104 y 108.





� El Grupo Especial decidió recabar asesoramiento de expertos científicos y técnicos individuales dado que ninguna parte había solicitado formalmente que esa información se recabara de un grupo de expertos.  El enfoque del Grupo Especial es coherente con el seguido por grupos especiales anteriores que examinaron supuestas infracciones del Acuerdo MSF y del Acuerdo OTC.





� Conviene recordar a este respecto que este Grupo Especial fue establecido el 29 de agosto de 2003, pero su composición no se estableció hasta el 4 de marzo de 2004.  Por consiguiente, hubo un retraso inicial de más de seis meses incluso antes de que comenzara la labor del Grupo Especial.





� Los expertos científicos que han asesorado al Grupo Especial también han transmitido esta impresión.





� Señalamos que Noruega sola presentó un total de 53 páginas de comunicaciones al Grupo Especial.





� De los 3.136 documentos que se calcula fueron presentados al Grupo Especial, las partes reclamantes presentaron 417 y las Comunidades Europeas 2.719.  Señalamos que nuestro cálculo comporta, en cierta medida, un doble cómputo, ya que parte de las Pruebas documentales presentadas por las partes reclamantes eran las mismas.  Los 2.719 documentos presentados por las Comunidades Europeas incluyen los documentos facilitados en respuesta a la solicitud de información formulada por el Grupo Especial.





� Señalamos que la programación de la segunda reunión sustantiva también estuvo vinculada a la solicitud de las partes de que esa reunión se celebrara inmediatamente después de la reunión del Grupo Especial con los expertos.  Para que los expertos pudieran responder a las preguntas del Grupo Especial, necesitaban que se les concediera tiempo suficiente para familiarizarse ellos mismos con la totalidad de la información facilitada al Grupo Especial.





� Dado que carecemos de los elementos de hecho necesarios para determinar por qué aparentemente no se reunió ni facilitó más información en una etapa anterior de este procedimiento de solución de diferencias, no podemos sino volver a hacer hincapié en lo declarado por el Órgano de Apelación en India - Patentes (EE.UU.):





Todas las partes que intervengan en la solución de diferencias con arreglo al ESD deben exponer plenamente desde el principio las alegaciones que configuran la diferencia y los elementos de hecho relacionadas con esas alegaciones.  Las alegaciones deben exponerse claramente.  Los elementos de hecho deben comunicarse con libertad.  Así debe suceder en las consultas y en las reuniones más formales del procedimiento de los grupos especiales.  De hecho, la exigencia de un proceso con todas las garantías que está implícita en el ESD hace que esto sea especialmente necesario durante las consultas.  (Informe del Órgano de Apelación, India - Patentes (EE.UU.), párrafo 94.)





� Como observación al margen señalamos que en relación con este proceso de constatación de hechos establecimos, en consulta con las partes, un conjunto especial de procedimientos para la protección de la información estrictamente confidencial (denominada en adelante "IEC"), especialmente debido a la información sensible relativa a empresas que habían facilitado las Comunidades Europeas.





� Señalamos a este respecto que, en el procedimiento del Grupo Especial que entendió en el asunto Estados Unidos - Salvaguardias sobre el acero, las ocho partes reclamantes dividieron entre ellas, al menos en parte, la argumentación sobre los elementos comunes de sus reclamaciones.  Informe del Grupo Especial, Estados Unidos - Salvaguardias sobre el acero, párrafo 10.726.





� Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Juegos de azar, párrafo 126.





� Ibid., párrafo 125.





� En relación con nuestro enfoque, véase la resolución preliminar, párrafos 22-24, 34, 35, 45 y 46.





� Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Acero al carbono, párrafos 61 y 62.





� Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Camarones, párrafo 158 y nota 157.  El Órgano de Apelación consideró en ese caso que el principio de buena fe era a la vez un principio general del derecho y un principio general del derecho internacional.





� Observamos, en cambio, que el párrafo 2 b) del artículo 31 de la Convención de Viena hace referencia a "una o más partes".





� En cambio, el artículo 66 de la Convención de Viena, que trata de los procedimientos de arreglo judicial, de arbitraje y de conciliación, hace referencia a "las partes en una controversia".  Observamos que la falta de una referencia a "las partes en una controversia" en el artículo 31 no resulta sorprendente habida cuenta de que dicho artículo no pretende establecer normas de interpretación aplicables únicamente en el contexto de procedimientos internacionales judiciales (o cuasijudiciales).





� Somos conscientes de que el apartado a) del párrafo 2 del artículo 31 de la Convención de Viena hace referencia a "todas las partes".  Sin embargo, no consideramos que dicho apartado invalide la interpretación que hacemos de la expresión "las partes", que figura en el apartado c) del párrafo 3 del artículo 31.  A nuestro juicio, la referencia a "todas las partes" se utiliza en el apartado a) del párrafo 2 del artículo 31 para dejar clara la diferencia entre la clase de documentos de que se trata en esa disposición (a saber, los acuerdos que se refieren a un tratado que fueron concertados entre "todas las partes") y la clase de documentos en cuestión en el apartado b) del párrafo 2 del artículo 31 (a saber, los instrumentos formulados por "una o más partes" y aceptados por "las demás" como instrumentos referentes a un tratado).  En otras palabras, creemos que la utilización de la expresión "todas las partes" en el apartado a) del párrafo 2 del artículo 31 se explica, y es necesaria, por la existencia del apartado b) de dicho párrafo.  De conformidad con esta opinión, consideramos que la falta de una referencia a "todas las partes" en el apartado c) del párrafo 3 del artículo 31 se explica por el hecho de que el párrafo 3 del artículo 31 no contiene ninguna disposición similar al apartado b) del párrafo 2 de dicho artículo, esto es, que el párrafo 3 del artículo 31 no contiene ninguna disposición que haga referencia a "una o más partes" y, en consecuencia, pueda hacer que la referencia del apartado c) del párrafo 3 del artículo 31 a "las partes" sea confusa o ambigua.





Además, vale la pena observar que la opinión de que la expresión "las partes", que figura en el párrafo 3 c) del artículo 31, debe entenderse referida a todas las partes en un tratado también ha sido sostenida por Mustafa Yasseen, "L'interprétation des Traités d'après la Convention de Vienne sur le Droit des Traités", en Recueil des Cours de l'Académie de Droit International (1976), volumen III, página 63, párrafo 7.





� Encontramos un apoyo adicional para esta opinión en las disposiciones del apartado b) del párrafo 3 del artículo 31.  Este apartado, que forma parte del contexto inmediato del apartado c) del mismo párrafo, establece que el intérprete de un tratado debe tener en cuenta "toda práctica ulteriormente seguida en la aplicación del tratado por la cual conste el acuerdo de las partes acerca de la interpretación del tratado".  Al igual que el apartado c) del párrafo 3 del artículo 31, esa disposición hace referencia a "las partes".  En CE � Trozos de pollo, el Órgano de Apelación pareció estar de acuerdo con el Grupo Especial que se había ocupado de ese caso en que la expresión "las partes" que figura en el apartado b) del párrafo 3 del artículo 31 significa las partes en un tratado, y en el contexto de la OMC debe entenderse que significa los Miembros de la OMC.  Informe del Órgano de Apelación, CE - Trozos de pollo, párrafos 272 (donde se hace referencia a "una parte en el tratado" y al acuerdo con una práctica por parte de "otros Miembros de la OMC") y 273 (donde se hace referencia a la "cuestión de cómo consta el acuerdo de los Miembros que no han seguido una práctica").  Véase también el informe del Órgano de Apelación, Japón - Bebidas alcohólicas II, página 15 (donde se hace referencia al "acuerdo de las partes [en un tratado] acerca de la interpretación del tratado").  Es cierto que el Órgano de Apelación consideró que "la interpretación de una disposición de un tratado sobre la base de la práctica ulteriormente seguida es vinculante para todas las partes en el tratado, incluidas las que no han seguido efectivamente esa práctica".  Ibid., párrafo 273.  Pero también consideró que es necesario que "const[e] el acuerdo de aquellas partes que no han seguido una práctica".  Ibid., párrafo 271.  Por tanto, la interpretación que hacemos de la expresión "las partes", que figura en el apartado c) del párrafo 3 del artículo 31, es coherente con la que hizo el Órgano de Apelación de la misma expresión contenida en el apartado b) de dicho párrafo, y de hecho queda respaldada por ella.  A nuestro juicio, sería incongruente permitir que la interpretación de un tratado se viera afectada por normas de derecho internacional que no son aplicables en las relaciones entre todas las partes en el tratado, pero no por una práctica ulteriormente seguida que no deje constancia del acuerdo de todas las partes en el tratado acerca del sentido de ese tratado.





� Esta opinión queda confirmada por la historia de la negociación del párrafo 3 del artículo 31.  La Comisión de Derecho Internacional, en su comentario al artículo 27 del proyecto de la Convención de Viena, que contenía un texto idéntico al actual artículo 31, afirmó que "los tres elementos [los tres apartados del que ahora es el párrafo 3 del artículo 31] tienen un carácter obligatorio, y no cabe considerar que por su propia naturaleza sean en modo alguno normas de interpretación de rango inferior al de los precedentes".  Anuario de la Comisión de Derecho Internacional (1966), volumen II, página 241, párrafo 9.





� No estamos sugiriendo que otras normas de derecho internacional aplicables sirvan invariable o exclusivamente para algo parecido a "romper el empate" en el proceso interpretativo.





� Las Comunidades Europeas consideran que el informe del Órgano de Apelación en Estados Unidos - Camarones apoya su opinión.  No estamos de acuerdo.  A nuestro juicio, ese informe no respalda la tesis de que los grupos especiales están obligados a interpretar los Acuerdos de la OMC a la luz de otras normas de derecho internacional aun cuando no sean aplicables a todas las partes en una diferencia.  Abordamos nuevamente el informe del Órgano de Apelación en Estados Unidos - Camarones, y en particular la forma en que lo entendemos, en la próxima subsección.





� Recordamos que hemos llegado a esta opinión tras determinar que el texto y el contexto del párrafo 3 c) del artículo 31 no apoyan la interpretación de que la expresión "las partes" significa "las partes en una controversia".





� Es útil recordar que son varias las formas en las que un Estado soberano puede decidir no aceptar otras normas de derecho internacional.  Así, en el caso de otras normas de derecho internacional plasmadas en un tratado, un Estado puede haber decidido no participar en la negociación del tratado;  puede haber decidido no firmar el texto definitivo del tratado en cuestión;  o el poder legislativo de un Estado puede haber decidido no ratificar el tratado después de haber sido firmado por el ejecutivo.  También hay casos de ratificaciones con objeciones/excepciones.  En el caso de las normas usuales de derecho internacional, un Estado puede haber formulado persistentemente objeciones respecto de la norma de que se trate durante su elaboración.





� El Convenio sobre la Diversidad Biológica entró en vigor el 29 de diciembre de 1993.





� No disponemos de información sobre si los Estados Unidos han manifestado su intención en alguna ocasión, desde 1993, en cuanto a si aún deseaban llegar a ser parte en el Convenio de 1992.





� Señalamos que, de conformidad con el artículo 18 de la Convención de Viena, un Estado que ha firmado un tratado debe abstenerse de actos en virtud de los cuales se frustren el objeto y el fin de éste, al menos mientras no haya manifestado su intención de no llegar a ser parte en él.  Inicialmente, observamos que se plantea la cuestión de si las disposiciones del artículo 18 reflejan derecho internacional consuetudinario.  Aun haciendo caso omiso de esta cuestión, observamos que el artículo 18 hace referencia a "actos" que lleguen al nivel de "frustr[ar] el objeto y el fin" de un tratado, y no a actos que sean incompatibles con términos específicos de ese tratado.  Del artículo 18 no se desprende que un Estado que haya firmado un tratado tenga obligaciones de conformidad con los términos específicos de ese tratado y que el tratado le sea, en consecuencia, aplicable.  En cualquier caso, el párrafo 3 c) del artículo 31 hace referencia a "norma[s]" de derecho internacional aplicables.  Creemos que no puede considerarse razonablemente que "el objeto y el fin" de un tratado constituye una "norma" de derecho internacional.





� No disponemos de información sobre si la Argentina y el Canadá han manifestado su intención, después de firmar el Protocolo de 2000, de si aún deseaban llegar a ser partes en dicho Protocolo.





� No disponemos de información sobre si los Estados Unidos han manifestado su intención de llegar a ser parte en el Protocolo de 2000.





� Señalamos que tampoco está en vigor para varios terceros en esta diferencia, incluidos Australia, Chile, Honduras, Tailandia y el Uruguay.  Véase http://www.biodiv.org/world/parties.asp.





� El texto del Principio 15 de la Declaración de Río figura infra, nota 212.





� Véase T.N. Godavarman Thirumalpad v. Union of India (2002) 10 SCC 606.





� Véase, por ejemplo, Ian Brierly, Principles of Public International Law, quinta edición (Clarendon Press, 1998), páginas 18 y 19.





� Informe del Órgano de Apelación, CE - Hormonas, párrafo 121.





� Ibid., párrafos 123 y 124.





� (Nota en el original.)  Autores como P. Sands, J. Cameron y J. Abouchar, si bien reconocen que el principio aún está en evolución, admiten sin embargo que existe actualmente una práctica estatal suficiente como para apoyar la idea de que el principio de precaución o cautela es un principio del derecho internacional consuetudinario.  Véase, por ejemplo P. Sands, Principles of International Environmental Law, volumen I (Manchester University Press 1995) página 212;  J. Cameron, "The Status of the Precautionary Principle in International Law", en J. Cameron y T. O'Riordan (editores), Interpreting the Precautionary Principle (Cameron, mayo de 1994) 262, página 283;  J. Cameron y J. Abouchar, "The Status of the Precautionary Principle in International Law", in D. Freestone y E. Hey (editores), The Precautionary Principle in International Law (Kluwer, 1996), 29, página 52.  Otros autores sostienen que el principio de precaución o cautela aún no ha alcanzado la condición jurídica de un principio del derecho internacional, o por lo menos, consideran esa condición dudosa, entre otras razones por el hecho de que el principio sigue aún siendo objeto de una gran diversidad de interpretaciones.  Véase, por ejemplo P. Birnie y A. Boyle, International Law and the Environment (Clarendon Press, 1992), página 98;  L. Gündling, "The Status in International Law of the Precautionary Principle" (1990) 5:1,2,3 International Journal of Estuarine and Coastal Law 25, página 30;  A. de Mestral (et. al), International Law Chiefly as Interpreted and Applied in Canada, quinta edición (Edmond Montgomery, 1993), página 765;  D. Bodansky, in Proceedings of the 85th Annual Meeting of the American Society of International Law (ASIL, 1991), página 415.





� (Nota en el original.)  En el asunto Case Concerning the Gabcíkovo-Nagymaros Project (Hungary/Slovakia), la Corte Internacional de Justicia ha reconocido que en la esfera de la protección medioambiental se han desarrollado nuevas normas y pautas, establecidas en gran número de instrumentos durante los dos últimos decenios.  Es preciso tener en consideración esas nuevas normas y darles la importancia debida a esas nuevas pautas.  No obstante, tomamos nota de que la Corte no identificó al principio de precaución o cautela como una de esas nuevas normas recientemente establecidas.  También se abstuvo de declarar que un principio de ese tipo pudiese prevalecer sobre las obligaciones del Tratado entre Checoslovaquia y Hungría, de 16 de septiembre de 1977, concerniente a la construcción y explotación del sistema de esclusas Gabcíkovo/Nagymaros.  Véase, Case Concerning the Gabcíkovo-Nagymaros Project (Hungary/Slovakia), Corte Internacional de Justicia, Fallo, 25 de septiembre de 1997, párrafos 140, 111-114.  Aún no ha sido incluido en los JCI Reports, pero puede consultarse en Internet en http://www.icj-cij.org/idecis.htm.





� Observamos que en los asuntos Southern Bluefin Tuna Cases, planteados ante el Tribunal Internacional del Derecho del Mar, hubo dos jueces que se refirieron al principio de precaución o cautela en sus opiniones individuales.  El Juez Treves indicó que comprendía "la renuencia del Tribunal a adoptar una posición en cuanto a si el enfoque de cautela es un principio vinculante del derecho internacional consuetudinario", y señaló también que "[o]tras cortes y tribunales que se han enfrentado recientemente a esta cuestión han evitado dar una respuesta".  El Juez Laing consideró que no era "posible, sobre la base de los materiales disponibles y los argumentos presentados [...], determinar si [...] el derecho internacional consuetudinario reconoce un principio de cautela", y añadió que "los tratados e instrumentos formales utilizan un lenguaje preceptivo diferente;  la idea se enuncia de diversas maneras (como un principio, un enfoque, un concepto, medidas, una acción);  ninguna decisión judicial autorizada respalda inequívocamente la idea;  la doctrina no es concluyente;  y los materiales jurídicos nacionales son inciertos o están evolucionando".  Tribunal Internacional del Derecho del Mar, asuntos Southern Bluefin Tuna Cases (New Zealand v. Japan;  Australia v. Japan) (Requests for Provisional Measures), 1999, párrafo 9 (opinión individual del Juez Treves) y párrafo 16 (opinión individual del Juez Laing).





� Señalamos, a título de ejemplo, el Principio 15 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de 1992:





Con el fin de proteger el medio ambiente, los Estados deberán aplicar ampliamente el criterio de precaución conforme a sus capacidades.  Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos para impedir la degradación del medio ambiente.





También señalamos el párrafo 9 del Preámbulo del Convenio sobre la Diversidad Biológica, que dice lo siguiente:





Observando también que cuando exista una amenaza de reducción o pérdida sustancial de la diversidad biológica no debe alegarse la falta de pruebas científicas inequívocas como razón para aplazar las medidas encaminadas a evitar o reducir al máximo esa amenaza.





Por último, señalamos el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología, que dispone en su artículo 1 lo siguiente:





De conformidad con el enfoque de precaución que figura en el Principio 15 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, el objetivo del presente Protocolo es contribuir a garantizar un nivel adecuado de protección en la esfera de la transferencia, manipulación y utilización seguras de los organismos vivos modificados resultantes de la biotecnología moderna que puedan tener efectos adversos para la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica, teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana, y centrándose concretamente en los movimientos transfronterizos.





Además, el párrafo 6 del artículo 10 del Protocolo dice así:





El hecho de que no se tenga certeza científica por falta de información o conocimientos científicos pertinentes suficientes sobre la magnitud de los posibles efectos adversos de un organismo vivo modificado en la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica en la Parte de importación, teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana, no impedirá a la Parte de importación, a fin de evitar o reducir al mínimo esos posibles efectos adversos, adoptar una decisión, según proceda, en relación con la importación del organismo vivo modificado de que se trate como se indica en el párrafo 3 supra.





� Señalamos, por ejemplo, la remisión de las Comunidades Europeas a la decisión del Tribunal Supremo de la India.  Otro ejemplo lo encontramos en el párrafo 6 del artículo 1 de la Ley 99 de 1993 de Colombia, el cual dispone que "[l]a formulación de las políticas ambientales tendrá en cuenta el resultado del proceso de investigación científica.  No obstante, las autoridades ambientales y los particulares darán aplicación al principio de precaución conforme al cual, cuando exista peligro de daño grave e irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces para impedir la degradación del medio ambiente".





� Esta observación fue formulada, por ejemplo, por el Juez Laing en la opinión individual que expresó en los asuntos Southern Bluefin Tuna Cases, mencionada anteriormente.





� Véase, por ejemplo, O. McIntyre/T. Mosedale, "The Precautionary Principle as a Norm of Customary International Law", Journal of Environmental Law 9 (1997), páginas 222 y 223;  J. Cameron/W. Wade-Gery/J. Abouchar, "Precautionary Principle and Future Generations", en E. Agius et al. (editores), Future Generations and International Law, Londres, 1998, página 96;  P. Sands, Principles of International Environmental Law, segunda edición (Cambridge University Press, 2003), página 279.





� Véase, por ejemplo, L.M. Jurgielewicz, Global Environmental Change and International Law (Lanham, 1996), página 64;  P.-M. Dupuy, "Où en est le droit international de l'environnement à la fin du siècle?", Revue Générale de Droit International Public 4 (1997), páginas 889 y 890;  J.O. McGinnis, "The Appropriate Hierarchy of Global Multilateralism and Customary International Law:  The Example of the WTO", Virginia Journal of International Law 44 (2003), páginas 260 y 261.





� Conviene señalar en este contexto que el Órgano de Apelación ha declarado que "los diccionarios son guías importantes para la definición de las palabras que figuran en los acuerdos e instrumentos jurídicos, pero no formulaciones concluyentes a su respecto".  Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Ley de compensación (Enmienda Byrd), párrafo 248.





� Naturalmente, el intérprete de un tratado tendría que tener presente que hay otras normas de derecho internacional que pueden ser normas negociadas y, por lo tanto, atribuir a determinados términos sentidos que no reflejen el sentido corriente de los mismos.  Señalamos que esta posibilidad se reconoce en el párrafo 4 del artículo 31 de la Convención de Viena, el cual dispone que "[s]e dará a un término un sentido especial si consta que tal fue la intención de las partes".





� Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Camarones, párrafo 130.





� Señalamos que el Órgano de Apelación no sugirió que recurriera a otras normas de derecho internacional porque estuviera obligado a hacerlo de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 3 c) del artículo 31 de la Convención de Viena.  De hecho, el Órgano de Apelación ni siquiera mencionó dicho párrafo.


� De igual modo, en un caso en el que todas las partes en la diferencia fueran partes en un Convenio, no por ello correspondería necesariamente basarse en ese Convenio.





� Pregunta 4 del Grupo Especial.





� Las Comunidades Europeas se refieren al Preámbulo y al apartado g) del artículo 8 del Convenio sobre la Diversidad Biológica y a los artículos 1, 8, 10, 11, 15, 23 y 26 y al anexo III del Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología.





� WT/DS291/23.





� WT/DS292/17.





� WT/DS293/17.





� Ninguna de las partes solicitó una audiencia preliminar sobre las cuestiones planteadas en la solicitud de las Comunidades Europeas de 8 de marzo de 2004.





� (Nota en el original.)  Ibid., párrafo 143.





� Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Derechos compensatorios sobre determinados productos planos de acero al carbono resistente a la corrosión procedentes de Alemania ("Estados Unidos - Acero al carbono"), WT/DS213/AB/R, adoptado el 19 de diciembre de 2002, párrafo 127 (no se reproducen las notas de pie de página).





� Los Estados Unidos han aducido además que, aparte de ser infundadas, las objeciones de las Comunidades Europeas respecto de la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos son también extemporáneas, y que el Grupo Especial debería rechazar la solicitud de resolución preliminar formulada por las Comunidades Europeas también sobre esa base.  Véanse las observaciones de los Estados Unidos sobre la solicitud de resolución preliminar formulada por las Comunidades Europeas, párrafo 38.  Sólo será necesario abordar la cuestión de la oportunidad de las objeciones de las Comunidades Europeas si el Grupo Especial concluye que éstas no han establecido que la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos no cumple los requisitos del párrafo 2 del artículo 6 del ESD.





� WT/DS291/23, párrafos 1-3.





� (Nota en el original.)  Directiva 2001/18, Diario Oficial L 106, de 17 de abril de 2001, página 1 (y su precedente, Directiva 90/220, Diario Oficial L 117, de 8 de mayo de 1990, página 15, modificada por la Directiva 94/15, Diario Oficial L 103, de 22 de abril de 1994, página 20 y la Directiva 97/35, Diario Oficial L 169, de 27 de junio de 1997, página 72);  y el Reglamento 258/97, Diario Oficial L 043, de 14 de febrero de 1997, página 1.





� WT/DS292/17, párrafos 1, 2 y 5.





� (Nota en el original.)  Tal como está previsto en la Directiva 2001/18/CE, de 12 de marzo de 2001, sobre la liberación intencional en el medio ambiente de organismos modificados genéticamente y por la que se deroga la Directiva 90/220/CE del Consejo ([2001] Diario Oficial L 106/1) (y su predecesora, la Directiva 90/220/CEE, de 23 de abril de 1990, sobre la liberación intencional en el medio ambiente de organismos modificados genéticamente ([1990] Diario Oficial L 117/15), el Reglamento (CE) 258/97 de 27 de enero de 1997 sobre nuevos alimentos y nuevos ingredientes alimentarios ([1997] Diario Oficial L 43/1), y los instrumentos legislativos conexos a que se refieren específicamente estas disposiciones.





� WT/DS293/17, párrafos 2-5.





� (Nota en el original.)  Ver anexo I.





� (Nota en el original.)  La normativa de las CE respecto de la aprobación de productos biotecnológicos incluye la Directiva 2001/18/CE del Parlamento y del Consejo de 12 de marzo de 2001, publicada en el Diario Oficial Nº 106 de 17 de abril de 2001, páginas 0001-0039 (y su antecedente Directiva 90/220/CEE del Consejo de 23 de abril de 1990 -publicada en el Diario Oficial Nº 117 de 8 de mayo de 1990-, modificada por la Directiva 94/15-publicada en el Diario Oficial Nº 103 de 22 de abril de 1994- y por la Directiva 97/35 -publicada en el Diario Oficial Nº 169 de 27 de junio de 1997-) y el Reglamento (CE) Nº 258/1997 del Parlamento y del Consejo de 27 de enero de 1997 -publicado en el Diario Oficial Nº 043 de 14 de febrero de 1997-.





� (Nota en el original.)  Ver anexo II.





� Informe del Grupo Especial, Canadá - Medidas relativas a las exportaciones de trigo y al trato del grano importado ("Canadá - Exportaciones de trigo e importaciones de grano"), WT/DS276/R, de fecha 6 de abril de 2004, aún no adoptado, párrafo 6.10, párrafo 14 de la resolución relativa al párrafo 2 del artículo 6.





� Ibid., párrafos 17 y 20 de la resolución relativa al párrafo 2 del artículo 6.





� Informe del Órgano de Apelación, Comunidades Europeas - Clasificación aduanera de determinado equipo informático ("CE - Equipo informático"), WT/DS62/AB/R, WT/DS67/AB/R, WT/DS68/AB/R, adoptado el 22 de junio de 1998, párrafo 69.





� The Concise Oxford Dictionary, décima edición., J. Pearsall (editor) (Clarendon Press, 1999), página 1443.





� Ibid.





� Por lo que respecta al texto del párrafo introductorio, véase, supra, el párrafo 8.





� Observaciones de los Estados Unidos sobre la solicitud de resolución preliminar formulada por las Comunidades Europeas, párrafo 4.  La solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos no hace referencia explícita a una moratoria "de facto".  No obstante, en la primera reunión del OSD en que se examinó la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos, éstos confirmaron la naturaleza de facto de la moratoria, diciendo que "[l]a existencia de esta moratoria es indiscutible:  las CE no han considerado un producto biotecnológico a efectos de su aprobación en casi cinco años, y funcionarios comunitarios de alto rango han reconocido la existencia de la moratoria en declaraciones públicas".  Véase WT/DSB/M/154, página 7.





� Informe del Grupo Especial, Canadá - Exportaciones de trigo e importaciones de grano, párrafo 20 de la resolución relativa al párrafo 2 del artículo 6.





� Ibid., párrafos 20 y 27 de la resolución relativa al párrafo 2 del artículo 6.





� Observamos que esta distinción ha desempeñado un papel en diversos procedimientos de solución de diferencias del GATT/OMC.  Véase, en especial, el informe del Grupo Especial, Japón - Comercio de semiconductores ("Japón - Semiconductores"), adoptado el 4 de mayo de 1988, IBDD, 35S/130, párrafos 110�117.





� Observaciones de los Estados Unidos sobre la solicitud de resolución preliminar formulada por las Comunidades Europeas, párrafos 4, 5 y 16;  Pruebas documentales 1 y 2 presentadas por los Estados Unidos.


� Solicitud de resolución preliminar formulada por las Comunidades Europeas, párrafo 22.





� Informe del Órgano de Apelación, Tailandia - Derechos antidumping sobre los perfiles de hierro y acero sin alear y vigas doble T procedentes de Polonia ("Tailandia - Vigas doble T"), WT/DS122/AB/R, adoptado el 5 de abril de 2001, párrafo 88.





� Consideramos que la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos también informa adecuadamente a los terceros de la medida concreta que se impugna.  Observamos a este respecto que ninguno de los terceros ha formulado observaciones sobre las objeciones formuladas por las Comunidades Europeas a la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos.





� Observaciones de los Estados Unidos sobre la solicitud de resolución preliminar formulada por las Comunidades Europeas, párrafo 18.





� Solicitud de resolución preliminar formulada por las Comunidades Europeas, párrafo 25.





� Por lo que respecta al texto del párrafo introductorio, véase, supra, el párrafo 9.





� Véase, supra, párrafo 20.





� Véase, supra, párrafo 22.





� Observaciones del Canadá sobre la solicitud de resolución preliminar formulada por las Comunidades Europeas, párrafos 18 y 19;  Pruebas documentales 4 y 5 presentadas por el Canadá.





� Véase, supra, párrafo 23.





� Informe del Órgano de Apelación, Tailandia - Derechos antidumping sobre los perfiles de hierro y acero sin alear y vigas doble T procedentes de Polonia ("Tailandia - Vigas doble T"), WT/DS122/AB/R, adoptado el 5 de abril de 2001, párrafo 88.





� Consideramos que la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos también informa adecuadamente a los terceros de la medida concreta que se impugna.  Observamos a este respecto que ninguno de los terceros ha formulado observaciones sobre las objeciones formuladas por las Comunidades Europeas a la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos.





� Solicitud de resolución preliminar formulada por las Comunidades Europeas, párrafo 25.





� Véase, supra, párrafo 20.





� Por lo que respecta al texto del segundo párrafo, véase, supra, el párrafo 10.





� Al parecer, la Argentina se propone ilustrar la "moratoria de facto" remitiéndose al anexo I de su solicitud de establecimiento de un grupo especial, en el que se describen productos biotecnológicos específicos y la situación de las correspondientes solicitudes de aprobación.





� Véase, supra, párrafo 22.





� Véase, supra, párrafo 23.





� Informe del Órgano de Apelación, Tailandia - Derechos antidumping sobre los perfiles de hierro y acero sin alear y vigas doble T procedentes de Polonia ("Tailandia - Vigas doble T"), WT/DS122/AB/R, adoptado el 5 de abril de 2001, párrafo 88.


� Consideramos que la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos también informa adecuadamente a los terceros de la medida concreta que se impugna.  Observamos a este respecto que ninguno de los terceros ha formulado observaciones sobre las objeciones planteadas por las Comunidades Europeas a la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por la Argentina.





� Observamos que en la primera reunión del OSD en que se examinó la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por la Argentina, este país explicó de modo análogo que "[l]as medidas que se cuestionan comprenden, según los casos, la no consideración o la suspensión de la consideración de solicitudes de otorgamiento o aprobación de productos agrícolas de biotecnología [...]" (sin cursivas en el original).  Véase WT/DSB/M/154, página 8.





� Solicitud de resolución preliminar formulada por las Comunidades Europeas, párrafo 25.





� WT/DS291/23, párrafo 4.





� WT/DS292/17, párrafos 6 y 7.





� WT/DS293/17, párrafos 5 y 6.





� Informe del Órgano de Apelación, Tailandia - Vigas doble T, párrafo 88.





� (Nota en el original.)  Ibid., párrafo 23.





� (Nota en el original.)  Si bien los argumentos serán aclarados más detalladamente en la Primera comunicación escrita y en los documentos subsiguientes, existe, como dijimos [el Órgano de Apelación] en Comunidades Europeas - Bananos, una importante diferencia entre las alegaciones identificadas en la solicitud de establecimiento de un grupo especial, que determinan el mandato del grupo especial de conformidad con el artículo 7 del ESD, y los argumentos que apoyan esas alegaciones.  Véase el informe del Órgano de Apelación, supra, nota 30, párrafo 142.





� Informe del Órgano de Apelación, Corea - Medida de salvaguardia definitiva impuesta a las importaciones de determinados productos lácteos ("Corea - Productos lácteos"), WT/DS98/AB/R, adoptado el 12 de enero de 2000, párrafo 124.





� (Nota en el original.)  Véanse los informes del Órgano de Apelación Brasil - Coco desecado, supra, nota 21, página 25;  Comunidades Europeas - Bananos, supra, nota 13, párrafos 145 y 147;  e India - Patentes, supra, nota 21, párrafos 89, 92 y 93.





� Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Acero al carbono, párrafo 130.





� (Nota en el original.)  Informe del Órgano de Apelación sobre el asunto Corea - Productos lácteos, párrafo 124.





� Reproducimos el texto de estas disposiciones en el anexo de la presente resolución preliminar.  Aunque las Comunidades Europeas parecen sugerir que han identificado estas disposiciones concretas meramente a título "ilustrativo" (solicitud de resolución preliminar formulada por las Comunidades Europeas, párrafo 38), corresponde a las Comunidades Europeas indicar con precisión de qué forma y por qué las solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas por las partes reclamantes son deficientes.  En consecuencia, el Grupo Especial limitará su análisis a las disposiciones especificadas por las Comunidades Europeas.





� Véase el informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Acero al carbono, párrafo 130, citado, supra, párrafo 54.





� Observaciones de los Estados Unidos sobre la solicitud de resolución preliminar formulada por las Comunidades Europeas, nota 15;  respuesta del Canadá a la pregunta 5 del Grupo Especial.


� Señalamos que parece haber una incongruencia en la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos, porque éstos no citaron el párrafo 1 del artículo 5 del Acuerdo OTC en conjunto, pero, en cambio, especificaron sus dos apartados.  Sin embargo, esta incongruencia no resta validez a nuestra opinión de que, cuando todas las disposiciones enumeradas en la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos se consideran conjuntamente, el hecho de que los Estados Unidos no especificaran los números de los apartados al referirse al párrafo 5 del Anexo B del Acuerdo MSF y al párrafo 9 del artículo 2 y al párrafo 6 del artículo 5 del Acuerdo OTC sugiere que quisieron alegar infracciones de cada uno de los apartados.





� Respuesta de la Argentina a la pregunta 9 del Grupo Especial.





� Informe del Órgano de Apelación, Tailandia - Vigas doble T, párrafo 93.





� (Nota en el original.)  Véase también el informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Medidas aplicadas a la importación de determinados productos procedentes de las Comunidades Europeas, WT/DS165/AB/R, adoptado el 10 de enero de 2001, párrafo 111.





� Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Acero al carbono, párrafo 130, citado, supra, párrafo 54.





� Respuesta de la Argentina a la pregunta 8 del Grupo Especial.





� Concretamente, el Órgano de Apelación señaló que "[h]abida cuenta de la importancia de la solicitud de establecimiento de un grupo especial, exhortamos a los reclamantes a que identifiquen con precisión el fundamento jurídico de la reclamación".  Informe del Órgano de Apelación, Tailandia - Vigas doble T, párrafo 97.





� Respuesta de la Argentina a la pregunta 8 del Grupo Especial.





� Véase el informe del Grupo Especial, Canadá - Exportaciones de trigo e importaciones de grano, resolución relativa al párrafo 2 del artículo 6, párrafo 43.





� Solicitud de resolución preliminar formulada por las Comunidades Europeas, párrafo 38.  Las Comunidades Europeas no indican los números de los párrafos que contienen estas cuatro obligaciones.





� El párrafo 4 del artículo 12 se ocupa de las medidas adoptadas por los países en desarrollo Miembros.  Los párrafos 5 y 6 del artículo 12 se refieren a las obligaciones de los Miembros en relación con la labor de las instituciones internacionales con actividades de normalización.  El párrafo 8 del artículo 12 se refiere a los problemas que tienen los países en desarrollo Miembros para cumplir sus obligaciones en el marco del Acuerdo OTC y a la posibilidad de obtener excepciones limitadas en el tiempo al cumplimiento de obligaciones dimanantes del Acuerdo OTC.  El párrafo 9 del artículo 12 está relacionado con las "consultas" en una situación en la que un país en desarrollo Miembro "elabora[] y aplica[]" normas, reglamentos técnicos o procedimientos para la evaluación de la conformidad.  Sin embargo, en ninguna parte de la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por la Argentina se sugiere que las Comunidades Europeas no hayan cumplido sus obligaciones durante las consultas celebradas entre la Argentina y las Comunidades Europeas.  Además, está claro que la reclamación de la Argentina no se refiere a la elaboración y aplicación de sus propias normas, reglamentos técnicos o procedimientos para la evaluación de la conformidad.  El párrafo 10 del artículo 12 establece una prescripción que ha de cumplir el Comité de Obstáculos Técnicos al Comercio.





� Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Acero al carbono, párrafo 130, citado, supra, párrafo 54.





� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta 3 del Grupo Especial;  respuesta del Canadá a la pregunta 5 del Grupo Especial.





� Respuesta de la Argentina a la pregunta 9 del Grupo Especial.





� Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Acero al carbono, párrafo 130, citado, supra, párrafo 54.


� Véase el informe del Órgano de Apelación, Australia - Medidas que afectan a la importación de salmón ("Australia - Salmón "), WT/DS18/AB/R, adoptado el 6 de noviembre de 1998, párrafo 138;  informe del Grupo Especial, Comunidades Europeas - Medidas que afectan a la carne y los productos cárnicos (hormonas) - Reclamación del Canadá ("CE - Hormonas (Canadá)"), WT/DS48/R/CAN, adoptado el 13 de febrero de 1998, modificado por el informe del Órgano de Apelación, WT/DS26/AB/R, WT/DS48/AB/R, párrafo 8.99.


� Véase el documento G/SPS/15.


� Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Acero al carbono, párrafo 130, citado, supra, párrafo 54.


� Véase, por ejemplo, informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Acero al carbono, párrafo 172.


� Véase el informe del Órgano de Apelación, Comunidades Europeas - Régimen para la importación, venta y distribución de bananos ("CE - Banano III"), WT/DS27/AB/R, adoptado el 25 de septiembre de 1997, párrafo 141.


� Ibid.


� Informe del Grupo Especial, Canadá - Exportaciones de trigo e importaciones de grano, resolución relativa al párrafo 2 del artículo 6, párrafo 29.


� Véanse, supra, párrafos 8, 9 y 10.  Es importante señalar que, al enumerar las tres medidas de las CE, las tres solicitudes de establecimiento de un grupo especial utilizan la conjunción separativa "y".


� WT/DS291/23.


� WT/DS292/17.


� WT/DS293/17.


� Observaciones del Canadá sobre la solicitud de resolución preliminar formulada por las Comunidades Europeas, párrafo 33;  respuesta del Canadá a la pregunta 6 del Grupo Especial.  Para obtener la lista de las disposiciones pertinentes, véase, supra, párrafo 93.


� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta 2 del Grupo Especial, nota 1.


� Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Acero al carbono, párrafo 173.


� Sin embargo, no estamos convencidos de que las Comunidades Europeas puedan tener que defenderse de más de 3.000 alegaciones.  En particular, señalamos que las propias Comunidades Europeas son de la opinión de que algunas de las disposiciones citadas en las solicitudes de establecimiento de un grupo especial son mutuamente excluyentes o están sujetas a otras disposiciones.  Solicitud de resolución preliminar formulada por las Comunidades Europeas, párrafo 40.


� Informe del Órgano de Apelación, CE - Banano III, párrafo 141.


� Observamos, además, que, al igual que no consideramos que como consecuencia de los resúmenes de los fundamentos de derecho de las reclamaciones facilitados en las solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas por las partes reclamantes, las Comunidades Europeas desconozcan las alegaciones a las que tienen que responder ni, por lo tanto, que no puedan comenzar a preparar su defensa, tampoco consideramos que como consecuencia de esos resúmenes los terceros no estén informados de los fundamentos de derecho de las reclamaciones de las partes reclamantes y, por consiguiente, no puedan responder efectivamente a dichas reclamaciones.  Recordamos a este respecto que ninguno de los terceros ha presentado ninguna observación sobre las objeciones de las Comunidades Europeas a las solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas por las partes reclamantes.






